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A mi nieto Andrés





Prólogo 



Al mismo tiempo que la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la Ley de Enjuiciamiento Civil, el legislador ha encarado la reforma también amplia de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, siguiendo el mismo propósito que en las dos anteriormente citadas; esto es, la implantación de la Oficina judicial y la generosa atribución de competencias a los Secretarios judiciales, verdaderos protagonistas, desde ahora, del impulso procesal adherido a una serie de trámites procesales que antes de esta reforma estaban en la Ley a cargo del Juez de Instrucción y del Tribunal de alzada, aunque, hay que reconocer, a este respecto han dejado de ser actualizados numerosos artículos en los que debiera el legislador haber reformado el vetusto articulado adaptándolo a las nuevas normas relativas a la Oficina Judicial que en esta Ley no aparecen en la medida que debieran, ello sin contar con que en algunos artículos a los que llegó esta reforma de 2009 aún deja leer párrafos en los que se multa con pesetas.

De hecho, en este sentido la reforma no pretende dar cobertura real a un problema siempre presente, aquel que nos muestra en la práctica cotidiana a los Secretarios y cuando no a los oficiales de los Juzgados y Tribunales preparando el trabajo que luego pasará a la firma de los Jueces. Lo cierto es que esta reforma viene a legalizar una realidad que se mantenía oficialmente oculta. No obstante, más en la Ley de Enjuiciamiento Civil que en la Criminal, los Secretarios judiciales deben estar presentes en numerosos actos judiciales que antes obligaban a Jueces y Magistrados restándoles tiempo para su función específica, la jurisdiccional.

Por lo dicho, se podría afirmar que el proceso es teóricamente de los Secretarios judiciales y las decisiones jurisdiccionales de los Jueces y Magistrados, con la salvedad de que, en todo caso, el cuestionamiento de las resoluciones relativas a la marcha del proceso siguen estando en manos de los órganos jurisdiccionales, como debe ser. Y decimos que sólo teóricamente porque, como se ha dicho en líneas anteriores, poca intervención se da a los Secretarios judiciales, mucho menos que la que ordena su implantación la Ley Orgánica del Poder Judicial. De ahí este nuevo recurso creado al efecto y que se ha dado en llamar recurso directo de revisión, quizá para distinguirlo del clásico recurso de revisión denominado ahora revisión de sentencias firmes (arts. 509 y ss. LEC) que conoce el Tribunal Supremo, así como los Tribunales Superiores de Justicia de las Comunidades Autónomas cuando se ponga en práctica la competencia legalmente determinada pero que no termina de entrar en funcionamiento.

Habrá que ver con el transcurso del tiempo cómo se desempeña en la práctica judicial esta reforma para poder dar un juicio definitivo de sus bondades teóricas, porque si estas modificaciones lo que pretenden es aliviar el trabajo de los Jueces para que se ocupen de sus tareas jurisdiccionales y de ese modo agilizar la Justicia, no es creíble que lo consiga esta reforma dado que todo el mundo sabe que el atasco judicial se arreglará, si es que se arregla, destinando más medios humanos y materiales, lo que se traduce en una sola cosa: más dinero para nombrar a más Jueces y fortalecer y crear más infraestructura material donde desempeñen sus funciones los nuevos Jueces y el pertinente personal de apoyo.

A la reforma extensa operada por la Ley 13/2009, 3 nov, se debe añadir los cuatro artículos reformados por la LO 5/2010, 22 jun.

Carlos Vázquez Iruzubieta
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Exposición de motivos



REAL DECRETO DE 14 DE SEPTIEMBRE DE 1882, APROBATORIO DE LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL(GACETA 17 DE SEPTIEMBRE)

Teniendo presente lo dispuesto en la Ley sancionada en 11 de febrero de 1881 y promulgada en virtud del Real Decreto de 22 de junio de 1882, por la cual se autorizó a mi Gobierno para que, con sujeción a las reglas en la misma comprendidas, oyendo, como lo ha efectuado, a la Sección correspondiente de la Comisión general de Codificación, y tomando por base la Compilación general de 16 de octubre de 1879, redactara y publicara una Ley de Enjuiciamiento Criminal; conformándose con lo propuesto por el Ministro de Gracia y Justicia, de acuerdo con el parecer de mi Consejo de Ministros.

Vengo en decretar lo siguiente:

Artículo 1

Se aprueba el adjunto proyecto de Código de Enjuiciamiento Criminal redactado con arreglo a la autorización concedida al Gobierno por la Ley sancionada en 11 de febrero de 1881 y publicada en virtud del Real Decreto de 22 de junio de 1882.

Artículo 2

El nuevo Código de Enjuiciamiento Criminal comenzará a regir en el tiempo y de la manera que establecen las reglas siguientes:

1.ª Se aplicará y regirá en su totalidad desde el día siguiente al en que se constituyan los Tribunales de que habla la Ley sancionada en 15 de junio de 1882 y promulgada por virtud de Real Decreto de 22 de junio del propio año.

2.ª Se aplicará y regirá desde 15 de octubre próximo en la parte referente a la formación de los sumarios, comprendida desde el título IV del libro II hasta el artículo 622 del título XI del mismo libro.

3.ª Las causas por delitos cometidos con anterioridad al 15 de octubre próximo continuarán sustanciándose con arreglo a las disposiciones del procedimiento vigente en la actualidad.

4.ª Si las causas a que se refiere la regla anterior no hubieren llegado al período de calificación, podrán sustanciarse con arreglo a las disposiciones del nuevo Código, si todos los procesados en cada una de ellas optan por el nuevo procedimiento.

Para ello, el Juez que estuviese conociendo del sumario en 15 de octubre próximo hará comparecer a su presencia a todos los procesados, acompañados de sus defensores. Si aún no los tuvieren, se les nombrarán de oficio para la comparecencia. Ésta se hará constar en la causa por medio de acta.

5.ª Cuando las causas por delitos cometidos con posterioridad al 15 de octubre próximo, y las a que se refiere la regla anterior, alcancen el estado de conclusión del sumario antes de que se hayan constituido las nuevas Audiencias de lo criminal, se suspenderán en tal estado en los Juzgados que de ellas entiendan, debiendo remitirlas a dichas Audiencias en el mismo día en que éstas se constituyan.

6.ª Las Salas de lo Criminal de las actuales Audiencias conocerán, en tanto que se constituyan las nuevas, de los recursos que se entablen en los sumarios instruidos o continuados con sujeción a los preceptos de la nueva Ley.

Artículo 3

Un Real Decreto fijará, con la debida anticipación, el día en que han de constituirse los nuevos Tribunales.

Los Jueces de primera instancia se considerarán, desde luego, como Jueces instructores en las causas que se ajusten al nuevo procedimiento.

Artículo 4

Desde que cesen en sus cargos los actuales Promotores desempeñarán las funciones del Ministerio Público durante la primera instancia, en las causas que se sigan sustanciando con arreglo al procedimiento vigente en la actualidad, los Fiscales municipales que sean Letrados, y, a falta de éstos, los que designen los Fiscales de las Audiencias Territoriales.

Artículo 5

Las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y las de las Audiencias y, en su día, los nuevos Tribunales consultarán directamente con el Ministerio de Gracia y Justicia, para su resolución, las dudas que puedan originarse en la inteligencia y aplicación de este Real Decreto.

Exposición de Motivos

La ejecución de las dos Leyes promulgadas en virtud de Reales Decretos de 22 de junio de este año, presupone un nuevo Código de Enjuiciamiento Penal, una modificación profunda en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 15 de septiembre de 1870 (LA LEY 5/1870), la determinación del número y residencia de los Tribunales colegiados que han de conocer en única instancia y en juicio oral y público de los delitos que se cometan dentro de su respectivo territorio y, por último, la formación de los cuadros de personal de esos mismos Tribunales, cuyos Presidentes deben estar adornados de condiciones especiales de capacidad para la dirección y resumen de los debates.

Basta la mera enumeración de estos trabajos preparatorios para comprender que, ni por su índole y naturaleza, ni por su extensión y excepcional importancia, podían terminarse en breve plazo. Cábele, sin embargo, al infrascrito la satisfacción de anunciar hoy a V. M. que todos ellos pueden darse por ultimados, gracias al patriótico concurso que han prestado al Gobierno hombres eminentes, no sólo en la ciencia del Derecho, sino también en el conocimiento especial de la topografía, censo de población, vías de comunicación y estadística criminal del territorio de la Península e islas adyacentes.

El Gobierno de V. M. no se propone publicar todos estos trabajos a la vez; antes al contrario cree conveniente anticipar la promulgación del Código de Enjuiciamiento para que, mientras se instalan las Audiencias de lo criminal, puedan estudiarle y conocerle los Magistrados, Jueces, Fiscales, Letrados y demás personas que por modo más o menos directo y eficaz han de concurrir a su planteamiento y aplicación.

No será su estudio muy difícil ni prolijo, porque al cabo el proyecto que el Ministro que suscribe somete hoy a la aprobación de V. M. está basado en la Compilación general de 16 de octubre de 1879, de conformidad con lo preceptuado en la autorización votada por las Cortes; pero así y todo son tan radicales las reformas en él introducidas, que bien podían pasar por un Código completamente nuevo y de carácter tan liberal y progresivo como el más adelantado de los Códigos de procedimiento criminal del continente europeo.

Entre esas reformas son sin duda las menos importantes aquellas que, sugeridas por la experiencia, tienen por objeto, ya aclarar varios preceptos más o menos oscuros y dudosos de la Compilación vigente, ya uniformar la jurisprudencia, o ya, en fin, facilitar la sustanciación de algunos recursos, y muy especialmente el de casación, acerca del cual ha hecho observaciones muy oportunas y discretas el Tribunal Supremo, que, naturalmente, han sido acogidas con el respeto que merece una Corporación que está a la cabeza de la Magistratura española y que es por la ley intérprete y guardián de la doctrina jurídica.

Las de verdadera importancia y trascendencia son aquellas otras que se encaminan a suplir, como en las cuestiones prejudiciales, algún vacío sustancial por donde era frecuente el arbitrio un tanto desmedido y, más que desmedido, contradictorio de la jurisprudencia, a corregir los vicios crónicos de nuestro sistema de enjuiciar tradicional y a rodear al ciudadano de las garantías necesarias para que en ningún caso sean sacrificados los derechos individuales al interés mal entendido del Estado.

Sin desconocer que la Constitución de 1812, el Reglamento provisional para la Administración de Justicia de 1835 y otras disposiciones posteriores, mejoraron considerablemente el procedimiento criminal, sería temerario negar que aun bajo la legislación vigente no es raro que un sumario dure ocho o más años, y es frecuente que no dure menos de dos, prolongándose en ocasiones por todo este tiempo la prisión preventiva de los acusados; y aún podría añadirse, para completar el cuadro, que tan escandalosos procesos solían no ha mucho terminar por una absolución de la instancia, sin que nadie indemnizara en este caso a los procesados de las vejaciones sufridas en tan dilatado período, y lo que es más, dejándoles por todo el resto de su vida en situación incómoda y deshonrosa, bajo la amenaza perenne de abrir de nuevo el procedimiento el día en que por malquerencia se prestaba a declarar contra ellos cualquier vecino rencoroso y vengativo. Esta práctica abusiva y atentadora a los derechos del individuo pugna todavía por mantenerse, con éste o el otro disfraz, en nuestras costumbres judiciales; y es menester que cese para siempre, porque el ciudadano de un pueblo libre no debe expiar faltas que no son suyas, ni ser víctima de la impotencia o del egoísmo del Estado.

Con ser estos dos vicios tan capitales, no son, sin embargo, los únicos, ni acaso los más graves de nuestro procedimiento. Lo peor de todo es que en él no se da intervención alguna al inculpado en el sumario; que el Juez que instruye éste es el mismo que pronuncia la sentencia con todas las preocupaciones y prejuicios que ha hecho nacer en su ánimo la instrucción, que, confundido lo civil con lo criminal y abrumados los Jueces de primera instancia por el cúmulo de sus múltiples y variadas atenciones, delegan frecuentemente la práctica de muchas diligencias en el Escribano, quien, a solas con el procesado y los testigos, no siempre interpreta bien el pensamiento, ni retrata con perfecta fidelidad las impresiones de cada uno por grande que sea su celo y recta su voluntad; y que, por la naturaleza misma de las cosas y la lógica del sistema, nuestros Jueces y Magistrados han adquirido el hábito de dar escasa importancia a las pruebas del plenario, formando su juicio por el resultado de las diligencias sumariales y no parando mientes en la ratificación de los testigos, convertida en vana formalidad; que, en ausencia del inculpado y su defensor, los funcionarios que intervienen en la instrucción del sumario, animados de un espíritu receloso y hostil que se engendra en su mismo patriótico celo por la causa de la sociedad que representan, recogen con preferencia los datos adversos al procesado, descuidando a las veces consignar los que pueden favorecerle; y que, en fin, de este conjunto de errores, anejos a nuestro sistema de enjuiciar, y no imputable, por tanto, a los funcionarios del orden judicial y fiscal, resultan dos cosas a cual más funestas al ciudadano: una, que al compás que adelanta el sumario se va fabricando inadvertidamente una verdad de artificio que más tarde se convierte en verdad legal, pero que es contraria a la realidad de los hechos y subleva la conciencia del procesado; y otra, que cuando éste, llegado al plenario, quiere defenderse, no hace más que forcejear inútilmente, porque entra en el palenque ya vencido o por lo menos desarmado. Hay, pues, que restablecer la igualdad de condiciones en esta contienda jurídica, hasta donde lo consientan los fines esenciales de la sociedad humana.

Quizá se tache de exagerada e injusta esta crítica de la organización de nuestra justicia criminal. ¡Ojalá que lo fuera! Pero el Ministro que suscribe no manda en su razón y está obligado a decir a V. M. la verdad tal como la siente, que las llagas sociales no se curan ocultándolas, sino al revés, midiendo su extensión y profundidad y estudiando su origen y naturaleza para aplicar el oportuno remedio. En sentir del que suscribe, sólo por la costumbre se puede explicar que el pueblo español, tan civilizado y culto y que tantos progresos ha hecho en lo que va de siglo, en la ciencia, en el arte, en la industria y en su educación política, se resigne a un sistema semejante, mostrándose indiferente o desconociendo sus vicios y peligros, como no los aprecia ni mide el que, habituado a respirar en atmósfera malsana, llega hasta la asfixia sin sentirla. El extranjero que estudia la organización de nuestra justicia criminal, al vernos apegados a un sistema ya caduco y desacreditado en Europa y en América, tiene por necesidad que formar una idea injusta y falsa de la civilización y cultura españolas.

Lo que hay que examinar, por tanto, es si el adjunto proyecto de Código remedia, si no todos, al menos los más capitales defectos de que adolece la vigente organización de la justicia criminal. Es preciso en primer término sustituir la marcha perezosa y lenta del actual procedimiento por un sistema que, dando amplitud a la defensa y garantía de acierto al fallo, asegure, sin embargo, la celeridad del juicio para la realización de dos fines a cuál más importantes: uno, que la suerte del ciudadano no esté indefinidamente en lo incierto, ni se le causen más vejaciones que las absolutamente indispensables para la averiguación del delito y el descubrimiento del verdadero delincuente; y otro, que la pena siga de cerca a la culpa para su debida eficacia y ejemplaridad.

Pues bien, Señor, he aquí el conjunto de medios que el nuevo sistema ofrece para el logro de resultado tan trascendental; la sustitución de los dos grados de jurisdicción por la instancia única, la oralidad del juicio; la separación de lo civil y lo criminal en cuanto al Tribunal sentenciador; igual separación en cuanto a los Jueces instructores en ciertas ciudades populosas en donde hay más de un Juez de primera instancia y es mucha la criminalidad; un alivio considerable de trabajo en cuanto a los demás Jueces, a quienes se descarga del plenario y del pronunciamiento y motivación de la sentencia, ya que razones indeclinables de economía no permiten extender a ellos dicha separación; multitud de reglas de detalle, esparcidas aquí y allá en el adjunto Código y singularmente en sus dos primeros libros, para que los Jueces instructores en el examen de los testigos y en la práctica de los demás medios de investigación se ciñan a sólo lo que sea útil y pertinente; y, por último, la intervención del procesado en todas las diligencias del sumario tan pronto como el Juez estime que la publicidad de las actuaciones no compromete la causa pública, ni estorba el descubrimiento de la verdad. Por regla general nadie tiene más interés que el procesado en activar el procedimiento; y si alguna vez su propósito fuera prolongarlo se lo impedirá el Juez y sobre todo el Fiscal, a quien se da el derecho de pedir la terminación del sumario y la apertura del juicio oral ante el Tribunal colegiado. Concurrirán también al propio fin la inspección, continua y sistemáticamente organizada en la Ley, de la Audiencia de lo criminal y del Ministerio público sobre la marcha de los procesos en el período de la instrucción y la conducta de los Jueces instructores. No es, finalmente, para echarlo en olvido, cuando de la brevedad del juicio se trata, el libro 4.º donde se establecen procedimientos especiales y sumarios para los delitos in fraganti, para los de injuria y calumnia y para los cometidos por medio de la imprenta.

Podrá ser que ni la Comisión de Códigos ni el Gobierno hayan acertado en la elección de los medios en este punto tan interesante de la ciencia procesal; pero la verdad es que no han encontrado otros, ni se los ha sugerido el examen de los Códigos modernos atentamente estudiados con tal fin.

La Ley de 11 de febrero, en la base referente a la prisión preventiva, permite, por la flexibilidad de sus términos, mejorar considerablemente esta parte de nuestra legislación sin necesidad de pedir su reforma a las Cortes. El texto legal bien analizado resulta tan elástico, que lo mismo se presta al desenvolvimiento de la base en un sentido tirante y restrictivo, que en otro más amplio, expansivo y liberal.

Ocioso parece añadir que el Gobierno de V. M. se ha decidido por lo último, toda vez que podía hacerlo sin cometer una transgresión de la Ley; como en la materia de fianzas, tan íntimamente ligada con todo lo referente a la prisión preventiva, ha procurado armonizar los fines de la justicia con los derechos del procesado, poniendo coto a la posible arbitrariedad judicial y estableciendo reglas equitativas y prudentes que permitan mayor amplitud que hasta ahora, así en los medios y formas de las fianzas como en la entidad de ellas.

Es igualmente inútil decir que la absolución de la instancia, esta corruptela que hacía del ciudadano a quien el Estado no había podido convencer de culpable una especie de liberto de por vida, verdadero siervo de la curia marcado con el estigma del deshonor, está proscrita y expresamente prohibida por el nuevo Código, como había sido antes condenada por la ciencia, por la Ley de 1872 y por la Compilación vigente. De esperar es que las disposiciones de la nueva Ley sean bastante eficaces para impedir que semejante práctica vuelva de nuevo a injerirse en forma más o menos disimulada en nuestras costumbres judiciales.

Los demás vicios del Enjuiciamiento vigente quedarán sin duda corregidos con el planteamiento del juicio oral y público y la introducción del sistema acusatorio en la Ley procesal.

El Reglamento provisional de 26 de septiembre de 1835, y las disposiciones posteriores publicadas durante el reinado de la Augusta Madre de V. M., introdujeron, como ya se ha dicho, evidentes mejoras en el procedimiento criminal, pero no alteraron su índole esencialmente inquisitiva. Las Leyes de 15 de septiembre de 1870 y 22 de diciembre de 1872, inspirándose en las ideas de libertad proclamadas por la revolución de 1868, realizaron una reforma radical en nuestro sistema de enjuiciar con el establecimiento del juicio oral y público; pero mantuvieron el principio inquisitivo y el carácter secreto del procedimiento en el período de instrucción, siguiendo el ejemplo de Francia, Bélgica y otras naciones del continente europeo.

El Ministro que suscribe, de acuerdo con sus colegas, no ha vacilado en aconsejar a V. M. que dé un paso más en el camino del progreso, llevando en cierta medida el sistema acusatorio al sumario mismo, que es, después de todo, la piedra angular del juicio y la sentencia. En adelante, el Juez instructor, por su propia iniciativa y de oficio, podrá, o mejor dicho, deberá acordar que se comuniquen los autos al procesado desde el momento en que la publicidad y la contradicción no sean un peligro para la sociedad interesada en el descubrimiento de los delitos y en el castigo de los culpables. Si no se hace espontáneamente en el plazo de dos meses, contados desde que se incoó la causa, la Ley da al acusado el derecho de solicitarlo, ya para preparar los elementos de su defensa, ya también para impedir con su vigilante intervención y el empleo de los recursos legales la prolongación indefinida del sumario. En todo caso, antes y después de los dos meses, el que tenga la inmensa desgracia de verse sometido a un procedimiento criminal gozará en absoluto de dos derechos preciosos, que no pueden menos de ser grandemente estimados donde quiera que se rinda culto a la personalidad humana: uno, el de nombrar defensor que le asista con sus consejos y su inteligente dirección desde el instante en que se dicte el auto de procesamiento; y otro, el de concurrir, por sí o debidamente representado, a todo reconocimiento judicial, a toda inspección ocular, a las autopsias, a los análisis químicos y, en suma, a la práctica de todas las diligencias periciales que se decreten y puedan influir así sobre la determinación de la índole y gravedad del delito como sobre los indicios de su presunta culpabilidad.

Subsiste, pues, el secreto del sumario; pero sólo en cuanto es necesario para impedir que desaparezcan las huellas del delito, para recoger e inventariar los datos que basten a comprobar su existencia y reunir los elementos que más tarde han de utilizarse y depurarse en el crisol de la contradicción durante los solemnes debates del juicio oral y público. Y a tal punto lleva la nueva Ley su espíritu favorable a los fueros sagrados de la defensa, que proscribe y condena una preocupación hasta ahora muy extendida, que, si pudo ser excusable cuando el procedimiento inquisitivo estaba en su auge, implicaría hoy el desconocimiento de la índole y naturaleza del sistema acusatorio con el cual es incompatible. Alude el infrascrito a la costumbre, tan arraigada de nuestros Jueces y Tribunales de dar escaso o ningún valor a las pruebas del plenario, buscando principal o casi exclusivamente la verdad en las diligencias sumariales practicadas a espaldas del acusado. No; de hoy más las investigaciones de Juez instructor no serán sino una simple preparación de juicio. El juicio verdadero no comienza sino con la calificación provisional y la apertura de los debates delante del Tribunal que, extraño a la instrucción, va a juzgar imparcialmente y a dar el triunfo a aquel de los contendientes que tenga la razón y la justicia de su parte. La calificación jurídica provisional del hecho justiciable y de la persona del delincuente, hecha por el acusador y el acusado una vez concluso el sumario, es en el procedimiento criminal lo que en el civil la demanda y su contestación, la acción y las excepciones. Al formularlas empieza realmente la contienda jurídica, y ya entonces sería indisculpable que la Ley no estableciera la perfecta igualdad de condiciones entre el acusador y el acusado. Están enfrente uno de otro, el ciudadano y el Estado. Sagrada es, sin duda, la causa de la sociedad; pero no lo son menos los derechos individuales. En los pueblos verdaderamente libres el ciudadano debe tener en su mano medios eficaces de defender y conservar su vida, su libertad, su fortuna, su dignidad, su honor; y si el interés de los habitantes del territorio es ayudar al Estado para que ejerza libérrimamente una de sus funciones más esenciales, cual es la de castigar la infracción de la ley penal para restablecer, allí donde se turbe la armonía del derecho, no por esto deben sacrificarse jamás los fueros de la inocencia porque al cabo el orden social bien entendido no es más que el mantenimiento de la libertad de todos y el respeto recíproco de los derechos individuales.

Mirando las cosas por este prisma y aceptada la idea fundamental de que en el juicio oral y público es donde ha de desarrollarse con amplitud la prueba, donde las partes deben hacer valer en igualdad de condiciones los elementos de cargo y descargo, y donde los Magistrados han de formar su convicción para pronunciar su veredicto con abstracción de la parte del sumario susceptible de ser reproducida en el juicio, surgía, natural y lógicamente, una cuestión por todo extremo grave y delicada; es, a saber: la de si la contradicción de un testigo entre su declaración en el juicio oral y las dadas ante el Juez instructor en el sumario sería por sí sola fundamento suficiente para someterle a un procedimiento criminal por el delito de falso testimonio. El Gobierno, después de madura deliberación, ha optado por la negativa. Al adoptar esta resolución ha cedido en primer término a las exigencias de la lógica, que no permite atribuir a los datos recogidos en el sumario, para la preparación del juicio, una validez y eficacia incompatibles con la índole y naturaleza del sistema acusatorio. No es esto, ciertamente, autorizar, ni menos santificar, el engaño y la mentira en el período de instrucción; y esa misma contradicción en las declaraciones testificales podrá ser libremente apreciada por los Jueces y penetrar en el santuario de su conciencia como un elemento de convicción, si llega el caso de juzgar el perjurio del testigo; lo que únicamente quiere la Ley es que éste no sea procesado como autor de falso testimonio por la sola razón de aparecer en contradicción con sus declaraciones sumariales, debiendo serlo no más cuando haya motivos para presumir que faltó a la verdad en el acto del juicio: porque, siendo éste el arsenal donde el acusador y el acusado deben tomar sus armas de combate y de defensa y el Tribunal los fundamentos de su veredicto, claro es que, en definitiva, sólo en este trámite puede el testigo favorecer o perjudicar injustamente al procesado y ser leal o traidor a la sociedad y a sus deberes de ciudadano. A esta razón puramente lógica agrégase otra de mayor trascendencia, cual es la de facilitar la investigación de la verdad y asegurar el acierto de los fallos.

Inútil sería rendir culto a los progresos de la ciencia, rompiendo con el procedimiento escrito, inquisitivo y secreto, para sustituirle con los principios tutelares de libertad, de contradicción, igualdad de condiciones entre las partes contendientes, publicidad y oralidad, si el testigo, cuyas primeras impresiones ha recogido calladamente el Juez instructor trasladándolas a los autos con más o menos fidelidad, se presentara en el acto del juicio delante del Tribunal sentenciador y del público que asiste a los debates cohibido y maniatado por el recuerdo o la lectura de sus declaraciones sumariales. Medroso de la responsabilidad criminal que podría exigírsele a la menor contradicción, en vez de contestar con soltura y perfecta tranquilidad a las preguntas del Presidente, del Ministerio público y de los defensores, limitaríase a ratificar pura y simplemente sus declaraciones, convirtiéndose entonces su examen en el acto solemne del juicio en vana formalidad. Si no han faltado escritores distinguidos y jurisconsultos eminentes que al analizar las condiciones del procedimiento inquisitivo han censurado acerbamente que se obligara a los testigos del sumario a ratificarse en el plenario con la seguridad de ser castigados como perjuros en caso de apartarse en la diligencia de ratificación de la que antes habían declarado; si esta fundadísima crítica iba dirigida a un sistema en el que el sumario era el alma de todo el organismo procesal, por no decir el proceso entero, tratándose en la hora presente de un método de enjuiciar en el cual el sumario es una mera preparación del juicio, siendo en éste donde deben esclarecerse todos los hechos y discutirse todas las cuestiones que jueguen en la causa, no es posible sostener aquella antigua legislación, tan inflexible y rigurosa, que, sobre anular la libertad y espontaneidad de los testigos, expuestos a una persecución originada en una traducción infiel de su pensamiento, pugnaría hoy abiertamente con la índole del sistema acusatorio y con la esencia y los altos fines del juicio público y oral.

Todas estas concesiones al principio de libertad, que a una parte de nuestros Jueces y Magistrados parecerán sin duda exorbitantes, no contentarán aún probablemente a ciertas escuelas radicales que intentan extender al sumario, desde el momento mismo en que se inicia, las reglas de publicidad, contradicción e igualdad que el proyecto de Código establece desde que se abre el juicio hasta que se dicta la sentencia firme. No niega el infrascrito que insignes escritores mantienen esta tesis con ardor y con fe; pero hasta ahora no puede considerársela más que como un ideal de la ciencia, al cual tiende a acercarse progresivamente la legislación positiva de los pueblos modernos. ¿Se realizará algún día por completo? El Ministro que suscribe lo duda mucho. Es difícil establecer la igualdad absoluta de condiciones jurídicas entre el individuo y el Estado en el comienzo mismo del procedimiento, por la desigualdad real que en momento tan crítico existe entre uno y otro, desigualdad calculadamente introducida por el criminal y de que éste sólo es responsable. Desde que surge en su mente la idea del delito, o por lo menos desde que, pervertida su conciencia, forma el propósito deliberado de cometerle, estudia cauteloso un conjunto de precauciones para sustraerse a la acción de la justicia y coloca al Poder público en una posición análoga a la de la víctima, la cual sufre el golpe por sorpresa, indefensa y desprevenida. Para restablecer, pues, la igualdad en las condiciones de la lucha, ya que se pretende por los aludidos escritores que el procedimiento criminal no debe ser más que un duelo noblemente sostenido por ambos combatientes, menester es que el Estado tenga alguna ventaja en los primeros momentos, siquiera para recoger los vestigios del crimen y los indicios de la culpabilidad de su autor. Pero sea de esto lo que quiera, la verdad es que sólo el porvenir puede resolver el problema de si llegará o no a realizarse aquel ideal. Entretanto, los que tienen la honra de dirigir los destinos de un pueblo están obligados a ser prudentes y a no dar carta de naturaleza en los Códigos a ideas que están todavía en el período de propaganda, que no han madurado en la opinión ni menos encarnado en las costumbres, ni se han probado en la piedra de toque de la experiencia.

El Gobierno de V. M. cree ser consecuente con el espíritu liberal que informa su política introduciendo, dentro de ciertos límites racionales, el sistema acusatorio en el sumario, lo cual constituye un gran progreso sobre la Ley de 22 de diciembre de 1872 (LA LEY 2/1872). No hay tampoco una sola nación en el continente europeo que vaya en esto más allá que al adjunto proyecto de Código, ni siquiera la Alemania en cuyas leyes procesales quedó impreso como en roca de granito el sello característico del individualismo germánico, sin que hayan alcanzado a borrarle ni la autoridad prepotente de sus Monarcas, ni sus grandes glorias militares, ni su reciente y portentoso engrandecimiento territorial.

Con idéntico criterio resuelve el nuevo Código las demás cuestiones fundamentales del Enjuiciamiento. En materia penal hay siempre dos intereses rivales y contrapuestos: el de la sociedad, que tiene el derecho de castigar, y el del acusado, que tiene el derecho de defenderse. El carácter individualista del derecho se ostenta en el sistema acusatorio, en el cual se encarna el respeto a la personalidad del hombre y a la libertad de la conciencia, mientras que el procedimiento de oficio e inquisitivo representa el principio social y se encamina preferentemente a la restauración del orden jurídico perturbado por el delito, apaciguando al propio tiempo la alarma popular. Por lo tanto, el problema de la organización de la justicia criminal no se resuelve sino definiendo claramente los derechos de la acusación y de la defensa, sin sacrificar ninguno de los dos, ni subordinar el uno al otro, antes bien, armonizándolos en una síntesis superior.

Formado de oficio o a instancia de parte el sumario por un funcionario independiente del Tribunal que ha de sentenciar; obligado por la Ley este instructor a recoger así los datos adversos como los favorables al procesado bajo la inspección inmediata del Fiscal, del acusador particular y, hasta donde es posible, del acusado o su Letrado defensor; otorgada una acción pública y popular para acusar, en vez de limitarla al ofendido y sus herederos; reconocida y sancionada la existencia del Ministerio Fiscal, a quien se encomienda la misión de promover la averiguación de los delitos y el castigo de los culpables, sin dejar por esto de defender a la vez al inculpado inocente, resulta que puede, sin peligro de los intereses públicos y particulares, ceñirse el Tribunal al ejercicio de una sola atribución, la de fallar como Juez imparcial del campo sin sujetarse a una prueba tasada de antemano por la Ley; antes bien, siguiendo libremente las inspiraciones de su conciencia, exento de las pasiones que enciende siempre la lucha en el ánimo de los contendientes y sin el aguijón del amor propio excitado en el Juez instructor por las estratagemas que en ocasiones emplean el acusado y el acusador privado para burlar sus investigaciones y, aun sin esto, por las mismas dificultades inherentes de ordinario a la instrucción.

Para mantener al Tribunal en esta serena y elevada esfera y no desvirtuar el principio acusatorio que informa el nuevo Código, ha creído el que suscribe que únicamente al Ministerio Fiscal o al acusador particular, si le hubiere, corresponde formular el acta de acusación comprensiva de los puntos sobre que en adelante deben girar los debates, siguiendo en esto al Código de instrucción criminal austríaco, que es acaso, de los actualmente vigentes en la Europa continental, el que ha desarrollado con más lógica y extensión el sistema acusatorio. Así es como se logra que la cuestión criminal que en el proceso se agita o discute vaya intacta al Tribunal a quien corresponde decidirla; así es como las partes pueden preparar con perfecto conocimiento de causa los respectivos elementos de cargo y descargo y hacer sus acusaciones o defensas con fe y libertad completa, sin la coacción, siquiera sea moral, que no puede menos de existir cuando el que ha de fallar prejuzga en cierto modo el fallo, formulando de oficio el acta de acusación, lo cual lleva, naturalmente, el desaliento al mínimo de aquel de los contendientes a quien perjudica la calificación jurídica hecha prematuramente, aunque con carácter provisorio, por el Tribunal. Si son éstos los únicos inconvenientes que acarrea la admisión del acta de acusación de oficio; pues una vez formulada ésta, o se obliga al Ministerio Fiscal a sostenerla contra sus convicciones, poniendo en tortura su conciencia, o se le deja en libertad para combatirla, en cuyo caso ya no son las partes quienes contienden entre sí, sino que se discute únicamente el pensamiento, la opinión, el juicio formulado por el Tribunal, que de este modo desciende a la arena del combate para convertirse en acusador, con el riesgo inminente de que la excitación del amor propio de los Jueces ofusque o perturbe su inteligencia. No; los Magistrados deben permanecer durante la discusión pasivos, retraídos, neutrales, a semejanza de los Jueces de los antiguos torneos, limitándose a dirigir con ánimo sereno los debates. Por esto, entre las obligaciones impuestas al Ministerio Fiscal en Francia y Alemania de formular un acta de acusación cuando así lo ha acordado el respectivo Tribunal, y la libertad que a dicho Ministerio otorga la Ley austríaca, ha optado el que suscribe por la última solución, que respeta más los fueros de la conciencia, los derechos individuales, y está más en consonancia con el principio fundamental en que descansa el sistema acusatorio.

Este principio aplicado en absoluto adolece, sin embargo, de un vicio, que han puesto en relieve insignes Magistrados encanecidos en la Administración de Justicia. Proscrita para siempre la absolución de la instancia y rigiendo sin excepción la máxima non bis in idem, evidente es que el error del Fiscal en la calificación jurídica del hecho justiciable produce la impunidad del delincuente. Está bien que en los procesos civiles el Tribunal tenga la obligación de absolver o condenar, así como también la de ajustar estrictamente su fallo a los términos en que las partes hayan planteado el problema litigioso, o sea, la acción ejercitada por el demandante y a las excepciones formuladas por el demandado; porque las cuestiones que en esos procesos se ventilan son de mero interés privado, y porque, además, no es raro que pueda subsanarse total o parcialmente en un nuevo proceso el error padecido al entablar la acción, para lo cual suelen hacerse reservas de derecho en la sentencia en favor del condenado; pero en los procesos criminales, que pueden incoarse de oficio, están siempre en litigio el interés social y la paz pública; y teniendo el Tribunal la obligación de condenar o absolver libremente, sin reserva alguna y sin que le sea lícito abrir un nuevo procedimiento sobre el mismo hecho ya juzgado, es violento torturar la conciencia de los Magistrados que le forman hasta el punto de colocarles en la dura alternativa de condenar al acusado a sabiendas de que faltan a la Ley o cometen una nulidad, o absolverle con la convicción de que es criminal, dejando que insulte con su presencia y aire de triunfo a la víctima y su familia tan sólo porque el Ministerio público no ha sabido o no ha querido calificar el delito con arreglo a su naturaleza y a las prescripciones del Código penal (LA LEY 3996/1995). De todas suertes, es innegable que, llevados a tal exageración el sistema acusatorio y la pasividad de los Tribunales, éstos abdican en el Fiscal, en cuyas manos queda toda entera la justicia. De su buena o mala fe, que no sólo de su pericia, dependería exclusivamente en lo futuro la suerte de los acusados.

Y suponiendo que algún día el legislador, echándose en brazos de la lógica, llegase hasta este último límite del sistema acusatorio, el Gobierno de V. M. ha creído que la transición era demasiado brusca para este país, en que los Jueces han sido hasta ahora omnipotentes, persiguiendo los delitos por su propia y espontánea iniciativa, instruyendo las causas los mismos que habían de fallarlas, ejerciendo la facultad omnímoda de separarse de los dictámenes fiscales, así durante la sustanciación como en la sentencia definitiva, calificando según su propio juicio el delito y designando la pena, sin consideración a las conclusiones de la acusación y la defensa y empleando, por último la fórmula de la absolución de la instancia o, lo que es lo mismo, dejando indefinidamente abierto el procedimiento cuando, faltos de prueba para condenar, infundían en su mente las diligencias sumariales livianas sospechas contra el acusado. La sociedad debe marchar como la naturaleza, gradualmente y no a saltos: los progresos jurídicos deben irse eslabonando, si han de encarnar en las costumbres del país. Por esto, el Gobierno propone a V. M. la solución contenida en el artículo 733, que no altera en rigor la virtualidad del principio acusatorio. Según la estructura de la adjunta Ley, concluso el sumario, las partes hacen la calificación provisional del hecho justiciable. Sobre sus conclusiones versan las pruebas que se practican durante todo el juicio; y al término de éste, cuando ya no faltan más que los informes del Fiscal y del defensor del acusado, autorízase a una y otro para confirmar, rectificar o variar, en vista de las pruebas, su primera calificación. Al llegar a este trámite, todo, en rigor, está acabado; los Jueces han oído al reo y los testigos; han examinado las demás piezas de convicción y están en condiciones de apreciar con amplitud y acierto la naturaleza del hecho que es materia del juicio. Si en tal momento les asalta una duda grave sobre su verdadera calificación jurídica, ¿qué dificultad puede haber en que, hipotéticamente, sin prejuzgar el fallo definitivo y sólo por vía de ilustración, invite el Presidente del Tribunal al Ministerio público y defensor del procesado para que en sus informes discutan una tesis más? El principio acusatorio quedaría quebrantado si ésta no hubiera de discutirse y resolverse con arreglo a las pruebas ya practicadas, dando lugar a que se abriese de nuevo o se prorrogase el juicio, pero, como éste está ya terminado y no es permitido volver sobre él, todo lo que puede suceder es que el Fiscal o el Letrado necesiten veinticuatro horas para razonar sobre la hipótesis del Tribunal con la conveniente preparación.

Con ser tan modesta y estar tan ceñida esta facultad declara, sin embargo, la Ley que no se extiende a los delitos privados o que sólo pueden perseguirse a instancia de parte, ni a la calificación de las circunstancias atenuantes o agravantes, ni a la de la participación respectiva de los procesados en la ejecución del crimen, quedando reducida a la satisfacción de una necesidad apremiante originada en un interés público y de orden social. Aun encerrada en tan estrechos límites, el Ministro que suscribe hubiera renunciado a ella y manteniéndose en el rigorismo del principio acusatorio, si los Códigos más progresivos y liberales de la Europa continental le hubieran alentado con su ejemplo; pero no hay ninguno que no dé mayor amplitud a la intervención del Tribunal en el juicio. En Francia y Alemania ya se ha visto que el Ministerio Fiscal tiene la obligación de formular el acta de acusación cuando así lo acuerda el Tribunal respectivo, y, además, la misma ley alemana y la austríaca dejan a éste en libertad de apreciar el hecho justiciable sin sujetarse a la calificación que de él hubieren hecho las partes y sin tomar la precaución de someter a éstas la nueva faz de la cuestión, a fin de que la discutan ampliamente antes de que recaiga el veredicto. Precediendo este solemne debate, no ampliándose ni reformándose en ningún caso las piezas de convicción, no puede, en rigor, acusarse de incongruencia al fallo, puesto que la Ley, en suma, se limita a establecer un medio de suplir la omisión del Fiscal, cuyo deber es hacerse cargo de todas las calificaciones probables que autorice la prueba practicada y que pueda aceptar el Tribunal, redactando al efecto, cuando fuere necesario, la pretensión alternativa de que habla el artículo 732. El Tribunal propone, hipotéticamente y sobre la base de una prueba inalterable, un tema de discusión momentos antes de pronunciar su veredicto, cuando cada Magistrado tiene ya formado su juicio definitivo sobre el voto que se va a dar. Mejor es, por tanto, que lo emita después de un debate que puede iluminar su mente y rectificar su juicio, que no autorizarle para que en el fallo se separe de las condiciones debatidas por las partes y siga sus propias inspiraciones, no contrastadas en el crisol de la contradicción, como le autorizan los Códigos austríaco y alemán, a pesar de ser los más adelantados de la Europa continental.

Tales son, Señor, prescindiendo de otras muchas reformas de menor importancia, aunque sustanciales y de evidentes mejoras de detalle en el método y la redacción, las novedades de más bulto que el proyecto adjunto introduce en nuestro procedimiento criminal.

No desconoce el Ministro que suscribe que la aplicación y cumplimiento de la nueva Ley, singularmente en los primeros años, tropezará con graves dificultades, siendo la mayor de todas ellas la falta de costumbres adecuadas al sistema acusatorio y al juicio oral y público. Educados los españoles durante siglos en el procedimiento escrito, secreto e inquisitorial, lejos de haber adquirido confianza en la Justicia y de coadyuvar activamente a su recta administración, haciendo, como el ciudadano inglés, inútil la institución del Ministerio público para el descubrimiento y castigo de los delitos, han formado ideas falsas sobre la política judicial y se han desviado cada vez más de los Tribunales, mirando con lamentable recelo a Magistrados, Jueces, Escribanos y Alguaciles, y repugnando figurar como testigos en los procesos. Pero este mal será mayor cuanto más tiempo pase; y como lo cual no puede seguir, sin desdoro de la Nación y de los Poderes que la gobiernan, lo mejor es decidirse, que alguna vez se ha de empezar, si la España no ha de ser una excepción entre los pueblos cultos de Europa y América.

El Gobierno de V. M. tiene tal confianza en la aptitud especial y las condiciones privilegiadas de nuestra raza, que espera será breve el aprendizaje, no tan sólo en la aplicación de esta Ley, sino en la obra aún más delicada de compartir con los Jueces la misión augusta de administrar justicia como Jurado; y que muy pronto el ciudadano español demostrará que es digno de gozar de las mismas ventajas que poseen los extranjeros.

Al logro de fin tan importante y trascendental coadyuvarán, sin duda, el celo e ilustración de la Magistratura y del Ministerio público; que no es posible, Señor, montar una máquina delicada y hacerla funcionar con éxito, sino contando con el asentimiento, el entusiasmo, la fe y el patriotismo de los que han de manejarla.

En vista de las razones expuestas, el Ministro que suscribe tiene la honra de someter a la aprobación de V. M. el adjunto proyecto de Decreto.






Reglas generales



Artículo 1.

No se impondrá pena alguna por consecuencia de actos punibles cuya represión incumba a la jurisdicción ordinaria, sino de conformidad con las disposiciones del presente Código o de Leyes especiales y en virtud de sentencia dictada por Juez competente.

Garantías jurídicas

Este primer artículo de la Ley de Enjuiciamiento Criminal consagra dos garantías fundamentales: el de la legalidad del proceso penal y el derecho a ser Juzgado por el Juez ordinario.

El principio de legalidad

La legalidad penal tiene una doble vertiente: la sustantiva y la adjetiva. Del punto de vista material viene consagrada por el art. 1 CP, al establecer que no será castigadaninguna acción ni omisión que no esté prevista como delito o falta por ley anterior a su perpetración. Esta garantía deriva del art. 25 CE al decir que nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

Legalidad sustantiva

Esta garantía de legalidad sustantiva o material se actualiza sólo por la circunstancia de la preexistencia de la ley a la calificación de delito de una acción u omisión humanas, sino que a esa condición temporal de la garantía hay que añadir la de la escritura y la de la integridad. Quiere decir que para que el principio de legalidad penal constituya una verdadera garantía es menester que la ley penal sea previa, sea escrita y sea completa, porque el antecedente legislativo a la acción humana es la forma de garantizar que toda persona responde de una ley vigente, porque la escritura que es requisito que concluye de manifestarse con la inserción de la ley en el BOE, es garantía absoluta de publicidad para quienes están sometidos a esa ley que se hace pública antes de cobrar vigor jurídico. Y finalmente la ley ha de ser completa, es decir, que el tipo penal no adolezca de elementos esenciales, estableciendo el principio de interdicción de una ley penal en blanco, dejando a los Jueces la tarea de completar los tipos, asumiendo irregularmente la condición de Juez y Legislador.

Legalidad adjetiva

La garantía material o sustantiva viene a completarse con la formal o adjetiva que consagra este primer artículo de la LECrim. El proceso penal, según resulta de su lectura, es una condición de legalidad de la pena. Poco importa que se desarrolle un proceso irregular y al margen de las normas de esta ley; lo verdaderamente importante es que no se imponga una pena al margen de sus normas. Es la pena como castigo lo que está vedado imponer cuando la decisión que la impone no se ha tomado luego de proceder conforme a las reglas preceptivas de la LECrim. Si corresponde la pena por la existencia de delito o falta, es cuestión que corresponde desentrañar al Código penal y sus leyes complementarias. A la LECrim. le corresponde determinar si corresponde aplicar una pena como consecuencia de haberse tramitado un proceso conformado a previas reglas de legalidad. La garantía de legalidad está presente también en la materia procesal-penal porque sus normas son coercitivas y aunque de ellas no pueda inferirse la existencia de sanciones punitivas, las medidas cautelares de carácter personal y real constituyen verdaderas rémoras al ejercicio de la libertad y, por ende, tienen efecto sancionador, no por su naturaleza jurídica, sino por su eficacia fáctica.

Necesidad de un proceso y una sentencia

Para que exista una satisfacción eminente de la norma penal sustantiva y pueda decirse que se ha actualizado la ley en un caso concreto, es preciso de toda necesidad que haya proceso penal. El proceso penal es cuestionablemente exigido para satisfacer la norma penal como desideratum de la Justicia. La cuota de restablecimiento de la paz social que conlleva toda norma aplicada en materia penal precisa de un proceso y de una sentencia. En Derecho privado no es así, porque una transacción extrajudicial y hasta pre-judicial satisface a la norma jurídica, restablece la paz social porque concluye con un conflicto, puede evitar un proceso y no requiere una sentencia, no necesariamente.

Sincronismo y autonomía jurídicas

Cada vez parece más discutible el aserto de que a cada ordenamiento penal sustantivo le viene adecuadamente una forma de proceso penal. Lo correcto pareciera ser que el contenido de las normas sustantivas para nada influyen, inciden u orientan lo que debe ser el sistema procesal más idóneo para realizarlas. Pero, como se ha dicho, todos estos conceptos están unidos por un ligamento irrefragable, o, como dice Carnelutti, delito, pena y proceso son términos rigurosamente complementarios.

Proceso sin pena

El que sea cierto que no puede haber pena sin proceso, no implica la certeza de la afirmación inversa, ya que puede haber proceso sin pena, dado que, precisamente, a consecuencia de la tramitación del proceso y el ejercicio del derecho de defensa se puede llegar a la conclusión de que el sometido a los rigores del proceso es inocente. De lo dicho hasta aquí resulta que: a diferencia de lo que acontece con el Derecho privado, donde es posible resolver litigios fuera del ámbito judicial y, por tanto, fuera del proceso, en materia penal el proceso es ineludible para la búsqueda de la verdad y la realización del derecho penal sustantivo, de modo que se puede llegar a una declaración condenatoria aplicando una pena, o absolutoria liberando al procesado de toda sospecha y castigo.

La CE ha establecido el principio de unidad de jurisdicción en su art. 117.5.°, como base de la organización y funcionamiento de los Tribunales, atrayendo incluso a circunstancias y situaciones que antes estaban bajo la jurisdicción militar, a la que ahora se le destina exclusivamente el juzgamiento de hechos de carácter estrictamente castrenses.

Leyes especiales

En el orden procesal, este artículo permite la imposición legítima de una pena no sólo como conclusión de un proceso seguido por los cauces que dicta la LECrim., sino también por otras leyes especiales de procedimiento que puedan ponerse en vigor. Sin embargo, el art. 117.6.° CE prohíbe los Tribunales de excepción, y en su art. 26 se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones profesionales, reuniendo para sí el Estado todas las prerrogativas jurisdiccionales en su doble vertiente: decir el derecho y hacer ejecutar lo decidido (art. 117.3.° CE). Como cierre de la garantía de legalidad, los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que la jurisdiccionales en su sentido más estricto, y las que expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho (art. 117.4.° CE).

Unidad jurisdiccional

La unidad de jurisdicción se actualiza en lo que se ha dado en llamar jurisdicción ordinaria o común, por oposición a las jurisdicciones especiales o fueros especiales de determinados sectores de la sociedad, clases o estamentos, de suerte que realizando el principio democrático se manifiesta la garantía que proclama una sola y única ley para todos y una sola y única clase de Tribunales para todos. Es, desde el punto de vista de la Justicia, la emanación de la regla primaria de igualdad del sistema democrático. Por ello puede afirmarse que la jurisdicción o fuero militar no constituye una excepción al principio de unidad de jurisdicción, sino una especialidad en razón de la materia, como que el conocimiento del recurso extraordinario de casación en materia militar está atribuido a una Sala del TS.

Sentencia definitiva y firme

La manifestación jurisdiccional que posibilita la imposición de pena es la sentencia que, como tal, debe ser definitiva o firme. Aún se puede establecer una diferencia entre sentencia definitiva en tanto que decisión del Tribunal de instancia con la que concluye el proceso, y sentencia firme en tanto que decisión sobre la que no cabe impugnación alguna. Pero, si se quiere equiparar ambos vocablos en un mismo concepto en aras de la simplificación del tema, ya que mayores disquisiciones no caben en una obra como ésta, es aconsejable, no obstante, recordar que una sentencia queda firme o es definitiva cuando está consentida o ejecutoriada. Una sentencia queda consentida cuando después de ser notificada a las partes procesales, éstas dejan transcurrir los plazos para interponer recursos o impugnaciones, de suerte que tal sentencia queda firme porque no caben contra ella impugnaciones de cualquier clase (a salvo, por supuesto, el recurso excepcional de revisión en los casos y forma que establece la LECrim.). Y una sentencia se dice que está ejecutoriada cuando contra ella se han hecho valer toda clase de impugnaciones (o algunas), de manera que, habiendo recorrido todas las instancias que posibilita el ordenamiento jurídico, no caben ya contra ella más impugnaciones porque en algún momento o estadio procesal debe concluir el camino procesal para dar por terminado el caso judiciable. No hay que confundir el concepto de sentencia ejecutoriada con el concepto de ejecutoria, que es un documento formal donde consta el contenido de una sentencia firme o definitiva.

Importancia de la sentencia firme

Para imponer una pena, se ha dicho ya, es menester una sentencia. No puede ser un auto ni una providencia, llevando esta cuestión al terreno meramente formal del ordenamiento procesal. La sentencia es la manifestación final de un proceso; está fuera del proceso porque no forma parte de él, aunque está dentro de los autos (físicamente hablando), y constituye la razón de ser del proceso que tiende naturalmente hacia ese pronunciamiento jurisdiccional. El modo de dictar una sentencia de un punto de vista formal viene indicado en la misma LECrim. en sus arts. 14 y ss. y, si se observa lo dispuesto en el pfo. 4.° del art. 141, se advertirá que el concepto de sentencia se expresa así: cuando decidan definitivamente la cuestión criminal, y en el párrafo siguiente se lee que sentencias firmes son aquellas contra las que no caben recursos de ninguna clase, ni ordinarios ni extraordinarios, a excepción de la revisión y la rehabilitación. Como nosotros opinamos, la ley sigue el criterio diferenciador entre sentencia definitiva y sentencia firme, lo que también puede ser observado en el texto de la LOPJ en su art. 245.1.°, c), y 3.°, que expresa en términos casi idénticos lo que recordábamos del art. 141 LECrim., excluyendo razonablemente la rehabilitación y dejando subsistente a la revisión, a la que añade otros extraordinarios que establezca la ley, en previsión de futuras actividades legislativas. Sobre sentencia firme, recurrible, ver art. 137 LECrim.

Sentencia sin pena

La exigencia de conclusión de un proceso en sentencia firme para tornar posible la aplicación de una pena, no se corresponde con la conclusión de un proceso penal por otras causas y formas procesales, pero, precisamente, por concluir sin sentencia, tales decisiones jurisdiccionales no pueden nunca contener imposición de pena. Un proceso puede concluir por sobreseimiento (arts. 864 y ss.), por amnistía, perdón del ofendido o prescripción de la acción (art. 112.3.°, 5.° y 6.°, CP, respectivamente). Un proceso puede, incluso, ni siquiera comenzar, si a la pretensión de la parte se la declara inadmisible y, en fin, otras muchas circunstancias que, apoyadas en la ley material o en la formal, o impiden la iniciación (causas obstativas al inicio), o impiden su prosecución (causas obstativas a la continuación), o lo concluyen por imposibilidad de continuarlo (causas decisoras de la cancelación del proceso), como es el caso de la muerte del imputado, o el desconocimiento del autor del hecho investigado, o el sobreseimiento que extingue la potestad persecutoria y represora del Estado.

Juez ordinario

En su período final el artículo hace mención del Juez competente, que se vigoriza con el principio del Juez ordinario que, como garantía, impone el art. 24.2.° CE. Estas normas han inclinado a la doctrina a asemejar o identificar el concepto de Juez natural con el de Juez ordinario. A mi juicio, existe diferencia de matiz si se tiene en cuenta que el Juez natural es aquel que tiene atribuida competencia ordinaria antes de la comisión del hecho imputado, mientras que el Juez ordinario recibe la competencia antes o después, siempre, eso sí, que sea competencia ordinaria. Con todo, el Juez ordinario, sin llegar a la categoría del Juez natural, es un avance decidido hacia el marco óptimo de las garantías procesales en el orden punitivo, porque definitivamente, tanto el concepto de Juez natural como el de Juez ordinario nacen con la finalidad de aventar la posibilidad de poner en funcionamiento Tribunales especiales, creados para conocer de determinados hechos ya producidos y que tienen la particularidad de escapar del ámbito de la Justicia ordinaria.

Doctrina del Tribunal Constitucional

El Tribunal Constitucional ha dado un paso adelante en la identificación del principio de Juez natural y Juez ordinario, como lo hace, por ejemplo, en la S 8 nov 1984 al declarar que la predeterminación legal del Juez significa que la ley, con generalidad y con anterioridad al caso, ha de contener los criterios de determinación competencial cuya aplicación a cada supuesto litigioso permita determinar cuál es el Juzgado o Tribunal llamado a conocer del caso, por lo cual considera inconstitucional el nombramiento de Jueces Especiales para los juicios universales, pese a estar fundado tal nombramiento en una norma legal (DL 17 jul 1947), norma legal que es contraria al art. 24.2.° CE.

Artículo 2.

Todas las Autoridades y funcionarios que intervengan en el procedimiento penal cuidarán, dentro de los límites de su respectiva competencia, de consignar y apreciar las circunstancias así adversas como favorables al presunto reo; y estarán obligados, a falta de disposición expresa, a instruir a éste de sus derechos y de los recursos que pueda ejercitar, mientras no se hallare asistido de defensor.

Principio moderno

Se ha querido ver en esta disposición la vigencia táctica de la verdad real como objetivo material del proceso penal español, cuando en verdad, muy lejos estaba en la idea del legislador tal resultado dogmático. No obstante, interpretando con largueza este artículo, la doctrina científica y jurisprudencial han llegado a la conclusión de que tal principio, acuñado en la modernidad, debe ser extraído de esta disposición procesal, lo que ayuda bastante a paliar ciertos rigorismos del ordenamiento penal español, enraizado aún en una tradición de duras consecuencias para el imputado.

La verdad real

El principio de la verdad real se enuncia legislativamente con más claridad, imponiendo a los Jueces el deber de descubrir la verdad de los hechos investigados aun en contra de la voluntad autodestructiva del imputado. Es un deber activo de los Jueces, y no meramente contemplativo que consista en consignar y apreciar las circunstancias. Eso no es buscar mediante la investigación, la verdad de los hechos, y mucho menos en un proceso inquisitivo que, como se sabe, es por ello mismo del Juez y no de las partes, especialmente de la acusada.

Principio de imparcialidad judicial

Lo que dispone el art. 2 es una actividad de imparcialidad del Juez, en el sentido de equilibrar su actividad de modo que, pese a tratarse de una actividad inquisitiva (salvo el sistema acusatorio de la etapa del juicio oral), haga valer su potestad instructora sin menoscabo de los intereses del imputado, habida cuenta las debilitadas atribuciones de la defensa, que puede llegar a soportar nada menos que el secreto del sumario en actividades judiciales conducentes a lograr pruebas de cargo, ya que si de otro modo fuere, el secreto carecería de razón de ser.

Instrucción de los derechos

En cuanto a la instrucción de los derechos que asisten al «reo» como erróneamente se menciona al imputado en este artículo, se cumple ahora y correctamente, a causa de reformas posteriores, especialmente en los arts. 520 LECrim. y 248.4.° LOPJ; el primero en orden a la defensa y el segundo referido al ejercicio posterior de sus derechos luego de recibir notificación de una decisión jurisdiccional.

Designación de Abogado

Hay que decir que por el art. 520 nace el derecho a designar Abogado defensor en todo detenido o preso, lo que debiera extenderse a todo buscado o citado. La tendencia más actualizada del procedimiento penal comparado indica que este derecho puede ser ejercido desde el primer momento en que se produce una actividad judicial o jurisdiccional contra una persona determinada, extendiendo el concepto jurídico-procesal a la actividad que desarrolla la policía judicial que, en definitiva, es la más frecuente y cuantitativamente relevante. Se puede decir que, en la práctica, este derecho se ejerce de tal modo en España, si nos atenemos a la práctica constante observada en Juzgados de Instrucción y Comisarías, puestos de la Guardia Civil y de Tráfico. La presencia del Abogado es constante y cualquiera que sea la suerte que corra su intención de intervenir y su concreta intervención, lo cierto es que al menos esta práctica saludable se va extendiendo cada día más en razón de la importancia que tienen las primeras diligencias sobre las que, lamentablemente, aún se basan los ulteriores desarrollos de una investigación que frecuentemente concluye en condena.

Situación e desigualdad

La imparcialidad judicial de la que hablábamos en líneas anteriores es el resultado de la situación de evidente desigualdad en que se halla el imputado en relación a su adversario procesal, que comúnmente se personifica en el Fiscal, quien no sólo tiene acceso permanente al sumario, aun declarado secreto, sino que aún conserva inexplicablemente una manifiesta superioridad de rango en el proceso, y con el reiterado pretexto de ser el defensor de la legalidad, desequilibra la igualdad que debiera existir en el ejercicio de los derechos procesales. Esta evidencia se hará presente en muchas normas concretas de la LECrim. en la que se da una ponderación excesiva a la opinión del Fiscal por encima de la de los Abogados, en asuntos que de ordinario para nada está comprometida la legalidad, a no ser que se piense que este principio de defensa de la legalidad se extiende a toda norma jurídica obligatoria, incluyendo lo que se adentra en el ámbito de lo estrictamente privado.

Corrección del desequilibrio

Lo que el art. 2 LECrim. persigue es que los Jueces de la jurisdicción penal, en cualquiera de sus estadios e instancias procesales, lejos de alejarse de la actividad de las partes, se adentren en ella, para que ese desequilibrio procesal no se convierta en una desventaja tan enorme que el proceso desemboque en los estadios finales con una condena casi segura, de suerte que el sistema acusatorio de la fase final del proceso no pase de ser un adorno jurídico sin consecuencias prácticas. Es durante la investigación de los delitos y faltas cuando mayor debe ser el celo puesto por los Jueces para equilibrar en todo lo que sea posible tal desventaja dimanante del sistema inquisitivo que aún gobierna la actividad procesal de investigación. Abonando lo dicho, Gómez Orbaneja sostiene que el Ministerio Fiscal no es parte en sentido estricto, sino sólo formalmente, dado que su intervención en el proceso responde a un interés público, y que los funcionarios a que se refiere el artículo son los de la Policía judicial cuando instruyen a causa de la noticia que reciben de que se ha cometido un hecho delictivo, afirmando tal aserto con la S 22 jun 1933.

Sistema débilmente inquisitivo

El sentido y el espíritu inquisitivo de la ley procesal penal vigente (atemperada por sucesivas reformas), se pone de relieve si se observa que esta suerte de imparcialidad que la doctrina destina también a los Fiscales, se introduce al sistema no como un deber de Jueces y funcionarios del Ministerio Fiscal y la Policía judicial, sino como una advertencia, no pesando sobre ellos otra obligación que la de instruir a los «reos» de sus derechos, lo que parece más una concesión a la marginada ignorancia que a los derechos procesales de un sistema que se proclama como escasamente inquisitivo.

Hay que pensar que si Jueces y funcionarios «no cuidan» de apreciar dentro de los límites de sus competencias las circunstancias adversas y favorables del «reo», cuidando sólo de atender a las adversas, ninguna sanción procesal deviene de tal falta de cuidado, a excepción de las expresamente consignadas a lo largo del articulado de esta ley como causa explícita de nulidad de la actuación o diligencia. Pero eso es otra cosa, porque esa solución responde a principios diversos.

Con lo dicho queda expuesto, siquiera sucintamente, por qué razón este artículo no proclama el principio de la verdad real como objeto esencial del proceso penal español, aunque con sano criterio, quienes sostienen lo contrario, intentan al menos paliar la difícil situación en que se encuentra un imputado sometido a las normas de una instrucción sumarial inquisitiva.






Cuestiones prejudiciales 



Artículo 3.

Por regla general, la competencia de los Tribunales encargados de la justicia penal se extiende a resolver, para sólo el efecto de la represión, las cuestiones civiles y administrativas prejudiciales propuestas con motivo de los hechos perseguidos, cuando tales cuestiones aparezcan tan íntimamente ligadas al hecho punible que sea racionalmente imposible su separación.

Definiciones doctrinarias

La solución legal de la prejudicialidad no es tema tradicional; por el contrario, los códigos y leyes procesales del siglo pasado ofrecían lagunas a este respecto.

Recordando algunas definiciones, para Massri(Processo penale, p. 583), son todas las cuestiones cuya resolución u objeto de un proceso distinto civil, penal o administrativo, aunque sean decididas en sede propia mediante sentencia irrevocable, conciernen al ejercicio de la acción penal. Para Delitala(Effetti penali della..., p. 82), consisten en la exigencia de decisión de un juicio antes que otro, por lo cual el juicio o decisión posterior resulta una consecuencia respecto del anterior, o dicho de otro modo, que el primer juicio es determinante del segundo. Manzini sostiene que prejudicial es toda cuestión jurídica cuya resolución constituye un presupuesto para la decisión de la controversia principal, sometida a juicio. La doctrina italiana da como fundamento de esta institución la necesidad de concentración procesal para evitar fraccionamientos procesales (Leone y Calamandrei por todos), recalcando asimismo el principio de unidad jurisdiccional.

Con estas pocas definiciones, y siendo válida cualquiera de ellas, se nos antoja suficiente para adentrarnos en el examen del tema en el Derecho español.

Derecho español

A diferencia del Derecho comparado, donde la regla es la no prejudicialidad, salvo las situaciones que la ley prevé y que son, en lo principal, las mismas que contienen estos artículos de la LECrim., aquí el legislador ha resuelto el problema de modo diferente, estableciendo como regla general la actividad jurisdiccional en materias ajenas a la competencia material del resolvente, aunque, si se observa con detenimiento la cuestión, se llegará a la conclusión de que la regla no es la actividad, sino la abstención, porque la actividad está permitida solamente bajo las condiciones que la propia ley procesal establece.

Por ello, pese a que el artículo comienza enunciando que por regla general la competencia de los Tribunales se extiende, yo creo que por regla general se restringe a las materias propias de su competencia, salvo los casos de prejudicialidad al solo efecto de la represión. Hay otras condiciones y una de ellas está contenida en el período final de este mismo artículo: que estén íntimamente ligadas y que su separación sea racionalmente imposible. Luego están las prejudicialidades civiles a la cuestión penal previstas en el art. 5 LECrim. Otra condición es el condicionamiento de la prueba documental en las cuestiones relativas a derechos reales que prevé el art. 6. En fin, que está claro que la regla, como no puede ser de otro modo, es la incompetencia o no intervención de un órgano jurisdiccional conociendo de materias ajenas y, por tanto, pertenecientes a otra jurisdicción. Sólo en pocos casos que la ley autoriza, la propia jurisdicción posibilita la ampliación de la competencia a fin de concentrar la actividad judicial, economizar trámites y evitar dilaciones maliciosas. Pero son situaciones excepcionales, como quedó dicho.

Todo el tema de la prejudicialidad versa acerca de la necesidad de resolver antes una cuestión que otra, cuando ambas se presentan simultáneamente, ya que, de no presentarse de este modo, no habría problema y se resolvería cada una a su tiempo. Son dos cuestiones judiciables que están vinculadas de tal modo que la solución de la que podríamos llamar cuestión principal depende de la resolución de otra cuestión jurídica. Siempre ha de tratarse de una cuestión de derecho y no de hechos. Aclarado esto, puede decirse que toda cuestión prejudicial es esencialmente una cuestión previa, en tanto significa que debe ser resuelta antes, o sea: previamente. La cuestión previa tiene variados matices.

Cuestiones previas

Son cuestiones previas: 1) las cuestiones de previo y especial pronunciamiento (art. 666) que se tramitan generalmente como excepciones dilatorias y en determinados casos como excepciones perentorias, según sea la fase del procedimiento o el modo de proponerlas; están, luego, las cuestiones prejudiciales penales a un proceso penal, que veladamente aparecen legisladas en el art. 4, donde las comentaremos con más extensión, y que se patentizan en la frase «hasta la resolución de aquélla por quien corresponda», que puede ser, evidentemente, un Tribunal de la misma o de distinta jurisdicción; las cuestiones prejudiciales propiamente dichas, cuya resolución debe preceder a la decisión final de la cuestión penal, y que tienen prioridad procesal y autonomía material, previstas en el art. 5, y que en España, como en los ordenamientos comparados, se refieren, por lo general, a cuestiones relativas al Derecho de familia; finalmente, están las cuestiones prejudiciales de materias no penales que pueden ser resueltas por los Tribunales de jurisdicción penal y cuyo fundamento es la exclusión de dilaciones y la eficacia del principio de concentración procesal, y que son a las que se refiere este art. 3 que estamos comentando. Aclarados estos conceptos, corresponde entrar de lleno al comentario del art. 3.

Extensión de la jurisdicción

La primera observación está dirigida a corregir un error técnico de la ley: no es la competencia lo que se extiende, sino la jurisdicción, porque se trata de entrar a conocer sobre una materia de otra jurisdicción que no es la penal. Si se tratara de una extensión de la competencia se estaría frente a un caso en que un Juez o Tribunal de lo penal debiera o pudiera conocer de asuntos que corresponden por competencia a otro órgano jurisdiccional de la misma jurisdicción. O sea, que sería tanto como decir que una Audiencia Provincial en determinados casos que la ley autoriza, puede conocer de asuntos reservados al Tribunal Supremo o a la Audiencia Nacional. En tal caso se puede hablar de una extensión de la competencia penal, mas, si de lo que se trata es de conocer de materia no penal dentro de un proceso penal, la extensión es claramente jurisdiccional y no competencial.

Esta extensión jurisdiccional está permitida siempre que la cuestión civil o administrativa aparezca íntimamente ligada a los hechos perseguidos, lo que debe entenderse como objeto principal del proceso penal, lo que resulta fácil de entender, ya que si la vinculación fuera con objetos accidentales o secundarios del proceso penal, bien que pueden ser dejados de lado para que se ventilen en sus jurisdicciones naturales sin necesidad de que haya pronunciamiento sobre tales temas por organismos jurisdiccionales del fuero penal.

Facultad jurisdiccional

Son los Tribunales encargados del caso quienes tienen la facultad de decidir si la vinculación es estrecha o íntima, como también si tales cuestiones están o no directamente ligadas a lo que es el objeto principal del proceso penal.

La racionalidad de la imposible separación es también materia judiciable para el Tribunal de instancia y consiste en las declaraciones de derechos subjetivos que implican por causa de tal resolución la necesaria determinación de algún elemento del tipo penal, incluyendo los subtipos y las circunstancias modificadoras de la responsabilidad penal. Así, la calificación de parricidio viene determinada por la necesidad de enjuiciar los elementos probatorios del parentesco cuando depende de otros medios que no sean el documento acreditativo expedido por el Registro Civil. Puesto que tal determinación lo es al solo efecto de la represión penal, esta declaración no produce cosa juzgada en orden a la filiación, que puede ser discutida en la jurisdicción civil por los cauces de la Ley de Enjuiciamiento Civil, con aplicación del derecho de fondo correspondiente que es el Código Civil. Lo mismo, si lo que se discute es la posesión o el derecho de retención, la propiedad de una letra de cambio o la existencia de una sociedad, por poner pocos ejemplos.

El efecto estricto de tales declaraciones es reducido, limitado y, si se quiere, tal como dice la ley, al solo efecto de la represión penal, y así, el contenido de tales declaraciones en el núcleo jurídico de su materialidad sigue estando como cosa no juzgada. Esto es así, porque, de lo contrario, los particulares habrían encontrado una senda impropia, inadecuada para resolver sus asuntos mediante el mecanismo de introducirlos en la jurisdicción penal, ocupada en resolver otra clase de intereses y, por tanto, otorgando menos garantías y dedicación a las resoluciones de las cuestiones de ajenas jurisdicciones. Por ello, un derecho de propiedad no queda definitivamente Juzgado por una declaración de la justicia penal. A los efectos civiles del dominio, la cuestión sigue no prejuzgada. Por lo demás, se alterarían las garantías del debido proceso al aplicarse reglas subsidiarias de escasa importancia para resolver asuntos de suyo complejos y que requieren un procedimiento más extenso y una mayor dedicación judicial.

Efectos extensivos

En síntesis: conforme al art. 3 LECrim., la jurisdicción penal tiene efectos extensivos para conocer de materias ajenas a su jurisdicción cuando estén íntimamente ligadas al objeto principal del proceso y no se pudiera dar respuesta adecuada a éste, sin resolver previamente aquéllas. En tales casos, salvo los supuestos de los arts. 4 y 5, la ley autoriza, al solo efecto de la represión penal, que los Tribunales de la jurisdicción penal conozcan de tales materias para resolver tales cuestiones, que quedan, no obstante, no prejuzgadas.

Actividad de oficio

Decir, finalmente, que la cuestión no es necesario que aparezca o venga «propuesta» por alguna de las partes, ya que el Tribunal puede y debe de oficio entrar a conocer de la cuestión prejudicial o también llamada «heterogénea», porque se trata de una atribución legal a favor de los organismos jurisdiccionales.

Tercerías

El art. 367, al excluir toda posibilidad de reclamación civil y tercerías, viene a establecer una excepción al principio de extensión de la competencia penal para la resolución de las cuestiones prejudiciales que preceptúa este art. 3. Remitimos al comentario del art. 367.

Artículo 4.

Sin embargo, si la cuestión prejudicial fuese determinante de la culpabilidad o de la inocencia, el Tribunal de lo criminal suspenderá el procedimiento hasta la resolución de aquélla por quien corresponda; pero puede fijar un plazo, que no exceda de dos meses, para que las partes acudan al Juez o Tribunal civil o contencioso-administrativo competente.

Pasado el plazo sin que el interesado acredite haberlo utilizado, el Tribunal de lo criminal alzará la suspensión y continuará el procedimiento.

En estos juicios será parte el Ministerio Fiscal.

Cuestiones doctrinarias

En este artículo se indica una regla obstativa al principio de la acumulación de competencia para la resolución de cuestiones heterogéneas del proceso penal.

Esencialmente la condición excluyente se concreta por ser determinante de la culpabilidad o la inocencia del imputado. La doctrina ha criticado la falta de rigor de la norma cuando utiliza el vocablo «culpabilidad», y aun el de «inocencia». En este último caso, la cuestión prejudicial conduciría más bien a la absolución que a la inocencia. En cuanto a la culpabilidad, Gómez Orbaneja entiende que no se refiere al elemento subjetivo del delito, como lo entiende Aguilera aferrándose a la literalidad del texto legal, sino que sostiene que la referencia es a uno de los elementos materiales del tipo, ya que poco importa si el imputado ha actuado con dolo o culpa como para promover la suspensión del juicio penal para determinar este extremo, lo que, por lo demás, no es razonable encontrar ejemplos que abonen esa tesis que, ni siquiera Aguilera los proporciona. No es imaginable para Gómez Orbaneja una cuestión prejudicial tendente a averiguar el sentido de un grado de culpabilidad delictiva. El ejemplo de que si hubo o no retención indebida en el imputado porque el dinero recibido creyó que obedecía a un pago y no a un depósito, para Gómez Orbaneja constituye un hecho, que es el elemento propio y determinante de la cuestión prejudicial, y no un elemento de la culpabilidad, ni siquiera de la imputabilidad (discernimiento, voluntad, conocimiento, circunstancias operantes sobre la voluntad, etc.). Si esto es así, las cuestiones determinantes serán siempre fácticas y referidas a elementos materiales del tipo. Pero, aun así y si así fuera en realidad, todavía se presenta otro problema a resolver.

En efecto: por un lado, si se deben excluir en la cuestión prejudicial aquellas circunstancias que son modificativas de la responsabilidad criminal. La respuesta de este autor y de la gran mayoría de la doctrina es afirmativa.

Propósito de la prejudicialidad

Quiere ello decir que la cuestión prejudicial sólo se moviliza para desentrañar la existencia o inexistencia del delito en tanto se complete o no con todos sus elementos típicos, sin interesar para nada la investigación de circunstancias agravantes o atenuantes, con lo cual, el principie de la verdad real que la doctrina da por sentado que está implícito como deber judicial en el art. 2 LECrim., queda destruido, si se quiere, inaplicado.

Alcance de la prejudicialidad

De otro lado, otra cuestión no menos importante la constituye el saber si la prejudicialidad opera para desentrañar lo referente a la responsabilidad del imputado en relación al delito concreto que se le imputa, o a cualquiera otra infracción calificada por la ley sustantiva de modo diverso. Parece ser que la respuesta correcta es la segunda, ya que lo que se investiga en un proceso penal no es la existencia de un delito concreto, o dicho de otro modo, un delito legal o un tipo determinado, sino que lo investigado es un hecho concreto, cuya calificación dependerá de muchas circunstancias que lo actualizan. Con lo dicho hasta aquí, no puede afirmarse que exista una cuestión prejudicial cuando el derecho subjetivo controvertido no forma parte del presupuesto objetivo de la norma penal, del tipo en el que se ha encuadrado el hecho delictivo.

Suspensión del procedimiento

Cuando se hace presente la cuestión prejudicial, dice la Ley que el Tribunal de lo criminal suspenderá el procedimiento hasta la resolución de aquélla por quien corresponda. Se ha cuestionado la utilización del vocablo Tribunal porque deja sin especificar su verdadero sentido y alcance. Obviamente que se incluyen los Tribunales de instancia. La duda recae sobre los Jueces unipersonales que juzgan delitos y faltas. Hay opiniones encontradas a este respecto, y las que excluyen a los juicios de faltas se fundan más que en el carácter unipersonal del Tribunal, en la circunstancia de ser un juicio que por la clase de infracciones sobre las que versa, se entiende que debe ser resuelto rápidamente y sin dilaciones de ninguna especie. Hay que tener presente, sin embargo, la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil del año 2000, en la que se unifica la designación de todos los organismos jurisdiccionales con el vocablo Tribunales.

Menos clara es la cuestión relativa a los Jueces de Instrucción. Tal vez, de un punto de vista técnico podría decirse que estos Jueces no juzgan sino que investigan, que instruyen, sin que su actividad produzca ni siquiera efectos preclusivos; mucho menos de cosa juzgada. Otro argumento, aunque de carácter práctico, es el de la eficacia de la investigación, que se vería seriamente dañada si se interrumpiera por mucho tiempo a la espera de una decisión jurisdiccional de un órgano distinto.

Carácter preceptivo

La suspensión no constituye una facultad del Tribunal encargado de decretarla, sino una obligación, como sostiene la doctrina. Entiendo que es así, aunque cabe matizar que la obligación surge luego que el Tribunal ha examinado la cuestión y la considera determinante de la responsabilidad o de la inocencia del imputado, lo que, bien visto, el asunto queda convertido en una facultad y no en una obligación. Porque es aquí donde surge la vinculación hermenéutica entre los arts. 3 y 4. Puede el Tribunal entender que se trata de una cuestión prejudicial que puede resolverla por sí en el propio proceso penal y aplicar entonces el art. 3. Puede considerar que hay cuestión prejudicial y que tiene tal naturaleza que debe ser resuelta por otro órgano jurisdiccional y suspender el procedimiento. Y puede entender que hay cuestión prejudicial pero que carece de trascendencia para la determinación de la responsabilidad o la inocencia del imputado y, por tanto, no suspende el procedimiento. En todo caso, se trata de una cuestión de hecho sometida al Tribunal de instancia, por lo cual no tiene acceso a la casación.

Materia de la prejudicialidad

La cuestión prejudicial puede ser de materia civil, administrativa, laboral, y aun penal, si está siendo vista o debe ser vista por otro organismo jurisdiccional. Porque existen cuestiones prejudiciales a un proceso penal, y no sólo civil, administrativas o laborales. Por ejemplo, la averiguación de un hecho presuntamente delictivo que por razón de la competencia territorial deba ser conocido por un Tribunal diferente (art. 14).

A la pregunta de si la cuestión prejudicial debe ser propuesta por una parte del proceso o en su defecto ser decretada de oficio, se ha discutido, aunque parece razonable que funcione aquí el mismo principio de impulso procesal de oficio que en la aplicación del art. 3. No es razonable que el Tribunal encargado de determinar la responsabilidad penal en un caso concreto, luego de tomar conocimiento de la existencia de una cuestión prejudicial determinante de tal extremo, se quede inmovilizado por falta de actividad de la parte o bien porque la parte la haya planteado deficientemente o referida a otro hecho que el Tribunal no considera de trascendencia para determinar el mencionado extremo. Hay que recordar que el impulso procesal no es de las partes en la etapa del juicio oral. Una cosa es que el sistema por ser acusatorio limite los términos de la discusión o del litigio, y otra cosa es que la inactividad de las partes conlleve a una paralización de la actividad jurisdiccional.

Oportunidad para plantearla

En cuanto a la oportunidad para plantear la prejudicialidad, mucho se ha insistido por el Ministerio Fiscal que existe un límite y lo constituye la etapa del escrito de conclusiones. No obstante, de la ley nada se infiere en tal sentido y no hay razón para impedir que sea planteada en el mismo juicio oral y el Tribunal resuelva suspenderlo hasta que recaiga resolución firme en otro organismo jurisdiccional. Como es natural, no cabe plantearla en el trámite de la casación porque es una facultad del Tribunal de instancia por constituir una cuestión de fijación de hechos atributiva de este Tribunal y que no tiene acceso a la casación.

Nada obsta para que las partes planteen la cuestión durante la etapa del sumario, si bien es cierto, como quedó dicho en líneas anteriores, que el Juez de Instrucción carece de facultades para decretar la suspensión del procedimiento, entre otras razones, porque no es un Tribunal que conoce y juzga, sí y sólo que investiga. Pero tal vez corresponda plantear la cuestión durante la instrucción ante el Tribunal de instancia. Con todo, este planteo per saltum no parece tener otra eficacia que dejar reservado el derecho para mejor oportunidad, ya que sería una insensatez el suspender la investigación, considerado el problema del punto de vista de la eficacia de la instrucción, aunque el imputado pueda alegar, y no sin razón, que el proceso penal constituye una coerción para su persona, tanto real cuanto personal, y que la suspensión del procedimiento con el levantamiento de todas las coerciones personales y reales son de justicia hasta tanto se resuelva la cuestión prejudicial que puede provocar un sobreseimiento incondicional sin necesidad de llegar a juicio, argumento que no es nada despreciable, por cierto.

El curso de la prescripción

La suspensión del procedimiento no influye en el curso de la prescripción, que queda interrumpido por causas legales y no por negligencia del organismo jurisdiccional o falta de excitación de la acción penal por la parte acusadora.

Plazo de interposición

La ley acuerda un plazo para interponer la pretensión prejudicial. Ese plazo está previsto para realizar la actividad y no para obtener una sentencia firme, que sería imposible. Si a causa de la desidia judicial transcurre el plazo, el Tribunal debe considerar la circunstancia como de fuerza mayor, ya que no es imputable a la parte si prueba que ha presentado su pretensión con tiempo más que suficiente como para que sea admitida, proveído y despachado el testimonio que acredite su actividad judicial. Esta es una cuestión delicada e importante, habida cuenta el enorme atasco judicial que se viene padeciendo desde hace años y con evidentes signos de agravación. La sanción por la inactividad de la parte consiste en el levantamiento de la suspensión del procedimiento penal y su prosecución.

Ministerio Fiscal

Crea problemas procesales muy difíciles la disposición absurda de incluir al Ministerio Fiscal como parte en el proceso donde se ventila la cuestión prejudicial, máximo si se trata de asuntos de índole civil o mercantil. Se trata de un cuerpo extraño en un proceso donde se discuten problemas derivados. La disposición responde a la inveterada costumbre de considerar que nada puede ser bien hecho o con decencia jurídica, si no está de por medio la mirada vigilante de un funcionario judicial.

El auto de suspensión del proceso debe ser motivado, pese a lo cual no es recurrible en casación.

Artículo 5.

No obstante lo dispuesto en los dos artículos anteriores, las cuestiones civiles prejudiciales, referentes a la validez de un matrimonio o a la supresión de estado civil, se deferirán siempre al Juez o Tribunal que deba entender de las mismas, y su decisión servirá de base a la del Tribunal de lo Criminal.

El artículo contiene excepciones a la regla de prejudicialidad no excluyente que consagra el art. 3. En estos casos, la cuestión materialmente heterogénea obstruye la prosecución del proceso penal y determina la oportuna decisión que en él recaerá.

Las causas que suspenden el ejercicio jurisdiccional son dos: las atinentes a la validez de un matrimonio y las atinentes a la supresión del estado civil. Hay que subrayar que en ambos casos opera la causa independientemente del grado de vinculación o importancia que pueda tener dentro del proceso penal. Por eso, el artículo expresa que se deferirán siempre, con lo cual, el Tribunal de instancia carece de disponibilidad para apreciar la necesidad: siempre debe deferir el conocimiento y resolución de estas cuestiones al órgano jurisdiccional que sea competente. En estos supuestos, la ley no ha fijado plazo para acudir ante el otro órgano jurisdiccional, ni para esperar la sentencia.

Nulidad matrimonial

Las causas de nulidad de un matrimonio están contenidas en el art. 73 CC, que agrupa en esa sola disposición las causas de nulidad y las de anulabilidad, que se corresponden, respectivamente, con los matrimonios nulos y los matrimonios anulables. Unos y otros están referidos en la norma del art. 5 LECrim., porque en todo caso lo que se discute es acerca de la validez de la institución matrimonial.

Supresión del estado civil

En relación a la supresión del estado civil, no existe en el ordenamiento español un delito así denominado, pero creo que debe ser referido a toda conducta delictiva que traiga como consecuencia la supresión del estado civil, y en tal sentido el mero cambio de filiación constituye una supresión de la filiación verdadera. Porque no se debe entender esta norma en el sentido de que el delito haya dejado sin estado civil conocido a una persona. Se puede afirmar con seguridad que se suprime también el estado civil cuando se lo cambia por otro. Así las cosas, las conductas delictivas pueden consistir en una manipulación al recién nacido o a las actas del Registro Civil donde consta con fehaciencia el estado civil de las personas. Ese es el sentido, a mi entender, que tiene esta causa excluyente de la jurisdicción de modo provisional. Lo que significa el precepto es: delitos contra el estado civil de las personas en orden a la filiación, en cuanto que por obra de la acción delictiva esa persona ve suprimido su estado civil, sea porque se le ha dejado sin ninguno (supresión absoluta), sea porque se le ha privado del verdadero otorgándole otro falso (supresión relativa).

Suspensión del procedimiento

La suspensión del procedimiento debe ser decretada en cualquier estado del proceso, incluyendo la etapa sumarial, sin que lo actuado pierda validez, ya que queda supeditado al resultado de la prejudicial excluyente. La suspensión debe mantenerse hasta que recaiga sentencia firme. Hay quienes sostienen que la prejudicialidad es a la sentencia y no a la acción.

Esta decisión firme de la cuestión heterogénea sirve de base al Tribunal de la jurisdicción penal, lo que significa que está absolutamente vinculada a tal pronunciamiento. Como consecuencia, esa base de que habla la ley no es otra cosa que la admisión de la decisión en la relación de hechos probados, sin necesidad de que el Tribunal de lo criminal haga alguna valoración acerca de tal pronunciamiento civil.

Divorcio

La circunstancia del divorcio no forma parte de las cuestiones relativas a la validez del matrimonio, sino a su perdurabilidad y en todo caso a su existencia. Tampoco la conducta de quien suplanta la personalidad de otro, porque en este caso no hay verdadera supresión de la filiación, sino agravio por suplantación de personalidad.

Artículo 6.

Si la cuestión civil prejudicial se refiere al derecho de propiedad sobre un inmueble o a otro derecho real, el Tribunal de lo Criminal podrá resolver acerca de ella cuando tales derechos aparezcan fundados en un título auténtico o en actos indubitados de posesión.

Comentarios previos

Este artículo desarrolla un texto por demás confuso, o siquiera contradictorio. La primera observación es que si la prejudicialidad versa sobre un derecho real (que incluye el dominio, por serlo), parece descabellado el haber excluido a los bienes muebles, como lo apunta Gómez Orbaneja, ya que no existe razón suficiente para esta exclusión que obedece a una influencia de la jurisprudencia francesa, ni siquiera constante.

Tal facultad-deber del Tribunal penal debe ser ejercida aun cuando las cuestiones sean determinantes de la culpabilidad o inocencia del imputado, lo que significa que se excluye en estos supuestos la aplicación del art. 4, siempre, claro está, que se dé la condición probatoria que exige el artículo. Si tal condición no está presente, y si la cuestión prejudicial es determinante de la culpabilidad o inocencia, todo parece indicar que resulta de aplicación el mencionado art. 4.

Certeza del derecho invocado

La condición que pone el artículo es que tales derechos (los derechos reales cuestionados) «aparezcan fundados en un título auténtico o en actos indubitados de posesión». Pues bien: si se presentan títulos auténticos, cabe preguntar sobre qué ha de resolver el Tribunal de lo penal, porque, en realidad, ya estaría todo resuelto y en todo caso se trataría de una circunstancia probada mediante la introducción a los autos, de una prueba documental cuya autenticidad resta toda controversia. En tal supuesto, como si se tratan de actos indubitados de posesión, no habría propiamente una cuestión prejudicial, sino y simplemente una cuestión resuelta por medio de una prueba indubitada.

Para que el Tribunal de lo penal tenga algo que resolver, no cabe duda que debe tratarse de un derecho invocado y acreditada su certeza de modo menos fulminante y definitiva que por un documento auténtico (una escritura pública de compraventa excluye toda discusión acerca del derecho de propiedad y nada hay que resolver entonces).

Límite de la facultad jurisdiccional

Es claro que el Tribunal penal sólo puede resolver afirmando el derecho real cuestionado, ya que si debe negarlo y se trata de una cuestión determinante de la culpabilidad o inocencia, es de aplicación el art. 4 y la jurisdicción queda suspendida hasta que recaiga sentencia firme en la otra jurisdicción. Gómez Orbaneja entiende que lo que el legislador pretende es que la prueba desde un principio aparezca como de fácil acceso para el Tribunal, circunscrita al objeto del proceso. Sólo puede resolver negativamente, si tal decisión no es determinante de la culpabilidad.

También parece lógico que si la invocación del derecho, seguida de una prueba de fácil acceso y circunscrita al objeto del proceso termina complicándose de tal modo que el proceso penal terminara perdiendo sus cualidades, el Tribunal debe suspender el procedimiento y aplicar el art. 4; al igual que si tales medios probatorios no existen.

Solamente se refiere la ley a las cuestiones civiles de la naturaleza indicada en la norma; esto es, los inmuebles enumerados en el art. 334 CC, excluyéndose las cuestiones administrativas y laborales.

Artículo 7.

El Tribunal de lo Criminal se atemperará, respectivamente, a las reglas del Derecho civil o administrativo, en las cuestiones prejudiciales que, con arreglo a los artículos anteriores, deba resolver.

Las normas heterogéneas a que se refiere el artículo son de carácter material y no formal, ya que, como sostiene Goldschmidt, es imposible incrustar en un proceso penal las normas del procedimiento civil por la diferencia que ostentan.

Suponiendo que en el proceso penal se admitieran pruebas excluidas para el caso por la legislación civil, resultaría un fraude de ley el pretender que la decisión penal tenga el valor de cosa juzgada, habiéndose utilizado otro procedimiento, otros medios probatorios y una declaración que sólo es válida a los efectos penales.

Con todo, el artículo parece un tanto sobreabundante, habida cuenta que es de suyo sabido que el Tribunal de lo penal hará uso de las normas materiales apropiadas a la naturaleza de la cuestión que tiene entre manos.






De las reglas por donde se determina la competencia 



Artículo 8.

La jurisdicción criminal es siempre improrrogable.

Jurisdicción

Jurisdicción es un vocablo que tiene variadas acepciones. Puede significar una división judicial de ramas o materias del Derecho (jurisdicción penal, jurisdicción civil...); también es vocablo que se utiliza para diferenciar la función administrativa de la judicial en orden a la resolución de conflictos, pero en sentido estricto y referida a la función de los encargados de administrar justicia, la jurisdicción es la facultad de decir el derecho (notio, iudicium) y de hacer ejecutar lo decidido (executio), y así lo declara el art. 2.1.° LOPJ.

Competencia

Competencia es un vocablo que aparece siempre ligado al de jurisdicción y viene a significar la distribución que por razón de la necesaria división del trabajo, debe hacerse de la jurisdicción. Dicho de otro modo, es imposible en la práctica que todos los Jueces, al ostentar la misma jurisdicción, conozcan y resuelven conflictos de todas las materias del Derecho y en todas sus etapas e instancias procesales. Por eso debe decirse que todos los Jueces ostentan la misma jurisdicción, aunque tienen diferentes competencias. Aun en aquellos casos en que suele hablarse de jurisdicciones especiales (como la castrense), sus titulares ostentan la misma jurisdicción que la de otros Jueces, porque siempre la jurisdicción es y será lo mismo en cuanto facultad para conocer, juzgar y ejecutar lo Juzgado, cualquiera que sea la materia del Derecho que corresponda a cada titular de jurisdicción, y cualquiera que sea la instancia.

Ejecución

La discusión acerca de si la facultad de ejecutar o mandar ejecutar lo Juzgado tiene carácter mixto por la necesaria intervención del Poder Administrador, o si por el contrario, cada día se especializa más a través de los Jueces de Vigilancia penitenciaria, a no ser que el Poder Judicial pueda disponer de una Policía totalmente autónoma y no solamente dispuesta a recibir sus órdenes y que pertenezca con carácter orgánico, funcional y presupuestario del Poder Judicial, siempre será necesario contar con la cooperación de la Administración para la ejecución de ciertos actos o diligencias de ejecución de sentencias y resoluciones judiciales, sin contar con que las cárceles dependen del Ministerio de Justicia y no del Poder Judicial.

Principio de carácter penal

La declaración legal de que la jurisdicción penal es siempre improrrogable tiene sentido porque no todas las jurisdicciones afirman este principio tan tajantemente. Digamos antes que el término jurisdicción está usado aquí en el sentido de división judicial de la competencia material, o sea, que se refiere a la materia penal y no a la facultad de decir el derecho.

Jurisdicción civil

La jurisdicción civil (competencia material) es prorrogable en ciertos casos o materias del Derecho privado, lo que posibilita los llamados «pactos de sumisión» por los cuales las partes acuerdan someterse a la autoridad de un determinado órgano jurisdiccional, independientemente del que por ley corresponda. Muchas veces el pacto de sumisión termina determinando al propio órgano que por ley corresponde y se lo utiliza, pese a ello, para aventar dudas y descartar conflictos de interpretación a la hora de ocurrir en petición de justicia. Este pacto está prohibido en materia penal, porque el pacto de sumisión altera la competencia territorial exclusivamente, y lo que este art. 8 viene a decir es que la competencia territorial de los Jueces penales es improrrogable y, por ende, innegociable. Consecuencia de lo dicho es que todo Juez penal debe examinar de oficio su propia competencia y plantear los remedios procesales para dar solución a los supuestos en los que la norma de este artículo haya sido infringida. El art. 9.6.° LOPJ declara la no prorrogabilidad jurisdiccional y el deber de los organismos jurisdiccionales de apreciar de oficio la falta de jurisdicción, resolviendo sobre la misma con audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal, cuya función en este sentido, viene declara por el art. 435 LOPJ, en tanto que vigilante de la legalidad.

Medios heterodoxos

Hay casos en que la determinación de la competencia territorial debe lograrse mediante procedimientos caprichosos como el establecido en el art. 18.2.°, pero ello es debido a una imposibilidad práctica de resolver ciertas cuestiones competenciales de un modo ortodoxo, por lo que debe recurrirse a cualquier otro medio. Otras veces la ley ofrece una norma penal en blanco y deja sin determinar la competencia para que sea la propia autoridad quien lo haga, como en el supuesto del art. 303.2.°. Con todo, debe tenerse presente que debe ser respetada la garantía de la predeterminación del Juez, que responde al principio del Juez ordinario (art. 24.2.° CE).

Artículo 9.

Los Jueces y Tribunales que tengan competencia para conocer de una causa determinada, la tendrán también para todas sus incidencias, para llevar a efecto las providencias de tramitación y para la ejecución de las sentencias, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 801.

Principio penal

Contiene el artículo el principio absoluto de la competencia penal, de modo que una vez determinada objetiva y territorialmente, esta norma desarrolla el contenido de la función jurisdiccional.

Este principio absoluto no lo es tanto, porque tiene algunas excepciones. Pero comencemos por la regla que dice que los Jueces y Tribunales que tienen competencia para el conocimiento de una causa determinada (asunto procesal principal), la tienen para conocer y resolver sus incidencias, hacer efectivas sus providencias de tramitación y ejecutar sus sentencias.

Fundamento

Este principio se funda en la necesidad de concentrar en un mismo órgano jurisdiccional el conocimiento de toda cuestión relativa al objeto principal del proceso, y otorgar fuerza ejecutiva suficiente para obtener la misma finalidad. Nada obstaría ni de un punto de vista técnico, ni de un punto de vista constitucional, para que sea un organismo el que conozca del objeto principal y otro de sus incidencias y de la ejecución de las diligencias de tramitación o la ejecución de las sentencias y resoluciones interlocutorias. Sin embargo, un requerimiento de economía procesal aconseja esta concentración de poderes absolutos atribuidos a un solo y mismo órgano jurisdiccional. Y es aquel a quien le corresponde conocer el objetivo principal del proceso. La solución es, pues, racional.

Incidencias procesales

Son incidencias del proceso penal el conocimiento y resolución de las cuestiones prejudiciales (arts. 3 a 7, con las excepciones del art. 5 y, en su caso, las del 4), las relativas a la acción civil subsidiaria y de tramitación conjunta con la penal (arts. 108, 110 y 111, entre otros), las de previo y especial pronunciamiento (arts. 666 y ss.), la práctica y anotación de embargos y demás medidas cautelares (arts. 589 y ss.), entrada y registro de lugares y papeles (arts. 545 y ss.), etc.

Sin embargo, para la ejecución de las sentencias ha de tenerse presente las disposiciones de los arts. 983 y ss. y la actividad del Juez de Vigilancia penitenciaria, con lo que el principio de competencia absoluta cede por motivos de división racional del trabajo judicial.

Auxilio judicial

Los auxilios judiciales que se prestan los distintos órganos jurisdiccionales mediante el mecanismo operativo del exhorto, no disminuye la competencia del órgano jurisdiccional exhortante, ya que se trata de una solución tendente a evitar continuos desplazamientos del titular del órgano para cumplir con actividades procesales que deben acaecer fuera de su ámbito territorial.

Competencia funcional

También viene a constituir una suerte de excepción al principio general que proclama este artículo, las reglas de la competencia funcional, habida cuenta que el proceso se divide en dos fases principales, la de conocimiento e instrucción, y la de conocimiento y juzgamiento, por lo que la actividad judicial en una sola causa requiere de ordinario la intervención de por lo menos dos organismos jurisdiccionales, sin contar con el recurso de casación que es atributivo del Tribunal Supremo. Puede, en determinados casos, intervenir otro organismo jurisdiccional vigilante de la supralegalidad de las normas: el Tribunal Constitucional. En estos casos y dentro de los límites fijados por la ley, cada organismo jurisdiccional tiene amplias facultades (competencia absoluta) para conocer y resolver la cuestión principal y sus incidencias, que se produzcan o tengan nacimiento en su propia instancia, y, en ciertos casos, incidencias nacidas en una instancia anterior. En estos supuestos y en razón de las reglas de la competencia funcional o jerárquica, la regla del art. 9 se desvanece, ya que una misma causa pasa a ser conocida y resuelta por distintos órganos jurisdiccionales, aunque el principio se cumpla de modo absoluto dentro de las facultades que cada organismo tiene dentro de la instancia en la que le corresponde actuar el Derecho.

Reforma

Artículo reformado por L 38/2002, 24 oct, sobre procedimiento para el enjuiciamiento rápido e inmediato de determinados delitos y faltas, y de modificación del procedimiento abreviado.

El art. 801 LECrim., al que se refiere este art. 9, establece:

1. Sin perjuicio de la aplicación en este procedimiento del artículo 787, el acusado podrá prestar su conformidad ante el Juzgado de Guardia y dictar éste sentencia de conformidad, cuando concurran los siguientes requisitos:

a) Que no se hubiera constituido acusación particular y el Ministerio Fiscal hubiera solicitado la apertura del juicio oral y, así acordada por el Juez de Guardia, aquél hubiera presentado en el acto escrito de acusación.

b) Que los hechos objeto de acusación hayan sido calificados como delito castigado con pena de hasta tres años de prisión, con pena de multa cualquiera que sea su cuantía o con otra pena de distinta naturaleza cuya duración no exceda de 10 años.

c) Que, tratándose de pena privativa de libertad, la pena solicitada o la suma de las penas solicitadas no supere, reducida en un tercio, los dos años de prisión.

2. Dentro del ámbito definido en el apartado anterior, el Juzgado de Guardia realizará el control de la conformidad prestada en los términos previstos en el artículo 787 y, en su caso, dictará oralmente sentencia de conformidad que se documentará con arreglo a lo previsto en el apartado 2 del artículo 789, en la que impondrá la pena solicitada reducida en un tercio, aun cuando suponga la imposición de una pena inferior al límite mínimo previsto en el Código Penal. Si el fiscal y las partes personadas expresasen su decisión de no recurrir, el Juez, en el mismo acto, declarará oralmente la firmeza de la sentencia y, si la pena impuesta fuera privativa de libertad, resolverá lo procedente sobre su suspensión o sustitución.

3. Para acordar, en su caso, la suspensión de la pena privativa de libertad bastará, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 81.3 del Código Penal, con el compromiso del acusado de satisfacer las responsabilidades civiles que se hubieren originado en el plazo prudencial que el Juzgado de guardia fije. Asimismo, en los casos en que de conformidad con el artículo 87.1.1 del Código Penal sea necesaria una certificación suficiente por centro o servicio público o privado debidamente acreditado u homologado de que el acusado se encuentra deshabituado o sometido a tratamiento para tal fin, bastará para aceptar la conformidad y acordar la suspensión de la pena privativa de libertad el compromiso del acusado de obtener dicha certificación en el plazo prudencial que el Juzgado de guardia fije.

4. Dictada sentencia de conformidad y practicadas las actuaciones a que se refiere el apartado 2, el Juez de guardia acordará lo procedente sobre la puesta en libertad o el ingreso en prisión del condenado y realizará los requerimientos que de ella se deriven, remitiendo seguidamente las actuaciones junto con la sentencia redactada al Juzgado de lo Penal que corresponda, que continuará su ejecución.

5. Si hubiere acusador particular en la causa, el acusado podrá, en su escrito de defensa, prestar su conformidad con la más grave de las acusaciones según lo previsto en los apartados anteriores.

Artículo 10.

Corresponderá a la jurisdicción ordinaria el conocimiento de las causas y juicios criminales, con excepción de los casos reservados por las leyes al Senado, a los Tribunales de Guerra y Marina y a las Autoridades administrativas o de policía.

Se adecua este artículo al principio de unidad jurisdiccional consagrado en el art. 117.5.° CE y 3.1.° LOPJ, dejando sentado con esta declaración el principio democrático de unidad de ley y unidad de Tribunales.

Ha desaparecido ya la facultad jurisdiccional del Senado, que consagraba el art. 45 de la Constitución española de 1876, que le atribuía competencia para juzgar a los Ministros, cuya acusación estaba a cargo del Congreso.

Esta jurisdicción que el artículo menciona, se refiere técnicamente al concepto estricto, en tanto que atribución para decir el derecho y ejecutar lo decidido, y se extiende a todo el territorio nacional peninsular, insular, posesiones africanas, mar. y espacio territorial, embajadas y, en ciertos casos, más allá de las fronteras jurídicas (art. 23.2.° LOPJ), además de buques y aeronaves de guerra, y privadas si el hecho ocurre en aguas internacionales.

Quedan fuera de la jurisdicción española las embajadas y su personal diplomático como todo otro supuesto de inmunidad de conocimiento y ejecución previsto en las normas del Derecho Internacional Público (art. 21.2.° LOPJ).

La única excepción al principio de unidad jurisdiccional que resta en España es la castrense, que juzga delitos de tal naturaleza y conforme a las normas del Código de Justicia Militar, aunque cabe reconocer que se trata más bien de una especialidad competencial desde que, como instancia superior, conoce de esta clase de delitos una Sala del Tribunal Supremo.

Otras limitaciones relativas son las dimanantes de los Tratados Internacionales suscritos por España y que integran el derecho positivo español con rango de ley.

Artículo 11.

El conocimiento de las causas por delitos en que aparezcan a la vez culpables personas sujetas a la jurisdicción ordinaria y otras aforadas corresponderá a la ordinaria, salvo las excepciones consignadas expresamente en las Leyes respecto a la competencia de otra jurisdicción.

Pluriactividad delictiva

Se trata de un delito (o más) cometido por varias personas de entre las cuales, al menos una de ellas, le corresponda, en principio, ser juzgada por una jurisdicción especial. Existe, como es dable observar, unidad delictiva y pluralidad de sujetos, lo que determina la presencia de una causa de conexión. Habiendo conexión, es aconsejable unificar la jurisdicción para no dividir la continencia de la causa, o lo que es lo mismo, producir dos sentencias que pueden llegar a ser contradictorias: una emanada de la jurisdicción ordinaria, para los imputados comunes, y otra emanada de la jurisdicción castrense, para los imputados aforados.

Unidad de jurisdicción

La regla imperante es la de unidad de jurisdicción, siendo atrayente la ordinaria, que a más de este artículo viene consagrada en el art. 13.1.° LOPJ al establecer que la jurisdicción es única y se ejerce por los Juzgados y Tribunales previstos en esta ley, sin perjuicio de las potestades jurisdiccionales reconocidas por la Constitución a otros órganos. En el ap. 2.° del mismo artículo se fijan los límites de la jurisdicción militar en estos términos: La competencia de la jurisdicción militar quedará limitada al ámbito estrictamente castrense respecto de los hechos tipificados como delitos militares por el Código Penal Militar y a los supuestos de estado de sitio, de acuerdo con la declaración de dicho estado y la Ley Orgánica que lo regula, sin perjuicio de lo que se establece en el artículo 9, apartado 2, de esta Ley.

La disposición del art. 9.2.° LOPJ se refiere a la prevención de los abintestatos y juicios de testamentarías de los miembros de las Fuerzas Armadas que en tiempo de guerra fallecieren en campaña o navegación. Complementando estas disposiciones, la disposición derogatoria de la L 13/1985, 9 dic (BOE n.° 296, de 11 dic 1985), establece: Queda derogado el Título II «Leyes Penales» del Código de Justicia Militar de 17 de julio de 1945 en cuanto se refiere a las mismas, así como cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en esta Ley Orgánica, especialmente aquellas referidas a la aplicación por la Jurisdicción Militar de criterios distintos del de competencia por razón del delito. Es la especificidad del delito lo que ahora determina la intervención de la jurisdicción castrense, y no la clase de persona que lo haya cometido.

La expresión en que aparezcan a la vez culpables no está referida a un grado determinado de participación criminal ni a un grado de ejecución; tampoco requiere que se haya dictado auto de procesamiento contra la persona aforada, pues basta que esté incluida entre los sujetos a investigación. Pero no bastará que uno de los imputados lo haya mencionado o incriminado denunciándolo como copartícipe. Es preciso que exista una concreta actividad inculpadora por parte de la autoridad judicial, por lo que tampoco bastará un pedido del Ministerio Fiscal para que sea incriminado. El aforado debe recibir un acto de autoridad en su contra y es desde ese momento en que surge la cuestión que el artículo presenta. Un acto procesal concreto dirigido contra el aforado hace nacer la dualidad jurisdiccional que debe ser decidida por el Juez decidiendo si corresponde vigorizar la regla general de este artículo o una excepción en razón del delito cometido (que sea estrictamente militar), aunque este último caso se perfilará mejor luego de practicadas suficientes medidas probatorias, y, en especial, la declaración del aforado, si es amplia, sincera y detallada. Para definirlo más explícitamente, surge el problema desde el momento en que la autoridad judicial imputa el delito al aforado y como consecuencia de la imputación pone en movimiento el mecanismo procesal contra ese sujeto.

Encubridores

Debe incluirse a los encubridores porque, aunque no participan ni siquiera como cooperadores en la consumación del hecho delictivo, lo integran en razón de que en el Derecho penal español el encubrimiento no es delito autónomo, no constituye un tipo autónomo como en otras legislaciones.

Consecuencias variadas

Otras consecuencias accidentales de esta cuestión son las que han venido siendo resueltas por la jurisprudencia: si se extingue la acción penal respecto del aforado a causa de su muerte, ya no es de aplicación el art. 11, por tratarse entonces de un caso común de aplicación de las reglas generales; inversamente, la muerte del paisano hace cesar el fuero de atracción de la jurisdicción ordinaria respecto del aforado; dictado sobreseimiento parcial a favor de todos los no aforados, el Juez debe inhibirse de actuar y enviar las actuaciones al fuero militar; la rebeldía de los aforados no impide la prosecución del procedimiento contra todos; el desconocimiento de la identidad de un partícipe que se supone no aforado no produce la atracción del fuero ordinario por faltar un elemento esencial e indubitado acerca de la condición de no aforado de quien con su presencia en el proceso produce el efecto atrayente de la jurisdicción.

Este artículo no es aplicable a las faltas porque en él se habla exclusivamente de causas y de delitos.

Artículo 12.

Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, la jurisdicción ordinaria será siempre competente para prevenir las causas por delitos que cometan los aforados.

Esta competencia se limitará a instruir las primeras diligencias, concluidas las cuales la jurisdicción ordinaria remitirá las actuaciones al Juez o Tribunal que deba conocer de la causa con arreglo a las leyes, y pondrá a su disposición a los detenidos y los efectos ocupados.

La jurisdicción ordinaria cesará en las primeras diligencias tan luego como conste que la especial competente instruye causa sobre el mismo delito.

Los autos de inhibición de esta clase que pronuncien los Jueces instructores de jurisdicción ordinaria son apelables ante la respectiva Audiencia.

Entre tanto que se sustancia y decide el recurso de apelación, se cumplirá lo dispuesto en el artículo 22, párrafo segundo, a cuyo efecto y para la sustanciación del recurso se remitirá el correspondiente testimonio.

Primeras diligencias

El artículo trata de los delitos cometidos por personas aforadas, y que no sea un delito previsto en el Código Penal Militar. Por ello, si lo que de momento se investiga es un hecho, siendo desconocidas las personas que lo hayan perpetrado, no es aún aplicable este artículo, sino las normas generales. Cuando surge la presencia en el proceso de un aforado es el momento en que el artículo cobra vigor.

La ley autoriza o más bien preceptúa que sea el Juez de Instrucción de la jurisdicción ordinaria quien lleve a cabo las primeras diligencias de investigación, incluyendo la detención del imputado. En el caso de este artículo, a diferencia del anterior, todos los imputados, en caso de haber más de uno, son aforados, ya que de haber algún paisano, sería aplicable el artículo anterior.

Error técnica de la norma

Para Gómez Orbaneja la norma contiene un error técnico al definir a la prevención de la causa como competencia, ya que a su juicio se trata de una potestad que el Estado otorga a estos Jueces para llevar adelante tal prevención que es en todo caso obligatoria, y que se extiende a toda clase de Juez incluyendo a la Policía judicial (arts. 282 y 284, entre otros). En cualquier caso, la intervención de un Juez en asunto que le es atribuido por ley, no deja de constituir una actividad enmarcada en las leyes de la competencia. Y a tal punto es así, que en caso de decretarse el apartamiento por inhibición del Juez ordinario, las actuaciones por él cumplidas tienen toda la eficacia de actividad jurisdiccional respecto de la autoridad castrense, que deberá respetarlas en lo que valen, ya que de otro modo la actividad procesal sería huera.

Esta competencia limitada consiste en realizar la prevención de la causa consistente en diligencias inmediatas y urgentes para no perder rastros y pruebas que pudieran desvanecer la futura actividad investigadora, incluyendo la declaración primera del aforado, si desea prestarla con todas las garantías que la ley establece a su favor. Esta declaración puede resultar útil para despejar incógnitas y orientar la primera investigación hacia otros partícipes, sean o no aforados y, por qué no, para deslindar la responsabilidad de quien aparece inicialmente como responsable de la infracción penal.

Actividad del Juez instructor

Concluida la prevención de la causa, el Juez de Instrucción, si considera aplicable el art. 12 LECrim., debe dictar auto inhibitorio y remitirá lo actuado y pondrá al detenido a disposición de la autoridad militar que resulte ser competente. El auto será dictado a instancia de parte o de oficio, pero, haya o no habido reclamación de inhibitoria del interesado o del Ministerio Fiscal, en todo caso se dictará con audiencia de las partes. El auto es apelable ante la Audiencia y mientras se sustancia el recurso debe cesar la actividad instructora, salvo las diligencias urgentes que reclamen inmediata actividad. El recurso es de doble efecto con la excepción apuntada, ya que: el apartamiento voluntario está demostrando que el preventor de la causa se considera incompetente y que, por lo demás, en atención al momento en que se dicta el auto (conclusión de las diligencias de prevención), nada más corresponde instruir. No tendrá efectividad la decisión ni deberán remitirse al Juez militar las actuaciones cumplidas y el detenido si lo hubiera, hasta tanto gane firmeza el auto decisorio del recurso de apelación que tramita la Audiencia Provincial. Precisamente, el último párrafo del artículo autoriza, por remisión al art. 22, la práctica solamente de las medidas urgentes de prevención mientras se sustancia el recurso y, además, indica que lo que habrá de remitirse al superior no son los autos, sin un testimonio de ellos, a fin de proseguir con tal prevención. Con todo, y en vista de la autorización legal para practicar solamente una clase de medidas probatorias, insisto en que se trata de un recurso en ambos efectos y no sólo con efecto devolutivo, ya que, en estos casos, la ley nada autoriza ni previene porque el Juez de la resolución recurrida tiene a su favor la facultad de seguir actuando libremente sin condicionamiento alguno.

Propósito de la ley

El propósito de la ley es que actúe el Juez instructor de la jurisdicción ordinaria ante la noticia de un delito, porque trata de organismos que en mayor número están extendidos través de la geografía española, cuentan, en principio, con medios y personal, con la colaboración de la Policía judicial una infraestructura más sólida para practicar con eficacia prevención de la causa. Por ello, si este Juez ordinario tiene conocimiento (oficial) de la actividad instructora del Juez a castrense, deberá cesar en su actividad por agotamiento de competencia y, aunque la ley no lo aclara, debe enviar lo que haya actuado, por si resulta de interés para la investigación que lleva a cabo el órgano de la otra jurisdicción.

Artículo 13.

Se consideran como primeras diligencias la de consignar las pruebas del delito que puedan desaparecer, la de recoger y poner en custodia cuanto conduzca a su comprobación y a la identificación del delincuente, la de detener, en su caso, a los presuntos responsables del delito, y la de proteger a los ofendidos o perjudicados por el mismo, a sus familiares o a otras personas, pudiendo acordarse a tal efecto las medidas cautelares a las que se refiere el artículo 544 bis o la orden de protección prevista en el artículo 544 ter de esta Ley.

Enumeración abierta

La enumeración del artículo debe ser considerada numerus apertus, ya que se completa y complementa con otras disposiciones de la LECrim. que se mencionan en las concordancias de este artículo y que, por ser específicas de la actividad preventora y sumarial, contienen un desarrollo más completo. Así, por ejemplo, no se indica aquí la facultad de dictar prisión o decretar la libertad del detenido que, evidentemente, es facultad indiscutible del Juez instructor de la causa. Lo que no puede, sin lugar a dudas, es dictar auto de procesamiento o de sobreseimiento, porque son decisiones que competen al Juez de la jurisdicción militar.

Protección a los perjudicados

Examinando brevemente el contenido de la enumeración de este artículo, puede decirse que la expresión dar protección a los perjudicados tiene bastante amplitud, ya que se refiere tanto al propósito de devolver las cosas al estado anterior a la consumación del hecho delictivo, cuanto de hacer cesar la actividad dañosa si se tratare de un delito continuado, o las amenazas de sufrir un daño que el propio imputado o terceras personas puedan llevar a cabo. Se trata, a todas luces, de una protección física y jurídica que va mucho más allá del deber persecutorio atribuido a los organismos jurisdiccionales, y es de tener muy en cuenta esta disposición que es única en el sistema y muy sabia y correctora de las perturbaciones sociales. La reforma de 2003 extendió la protección a los ofendidos por el delito y a familiares y eventualmente a otras personas que pudieran necesitar de esta clase de protección, lo que es un acierto y es de elogiar que el legislador de estos tiempos se ocupe alguna vez de los derechos de las víctimas y no sólo de los de los delincuentes.

Pruebas

La consignación de las pruebas que puedan desaparecer no excluye el depósito formal de las que no corren ese peligro, pero la ley ha querido remarcar la importancia de las que pueden desaparecer por la necesidad de protección que requieren. En tal sentido ha de entenderse que las que pueden desaparecer incluyen a las cosas perecederas, siendo preciso tomar razón para conservarlas intactas si ello fuera posible, y, de no levantar las actas y pericias necesarias para que su representación gráfica y escrita llegue lo más fiable y certera a las últimas derivaciones del sumario y puedan constituir prueba de cargo o descargo, en virtud del art. 2 en oportunidad del juicio oral.

Identificación del delincuente

Esta identificación debe practicarse por todos medios permitidos por la ley (huellas, ruedas de reconocimiento testigos...). Como quiera que sea visto, es ésta la principal tarea de los investigadores que inician la labor puesto que sin delincuente conocido a quien atribuir el delito, poco importará que prospere tal investigación.

Reforma

Este artículo ha sido reformado por la L 27/2003, 31 jul, reguladora de la Orden de protección de las víctimas de la violencia doméstica.

Artículo 14.

Fuera de los casos que expresa y limitadamente atribuyen la Constitución y las leyes a Jueces y Tribunales determinados, serán competentes:

1. Para el conocimiento y fallo de los juicios de faltas, el Juez de Instrucción, salvo que la competencia corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer de conformidad con el número quinto de este artículo. Sin embargo, conocerá de los juicios por faltas tipificadas en los artículos 626, 630, 632 y 633 del Código Penal, el Juez de Paz del lugar en que se hubieran cometido. También conocerán los Jueces de Paz de los juicios por faltas tipificadas en el artículo 620.1 y 2, del Código Penal, excepto cuando el ofendido fuere alguna de las personas a que se refiere el artículo 173.2 del mismo Código.

2. Para la instrucción de las causas, el Juez de Instrucción del partido en que el delito se hubiere cometido, o el Juez de Violencia sobre la Mujer, o el Juez Central de Instrucción respecto de los delitos que la Ley determine.

3. Para el conocimiento y fallo de las causas por delitos a los que la Ley señale pena privativa de libertad de duración no superior a cinco años o pena de multa cualquiera que sea su cuantía, o cualesquiera otras de distinta naturaleza, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, siempre que la duración de éstas no exceda de diez años, así como por faltas, sean o no incidentales, imputables a los autores de estos delitos o a otras personas, cuando la comisión de la falta o su prueba estuviesen relacionadas con aquéllos, el Juez de lo Penal de la circunscripción donde el delito fue cometido, o el Juez de lo Penal correspondiente a la circunscripción del Juzgado de Violencia sobre la Mujer en su caso, o el Juez Central de lo Penal en el ámbito que le es propio, sin perjuicio de la competencia del Juez de Instrucción de Guardia del lugar de comisión del delito para dictar sentencia de conformidad, o del Juez de Violencia sobre la Mujer competente en su caso, en los términos establecidos en el artículo 801.

No obstante, en los supuestos de competencia del Juez de lo Penal, si el delito fuere de los atribuidos al Tribunal del Jurado, el conocimiento y fallo corresponderá a éste.

4. Para el conocimiento y fallo de las causas en los demás casos la Audiencia Provincial de la circunscripción donde el delito se haya cometido, o la Audiencia Provincial correspondiente a la circunscripción del Juzgado de Violencia sobre la Mujer en su caso, o la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

No obstante, en los supuestos de competencia de la Audiencia Provincial, si el delito fuere de los atribuidos al Tribunal de Jurado, el conocimiento y fallo corresponderá a éste.

5. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer serán competentes en las siguientes materias, en todo caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en esta Ley:

a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier otro delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya producido un acto de violencia de género.

b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra anterior.

c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Juez de Guardia.

d) Del conocimiento y fallo de las faltas contenidas en los Títulos I y II del Libro III del Código Penal, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra a de este apartado.

De la competencia en general

El presente artículo distribuye la competencia objetiva o material de la jurisdicción ordinaria, y puesto que se refiere a la totalidad del proceso, distribuye también la jerárquica o funcional, sin olvidar normas de competencia territorial en lo que se refiere al inicio de la actividad procesal penal, según se verá.

Apartado primero

El juicio de faltas viene atribuido al Juez de Instrucción, como regla general, y al Juez de Paz del lugar en que se hubieran cometido, para las faltas comprendidas en los 626, 630, 632 y 633 del Código Penal, sin perjuicio de las faltas que conoce y falla el Juez de Violencia sobre la Mujer, conforme se establece en el ap. 5.º de este artículo. El Juez de Instrucción, el de Paz y el de Violencia sobre la Mujer deben aplicar el mismo procedimiento y sólo se diferencian en cuanto a la clase de faltas que juzga cada uno, conforme lo estatuye el apartado primero de este artículo. Ambos, pues, dirigen las diligencias preparatorias que tienen la finalidad de reunir antecedentes para la celebración del juicio, sin que medie una etapa instructora. Como se observa, desaparecen por obra de esta reforma procesal los Jueces de Distrito de la que era conocida como «Justicia municipal», existiendo en la actualidad tres clases de Jueces de organismos unipersonales: Juez de Paz, Juez de Instrucción y Juez de lo Penal. Los Jueces de Paz y los Jueces de lo Penal sólo tienen atribuciones de juzgamiento, bien entendido que los de Paz lo hacen por el procedimiento establecido para el juicio de faltas. El Juez de Instrucción, en cambio, instruye las causas penales que juzgarán las Audiencias Provinciales y los Jueces de lo Penal, y juzgan las faltas conforme al procedimiento que para estas infracciones establece la LECrim.

La reforma ocupada en garantizar la defensa de las víctimas de la llamada violencia de género ha generado la modificación de la Ley de Planta Judicial introduciendo la figura del Juzgado competente en esta clase de infracciones penales, a la que le dedica el nuevo apartado 5.º de este artículo y el art. 87 bis de la LOPJ. Al igual que el Juez de Instrucción y el de Paz en sus respectivos casos, el Juez de Violencia sobre la Mujer tienen todos competencia para conocer y dictar sentencia en los asuntos que tramitan en relación a las faltas.

Apartado segundo

Respecto de la actividad instructora, y tal como lo decimos en líneas anteriores, solamente conocen el Juez de Instrucción y el Juez Central de Instrucción para los delitos que juzgan las Audiencias Provinciales y la Nacional respectivamente. Toda causa por delito (excluidas las faltas) debe ser instruida por uno de estos dos organismos jurisdiccionales. Se incluyen los Juzgados de violencia de género, denominados en este artículo como de Violencia sobre la mujer.

Apartado tercero

Delimita la competencia para el conocimiento y fallo del Juez de lo Penal, del Juez Central de lo Penal y del Juez de Violencia sobre la Mujer. Todos tienen la misma competencia cuántica, aunque difieran en razón de la especie delictiva o del modo en que se comete la infracción. Es aquí donde se observa la unificación que hizo la ley de reforma, de los procedimientos de urgencia para determinados delitos, y del enjuiciamiento oral de delitos dolosos, menos graves y flagrantes. La competencia viene otorgada en los siguientes casos:


	
1) Delitos castigados con penas privativas de libertad que no excedan de cinco años. 

	
2) Delitos castigados con pena de multa, cualquiera que sea su cuantía. 

	
3) Delitos castigados con cualesquiera otras penas de distinta naturaleza, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, siempre que no excedan de seis años. 

	
4) Faltas, sean o no incidentales, imputables a los autores de los delitos antes mencionados o a otras personas, cuando la comisión de la falta o su prueba estuviesen relacionadas con aquellos delitos. 



Se ha añadido la competencia de los Juzgados de Violencia contra la Mujer conforme los términos del art. 801.

Es de advertir que es posible la acumulación de delitos en una misma causa (reglas de conexión), siempre que no excedan los límites de la competencia cuántica, y que se debe tener en cuenta la cantidad de pena fijada en el tipo penal y no la que presumiblemente correspondería aplicar en el caso concreto. Si a causa de la conexión, la acusación califica los hechos con pena que exceda la competencia cuántica, el Juez de lo Penal se declarará incompetente para conocer, dará por terminado el juicio y remitirá las actuaciones a la Audiencia competente. En cualquier otro caso, tiene atribución para resolver lo que considere ajustado a derecho. En cuanto a la sentencia, no podrá imponer pena que exceda de la más grave solicitada por la acusación, ni condenar por delito cuando éste conlleve una diversidad de bien jurídico protegido o mutación sustancial del hecho enjuiciado. Con lo dicho queda claro que en ningún caso y por causas accidentales del proceso, como es la conexión que determina una acumulación de acusaciones por infracciones autónomas, puede ser alterada la competencia cuántica del Juez de lo Penal o del Juez Central de lo Penal.

Finalmente, el conocimiento para el fallo de estos dos nuevos organismos jurisdiccionales se extiende excepcionalmente a las faltas conexas con los imputados a terceras personas, pero siempre que exista conexión con el objeto principal del proceso. Es la única oportunidad en que tales organismos jurisdiccionales dictan sentencia sobre faltas, ya que, como lo dispone el ap. 1.° de este mismo artículo, tales infracciones menores son de la competencia originaria del Juez de Instrucción y, en casos especiales, del Juez de Paz.

Apartado cuarto

Determina la competencia de las Audiencias Provinciales y la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional a quienes les viene atribuida para conocimiento y fallo de todas las causas penales no comprendidas en los apartados anteriores y que de modo general puede decirse que son las que se tramitan por delitos reprimidos con penas superiores a los seis años, quedando, por tanto, reducida la casación a este límite punitivo. Tales causas son instruidas por el Juez de Instrucción. Paralelamente la Audiencia Nacional conoce y falla las causas instruidas por los Juzgados Centrales de Instrucción y las Audiencias Provinciales las provenientes de los Juzgados de Violencia contra la Mujer.

Apartado quinto

Está dedicado íntegramente a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y es tema que trata de forma integral.

Queda claro que por el inciso a) de este ap. 5.º, atribuye competencia a estos Juzgados especializados para conocer en toda clase de procesos que se promuevan en virtud de la comisión de una variedad de delitos que tienen tratamiento en sus específicos espacios del Código Penal. Sin embargo, se los reitera aquí no en razón de su contenido sino por la implicación de lo que se ha dado en llamar violencia de género, y debiera llamarse violencia familiar y acoger en la protección a los hijos y ascendientes. Basta con que se trata de una esposa, de una mujer ligada a un hombre en una relación de hecho o de una «compañera» ligada a un hombre por una relación de afectividad similar al matrimonio, sus hijos o los hijos de sus parejas, para que quede abierta la competencia de los Juzgados que atienden los delitos de violencia contra una mujer. Se ha de tratar de menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, y que sean delitos conexos con la violencia de género.

El inciso b) va mucho más allá porque desplaza la competencia originaria para depositarla en el Juzgado de Violencia sobre la Mujer porque la conexión atrae a los delitos contra los derechos familiares, una expresión por demás extensa y que puede extenderse a situaciones en principio increíbles. La conexión depende de que la víctima sea alguna de las personas mencionadas en el inciso a).

Los Jueces de estos Juzgados especiales están facultados para adoptar toda clase de medidas protectoras y de apoyo a las personas que sean víctimas de esta clase de violencia, sin perjuicio de las facultades del Juez de Guardia, lo que resulta obvio ya que se trata del primer órgano jurisdiccional que interviene tras la denuncia o querella y puede encontrarse con situaciones que reclaman una solución fáctica inmediata, sin perjuicio de las medidas que pueda adoptar el Juez ordinario que atiende esta clase de procesos.

También se extiende la competencia a estos Juzgados, en el conocimiento y fallo de las faltas contenidas en los Títulos I y II del Libro III del Código Penal, siempre que la víctima sea una de las personas mencionadas en el inciso a) de este ap. 5.º.

Reforma

Este artículo ha sido reformado por la LO 1/2004, 28 dic, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

La L 5/1995, 22 may, añadió un segundo párrafo al ap. 3 y un segundo párrafo al ap. 4 de este artículo.

Artículo 15.

Cuando no conste el lugar en que se haya cometido una falta o delito serán Jueces y Tribunales competentes en su caso para conocer de la causa o juicio:

1.º El del término municipal, partido o circunscripción en que se hayan descubierto pruebas materiales del delito.

2.º El del término municipal, partido o circunscripción en que el presunto reo haya sido aprehendido.

3.º El de la residencia del reo presunto.

4.º Cualquiera que hubiese tenido noticia del delito.

Si se suscitase competencia entre estos Jueces o Tribunales, se decidirá dando la preferencia por el orden con que están expresados en los números que preceden.

Tan luego como conste el lugar en que se hubiese cometido el delito, el Juez o Tribunal que estuviere conociendo de la causa, acordará la inhibición a favor del competente, poniendo en su caso los detenidos a disposición del mismo y acordando remitir, en la misma resolución, las diligencias y efectos ocupados.

Reglas subsidiarias

Las reglas de la competencia territorial vienen indicadas en el art. 14, mas, cuando circunstancias obstativas se presentan, es menester dar solución, fijando reglas subsidiarias que determinen la competencia, y es lo que hace este art. 15. La causa esencial es el desconocimiento del lugar de comisión del delito.

En primer lugar, debe puntualizarse que estas reglas subsidiarias son aplicables a hechos delictivos que constituyan delitos o faltas, y que la competencia que determinan es la territorial, porque claramente lo enuncia el encabezamiento del artículo.

Estas reglas tienen carácter jerárquico y excluyente, o sea, que se debe tratar de aplicar la primera, y de no ser posible, la segunda, y luego la tercera y la cuarta. El número posterior cede frente al anterior. Esta preferencia numérica sirve asimismo para que el órgano encargado de dirimir la cuestión de competencia que se suscitare entre los Jueces la resuelva aplicando este orden excluyente.

Prevalencia del principio general

Sin embargo, la determinación genérica y ordinaria que fija el art. 14 siempre tiene prevalencia, de suerte que, siendo aplicables sus normas a causa del tardío conocimiento indubitado del lugar donde la infracción penal se ha cometido, si no fuera el Juez o Tribunal que está conociendo, debe remitir lo actuado al que resulte competente conforme las reglas ordinarias del art. 14 y, como es natural, poniendo a disposición al detenido a los efectos del delito que hubieren sido ocupados. Pero aun en este caso, puede haber una cuestión de competencia si es la parte la que propone la inhibitoria por considerar que se conoce indubitablemente el lugar donde el hecho ha sido cometido y el Juez o Tribunal consideran lo contrario. La competencia se decidirá dando primacía al estudio de la determinación del lugar donde el hecho haya sido cometido y si esta circunstancia resulta debidamente aclarada, sólo entonces será de aplicación el párrafo final del artículo, que está previsto, por su redacción, para una actividad voluntaria del órgano que está conociendo.

Dato hipotético

En cuanto al lugar del hecho, debe partirse de la consideración que se trata de un dato hipotético, pues, como sostiene Gómez Orbaneja, hasta la sentencia todos los datos, incluyendo la autoría y responsabilidad, son meras hipótesis y también la noticia del delito, que hasta la sentencia no es prueba de su existencia. En realidad se parte de una base fáctica necesaria para avanzar en las distintas etapas del proceso, bien entendido que el principio de inocencia desvanece toda afirmación hasta la declaración jurisdiccional firme. No obstante, hay que decir, sin temor a errar, que la existencia del hecho en cuanto tal y sin calificación alguna, así como el lugar donde sucedió, son datos que, desde un punto de vista real y sociológico, pueden ser afirmados sin hesitación cuando no quepa ninguna duda acerca de tales extremo, e independientemente de la relevancia procesal o jurídico-penal que puedan ostentar.

Necesidad de resolución

Y éstos son los datos ciertos (con la fragilidad de las certezas humanas) que determinan la intervención de un organismo jurisdiccional con exclusión de otro. Lo que de verdad tiene carácter de hipótesis de trabajo es la calificación jurídica del hecho que se investiga o va a ser investigado. Para la determinación de la competencia no puede haber otra duda que la de la calificación jurídica del hecho; nunca acerca de su existencia y lugar de consumación, ya que, si hubiere duda acerca de estos extremos, debe ser resuelta conforme las reglas reglamentarias de carácter subsidiario del art. 15, con el que se socorre la inaplicación posible del art. 14. Luego de resuelto este problema, pueden presentarse otros que dimanan de la clase de delito en que el hecho debe ser encuadrado, como si se trata de un delito permanente, o si los efectos han recorrido diferentes puntos geográficos, o si se trata de delitos de peligro, o de mera actividad, o de resultado.

Pruebas materiales

En cuanto a lo que debe entenderse como pruebas materiales, y puesto que la actividad procesal no tiene otro objeto que reconstruir acontecimientos que deben ser encuadrados en las normas penales sustantivas, lo prudente es acudir a la ley sustantiva de la materia y, así, extraer lo que se puede considerar como materialidad de un delito: el cuerpo, los efectos y los instrumentos. El cuerpo del delito no es otra cosa, simplificando el problema para avanzar en este comentario, que la materialidad más directa e inmediata de la acción delictiva; es la materia formalizada sobre la que recae la acción misma del agente: en un homicidio, el cadáver; en una falsificación, el documento; en un hurto, la cosa objeto de la apropiación furtiva...

Efectos del delito y los medios

Los efectos del delito no son otra cosa que el resultado físico que ha producido en el mundo de relación esta conducta, de suerte que excluyéndola de la realidad, tal resultado o efecto no existiría, ni sobre las personas, ni sobre las cosas; deben incluirse los rastros y huellas del delito. Y en cuanto a los instrumentos, la lista puede ser interminable; simplificando se puede decir que son todos los utensilios, cosas, aparatos y, en fin, objetos materiales de que se sirve el agente para cometer el delito y que no forman parte de su propia materialidad (brazos, manos, piernas ...). A veces, se descubre antes el resultado del delito (en algunas clases de delitos) que el cuerpo o los instrumentos. Ello así, tales efectos delictivos, en tanto que resultado de la acción punible, deben ser considerados como pruebas materiales a los fines de la aplicación del art. 15 LECrim.

La aprehensión del imputado o sospechoso

La aprehensión del presunto reo (mejor, del imputado, o si se quiere, del sospechoso) no supone la necesaria actividad judicial, ya que la ley no lo condiciona y, por lo tanto, se incluye en el precepto la aprehensión llevada a cabo por la policía que bien visto, será lo corriente. Tampoco condiciona la ley el hecho de que se trate del autor, por lo que vale la aprehensión de un cómplice, si luego es aprehendido el autor. Incluso es válida la aprehensión del encubridor, habida cuenta que en el Derecho penal español el encubrimiento no está tratado como infracción autónoma y por lo tanto, su existencia depende de la existencia de un delito previamente determinado. No se puede ser encubridor de un delito que no se sabe cuál es, ni siquiera si se ha cometido, pero sí de un delito que se sabe cometido, aunque se ignore la identidad de su autor e incluso el lugar de perfeccionamiento de tal infracción, como sería el caso de quien borra las huellas delatoras de un homicidio que se descubre por la existencia del cadáver, sin que se pueda saber quién mató y dónde.

El lugar de la aprehensión

El forum deprehensionis tiene la ventaja de evitar el traslado de los imputados, y por ello no desaparece, aunque el aprehendido se fugare. Y en el supuesto de que varios partícipes, e independientemente del grado de participación que hayan tenido en el delito, fueren simultáneamente aprehendidos, será competente el Juez que primeramente haya prevenido.

La residencia

El tema de la residencia plantea algunos problemas. Para comenzar diré que el vocablo residencia debe ser interpretado como domicilio con el significado y alcance definidos en el art. 40 CC. Acontece, sin embargo, que los delincuentes habituales suelen carecer de domicilio, en cuyo caso se debe acudir a la creación doctrinaria de residencia habitual o accidental (paradero).

Si el imputado careciera de residencia o domicilio conocidos, se tendrá en cuenta su última residencia, y si no la tuviera o no la diera a conocer o por cualquier otra causa resultara desconocida, será válida la fijada en el día anterior al de la aprehensión. Y si tampoco fuera posible determinarla de ese modo porque, por ejemplo, hubiera acabado de llegar de otro punto geográfico, debe ser tenido como lugar de residencia el lugar de su aprehensión.

La notitia criminis

La noticia del delito puede consistir en una denuncia formal o en un conocimiento directo o noticia anónima del hecho. En cualquier caso, lo que de verdad tiene eficacia es la iniciación de la actividad preventora, y si fuesen varios los Jueces preventores, será preferido el primero.

Artículo 15 bis.

En el caso de que se trate de algunos de los delitos o faltas cuya instrucción o conocimiento corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer, la competencia territorial vendrá determinada por el lugar del domicilio de la víctima, sin perjuicio de la adopción de la orden de protección, o de medidas urgentes del artículo 13 de la presente Ley que pudiera adoptar el Juez del lugar de comisión de los hechos.

Competencia

No sólo para facilitar el acceso a la jurisdicción de la mujer maltratada sino por ser un principio ya aceptado procesalmente al menos en materia civil, de que la parte más débil del proceso arrastra a su favor la competencia territorial del Juez de su domicilio. Es indiferente el lugar donde el hecho reprobable se haya cometido porque siempre será competente el Juez del domicilio de la víctima y en este sentido se puede afirmar que se establece una excepción al principio de preferir al Juez del lugar donde el hecho se ha cometido. Lo establecido en este artículo lo es sin perjuicio de la orden de protección a la víctima o las medidas urgentes previstas en el artículo 13 LECrim., con remisión a los arts. 544 bis y 544 ter, a cuyos comentarios remitimos. En estos casos excepcionales, será el Juez que practique las primeras diligencias quien está facultado a decretar tales medidas cautelares de apoyo a las víctimas, sus familiares o demás personas que en virtud de esta clase de delitos están vinculados a estos hechos delictivos.

Se puede decir que este artículo viene a modificar los principios generales que en orden a la competencia territorial establece el art. 15 LECrim., y tal excepción se funda en la necesidad de crear un marco de seguridad para esta especie de víctimas proclives a los abusos.

Reforma

Añadido por la LO 1/2004, 28 dic, sobre Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

Artículo 16.

La jurisdicción ordinaria será la competente para juzgar a los reos de delitos conexos, siempre que alguno esté sujeto a ella, aun cuando los demás sean aforados.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de las excepciones expresamente consignadas en este Código o en Leyes especiales, y singularmente en las Leyes penales de Guerra y Marina, respecto a determinados delitos.

Conexión subjetiva

El art. 11 LECrim. trata de la conexión objetiva o sea, la pluralidad de imputados vinculados todos a un solo hecho delictivo, demostrativa de la investigación y juzgamiento de un solo asunto criminal; hay, pues, unidad de tipo penal. El presente artículo trata de la conexión subjetiva, o sea, la pluralidad de delitos y de sujetos.

Modificación de la competencia

El fenómeno de la conexión puede modificar la competencia de Jueces y Tribunales de la jurisdicción ordinaria o fuero común, y ser atributiva de jurisdicción que originariamente no se ostenta. En cualquier caso, se produce el fenómeno de la acumulación en un solo proceso de varios hechos delictivos (al menos, más de uno), determinando una sola declaración jurisdiccional definitiva. En sustancia, sostiene Gómez Orbaneja, este artículo viene a consagrar lo mismo que el art. 11. A nuestro modo de ver, la diferencia entre ambos radica en la aplicación que de cada cual debe hacerse en razón del propósito del legislador. El art. 11 está referido al tema de la unidad jurisdiccional y al carácter de fuero atrayente de la jurisdicción ordinaria, mientras que el art. 16 se refiere al principio de continencia de la causa, como resultado práctico del principio del fuero atrayente. Tal vez sea la diferencia más acusada entre ambas disposiciones, lo que se dijo al principio: que el art. 11 trata de la conexión objetiva, mientras que el 16 trata de la subjetiva. En realidad, la diferencia que deviene de lo que acabo de decir radica en que el art. 11 no trata esencialmente de un tema de conexión, porque si dos o más personas sometidas a fueros distintos están vinculadas por la comisión de un solo delito, como es el caso que prevé el art. 11, no puede hablarse en tal caso de una verdadera conexión, porque para que haya conexión de delitos debe haber más de uno.

Importancia del fuero común

Para que el fenómeno jurídico de la conexión ponga en marcha el principio de atracción de la jurisdicción ordinaria es preciso que, de entre los imputados, al menos uno de ellos esté sujeto al fuero común. Tal sujeción produce efecto desde el mismo momento en que se practica el primer acto de autoridad encaminado a la investigación del hecho delictivo, y es irrelevante el grado de participación criminal que pueda tener el imputado sujeto al fuero común, como también el grado de ejecución del delito. A propósito de esto, solamente cuentan los delitos, quedando, por tanto, excluidas las faltas.

Regla de atracción

Esta regla de atracción cede únicamente en los casos en que una jurisdicción especial disponga lo contrario. En la actualidad la única jurisdicción especial existente en el ordenamiento jurídico-penal español es la militar. Así, pues, examinaremos las normas atinentes al tema.

La cuestión viene resuelta en la L 4/1987, 15 jul(BOE n.° 171, de 18 jul 1987), que en su art. 14 dispone: La jurisdicción a que esté atribuido el conocimiento del delito que tenga señalada legalmente pena más grave, conocerá de los delitos conexos. Si sobreseyese el procedimiento en relación con el delito de pena más grave, dejará de conocer de los conexos de los que no sea competente.

Prevalencia de la jurisdicción ordinaria

La primera observación es que la jurisdicción ordinaria en caso de conexión siempre será preferente, con la sola excepción de que uno de los delitos acumulados tenga pena más grave y corresponda conocer a la jurisdicción militar conforme las disposiciones del Código de Justicia Militar. La segunda observación es que el fuero militar mantiene su jurisdicción en tanto se mantenga constante el sometimiento a ella de al menos uno de los imputados, que lo será, naturalmente, del delito más severamente penado. Igual regla se aplica si la jurisdicción que está conociendo es la ordinaria.

Los casos de conexión previstos en el art. 15 de la L 4/1987, 15 jul, sobre Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar, son: 1) los delitos cometidos simultáneamente o con unidad de acción por dos o más personas reunidas; 2) los cometidos por dos o más personas en distintos lugares o tiempos si hubiere precedido concierto para ello; 3) los cometidos como medio para perpetrar o facilitar la ejecución de otros, procurar su impunidad o la aplicación de penas menos graves.

Como toda excepción a una regla, debe ser expresa y rechaza una interpretación extensiva o analógica. Por tanto, solamente estos supuestos de conexión habrán de ser tenidos en cuenta a la hora de determinar la jurisdicción que debe conocer en la causa con prevalencia del delito más severamente penado. En todo otro supuesto, aunque fuere de un delito más severamente penado que el CJM, si no encuadra en el contenido de algunos de los casos de conexión previstos en el art. 15 CJM, debe conocer la jurisdicción ordinaria.

La Audiencia Nacional

Fuera de este caso de jurisdicción especial, la competencia determinada en la jurisdicción ordinaria en razón de la persona, clase de delito o modo de cometerlo, sufre otra excepción a favor de la Audiencia Nacional. El art. 65.1.° e), párr. final, de la LOPJ establece a este respecto: En todo caso, la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional extenderá su competencia al conocimiento de los delitos conexos con todos los anteriormente reseñados. Así, pues, la Audiencia Nacional extiende su competencia y jurisdicción, en su caso, toda vez que se presente una exigencia de conexión con alguno de los delitos de los que por ley le vienen atribuidos.

Reforma

Texto conforme la LO 15/2003, 25 nov, que modifica la LO 10/1995, 23 nov, de reforma del Código Penal.

Artículo 17.

Considérense delitos conexos:

1.º Los cometidos simultáneamente por dos o más personas reunidas, siempre que éstas vengan sujetas a diversos Jueces o Tribunales ordinarios o especiales, o que puedan estarlo por la índole del delito.

2.º Los cometidos por dos o más personas en distintos lugares o tiempos si hubiera precedido concierto para ello.

3.º Los cometidos como medio para perpetrar otros o facilitar su ejecución.

4.º Los cometidos para procurar la impunidad de otros delitos.

5.º Los diversos delitos que se imputen a una persona al incoarse contra la misma causa por cualquiera de ellos, si tuvieren analogía o relación entre sí, a juicio del Tribunal, y no hubiesen sido hasta entonces sentenciados.

Generalidades

La ley no define el concepto de conexión y se limita a enumerar las situaciones que dan lugar a ella. La idea básica de la conexión es la existencia de más de una infracción penal, sea cometida por una o más personas, descartándose la conexión propiamente dicha cuando se está en presencia de una unidad delictiva, cualquiera que sea el número de participantes y en cualquier grado. La conexión puede estar fundada en una vinculación de los hechos entre sí, en una simultaneidad temporal de la consumación, o en la unidad de sujeto imputado cuando se le atribuyan varios hechos. La reiteración idéntica de la figura delictiva por sí misma no constituye un supuesto de conexión, salvo que se tratare de la llamada unión jurídica delictiva, por la cual se infringe sin solución de continuidad la misma norma penal por hábito o continuidad, como en la corrupción cuando se comete sobre distintas víctimas (habitualidad), o cuando se hurta reiteradamente de la caja de un Banco (delito continuado).

Hay también unidad delictiva en los casos de concurso ideal, porque existe un solo resultado, pese a que la comisión del hecho puede ser encuadrada en varias disposiciones penales. Y como se ha dicho reiteradamente, el supuesto del art. 11 tampoco constituye propiamente un caso de conexión, porque aunque sean varias las personas implicadas en el hecho, siempre se tratará de un solo hecho o, más propiamente, de una sola pretensión punitiva. Se ha dicho que la inclusión en un solo procedimiento de todos los partícipes de una infracción, aun con modificación de las reglas de la competencia, constituye más que una obviedad, una solución de estricta justicia (conf. Hélie).

Apartado primero

Teniendo presente que la regla general está expresada en el art. 300, la conexión es una excepción que, como se dijo en líneas anteriores, supone la existencia de dos o más infracciones penales (dos o más pretensiones punitivas) que se acumulan en un mismo proceso y sobre las que recaerá una sola sentencia. Así, pues, es destacable el error del período final de este apartado al expresar o que puedan estarlo por la índole del delito, cuando debiera decir de los delitos o, siquiera, de su respectivo delito.

La idea de la simultaneidad se expresa en la ley más que de un punto de vista temporal, de un punto de vista espacial. Lo destacable parece ser la reunión y no la simultaneidad. Piénsese que varias personas reunidas pueden cometer uno o varios delitos, pero con actividad independiente (cada uno su delito). Habrá reunión y habrá simultaneidad, pero difícilmente se puede afirmar que haya conexión. Lo que parece más acertado es pensar que la simultaneidad y la reunión deben ser la consecuencia del concierto previo, que con claridad aparece expresado en el ap. 2.°, y así se explicaría esta dualidad de situaciones: concierto previo para la comisión simultánea que requiere reunión de los concertados, y concierto previo para cometer los delitos en lugares diferentes (apartados 1.° y 2.°, respectivamente).

La simultaneidad, en todo caso referida a este artículo, no debe ser interpretada de modo tan riguroso que venga a significar una coincidencia total en el desarrollo temporal de las distintas acciones delictivas, bastando con que exista una unidad de acción y que las conductas unidas en el propósito pongan en marcha la actividad en un mismo momento existencial sin solución de continuidad. En este orden de ideas, lo simultáneo no rechaza la idea de lo sucesivo, sino que, por el contrario, puede llegar a constituir la manera más apropiada para llevar adelante un plan delictivo en el que cada partícipe obre concertado a su debido tiempo, sincronizado dentro de un tiempo delictivo total, realizando su propia e independiente actividad en el momento indicado para el buen fin de la totalidad de la operación.

El concepto de reunión es demostrativo de una presencia física simultánea, o sea, en un mismo lugar. Para Gómez Orbaneja, simultaneidad y reunión no dan como consecuencia el resultado de concierto previo, que lo exigen, en cambio, Del Campo y Aguilera. Para combatir esta opinión, Gómez Orbaneja siempre da el mismo ejemplo del motín popular sin unidad de propósito; pero, no aparece clara la tesis cuando se trata de aplicarla a otros delitos, y aleja el elemento subjetivo del concierto previo con el exagerado ejemplo de que a nadie se le ocurriría considerar conexos los diferentes hurtos cometidos por diversas personas que sin concierto los cometen a la misma hora y lugar, a la salida o llegada de un determinado tren.

El supuesto de conexión de este apartado tiene la virtud modificar la competencia y extender la jurisdicción, como que la ley dice: sujetas a diversos Jueces o Tribunales ordinarios especiales. Por ejemplo, de la misma jurisdicción ordinaria: hechos de competencia del Juez de lo Penal y de la Audiencia Provincial; o hechos enjuiciables por diferentes jurisdicción (la ordinaria y la militar).

Apartado segundo

Contiene este supuesto la situación inversa del anterior (en contra, Gómez Orbaneja, para quien se trata de un supuesto distinto, ya que no admite que en el ap. l sea el concierto el nexo entre la simultaneidad y la reunión).

En efecto: aquí, la conexión no tiene otro fundamento que cualidad subjetiva del concierto previo, ya que los delitos se cometen en lugares diferentes y en tiempos distintos. Sin unidad temporal ni espacial, es la unidad de propósito delictivo lo que determina la conexión.

Este concierto puede serlo para cometer solamente estos delitos, o bien para cometer una serie indeterminada de ellos. Es irrelevante que, entre los concertados, uno de ellos cometa varios en un lugar y otro sólo cometa uno. Tampoco tiene relevancia la circunstancia de que los intervinientes lo sean de distinto grado de participación criminal, como tampoco el resultado final en orden a los diversos grados de ejecución, ya que uno de los concertados puede haber consumado uno o más delitos y el otro concluir en grado de tentativa o frustración el suyo; es lo que se denomina como unidad inicial de propósito.

También caben en este apartado situaciones tan distintas como que los concertados se propongan cometer delitos similares sobre distintas personas con unidad de fin (represalias a un sector o clase social mediante atentados), o sobre una misma víctima en diferentes lugares de su recorrido, o durante un tiempo predeterminado y concreto.

En todo caso, cada delincuente responde estrictamente por resultado de su acción, sin que exista la posibilidad de una comunicación de circunstancias, modalidades o resultados. En cuanto al concierto, puede ser expreso o tácito, pero en este último caso, indubitable.

Apartado tercero

Contiene dos hipótesis: la del delito medio y la facilitación para cometer delito. En el primer caso, no se concibe el segundo delito sin la perpetración del primero (robar un arma para matar con ella); en el segundo, sólo existe la facilitación, el acceso fácil o menos difícil para la perpetración del segundo delito, aunque sin garantía de su ejecución perfecta. En ambas situaciones existe temporalmente una sucesión delictiva y nunca una simultaneidad.

Estos supuestos posibilitan la comisión de ambas infracciones por la misma persona o por más de una. Si es la misma, no es preciso probar acabadamente la unidad de propósito, bastando la prueba del aprovechamiento del resultado del primer delito para consumar el segundo; en tanto que si son dos o más personas las intervinientes, es menester probar, si no el concierto previo, sí el conocimiento por parte del que comete el primer delito, que su resultado será aprovechado por otro para cometer el segundo. Debe existir una cierta conexión subjetiva entre los delincuentes (nexo de causalidad subjetiva).

Se debe producir mediante la acción voluntaria de los partícipes, y no aprovechando medios casuales o provocados sin esa intención de cooperación, como es el caso de las circunstancias previstas en el art. 10.3.° CP.

Apartado cuarto

En atención a que en el ordenamiento jurídico-penal español el encubrimiento no está previsto como figura típica autónoma, necesariamente debía ser incluida entre los supuestos de conexión porque su existencia proviene de la prueba inequívoca de la existencia vinculante de una infracción penal típica.

El encubrimiento ha de ser cometido necesariamente por una persona distinta del autor del delito principal o sostén del acto encubridor. Así, el homicidio posterior del único testigo de un delito y cometido por el mismo autor no será encubrimiento, pero sí un caso de conexión, ya que con el segundo delito se trata de lograr la impunidad del primero suprimiendo medios probatorios, como lo es una futura y eventual declaración testimonial de cargo.

La desaparición de huellas o la creación de pruebas o huella falsas encuadran perfectamente en este apartado, si están encaminadas a lograr la impunidad de un hecho delictivo. Debe haber, en la conducta del autor del segundo delito, una clara intención de encubrir la realidad del hecho delictivo, lo que no es preciso averiguar con tanto rigor cuando es el propio autor del primero quien encubre la prueba del hecho segundo.

El primer delito puede o no estar sometido a un procedimiento judicial; incluso, el acto tendente a lograr la impunidad del primero puede llevarse a cabo durante la tramitación de la causa, esencialmente durante la etapa sumarial, introduciendo pruebas falsas al sumario.

Apartado quinto

Trata este supuesto de pluralidad de pretensiones y unidad de sujeto. Varios delitos son atribuidos a una misma persona. Es indiferente, a los fines de la aplicación de este apartado, que en la comisión de algunos de los delitos hayan participado otras personas, lo que daría como resultado la aplicación de otro apartado, o nacimiento a la cuestión procesal denominada como conexión mediata. El problema que surge cuando el hecho de la conexión desaparece, por ejemplo por muerte o sobreseimiento del causante de la conexión es de difícil solución, aunque la doctrina se pronuncia en el sentido de que el Juez o Tribunal que ha ganado competencia o jurisdicción en razón de una causa de conexión, no la pierde aunque en el curso del proceso desapareciere dicha causa.

La condición que pone la ley a este caso de conexión es que exista una analogía entre las diversas infracciones, o una relación entre ellas. Esta analogía o relación es difícil de precisar. Se dice que puede deberse a una relación temporal, teleológica (Gómez Orbaneja). Es una cuestión de hecho que, la ley atribuye al Tribunal, su determinación. El vocablo Tribunal debe ser extensivo al Juez de Instrucción, lo que, por lo demás, es obvio, ya que no se podrían juzgar hechos que no han sido investigados previamente y sobre los cuales recaiga el ejercicio del derecho al principio acusatorio.

La conexión es posible siempre que no se haya dictado sentencia por algunos de los delitos conexos.

Artículo 17 bis.

La competencia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer se extenderá a la instrucción y conocimiento de los delitos y faltas conexas siempre que la conexión tenga su origen en alguno de los supuestos previstos en los números 3 y 4 del artículo 17 de la presente Ley.

Violencia sobre la mujer

En cuanto a los delitos llamados de violencia de género, la conexión corresponde a los Juzgados especializados en este tema, siempre que el delito o falta se hayan cometido con el dolo directo de que sirva de medio para perpetrar otros o facilitar su ejecución. En estos casos la violencia asume unas condiciones distintas o para decirlo más claramente, totalmente diferentes ya que esa tal violencia no tiene que ver con el uso abusivo de la fuerza del varón para someter a castigo a una mujer o un menor de edad vinculados con la vida familiar en el presente o en el pasado, sino que se ejerce la violencia cualquiera que sea la persona que se encuentre en el lugar equivocado con ocasión de la comisión de un delito (art. 17, 3.º). Y otro tanto se ha de decir respecto del ap. 4 del mismo artículo 17 LECrim.

Reforma

Añadido por la LO 1/2004, 28 dic, sobre Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

Artículo 18.

1. Son Jueces y Tribunales competentes, por su orden, para conocer de las causas por delitos conexos:

1.º El del territorio en que se haya cometido el delito a que esté señalada pena mayor.

2.º El que primero comenzare la causa en el caso de que a los delitos esté señalada igual pena.

3.º El que la Audiencia de lo criminal o el Tribunal Supremo en sus casos respectivos designen, cuando las causas hubieren empezado al mismo tiempo, o no conste cuál comenzó primero.

2. No obstante lo anterior, será competente para conocer de los delitos conexos cometidos por dos o más personas en distintos lugares, si hubiera precedido concierto para ello, con preferencia a los indicados en el apartado anterior, el Juez o Tribunal del partido judicial sede de la correspondiente Audiencia Provincial, siempre que los distintos delitos se hubieren cometido en el territorio de una misma provincia y al menos uno de ellos se hubiera perpetrado dentro del partido judicial sede de la correspondiente Audiencia Provincial.

Finalidad de la norma

Este artículo cumple, exclusivamente, la finalidad de determinar la competencia de los organismos jurisdiccionales de un mismo grado y orden, en relación a la competencia territorial, porque, habiendo conexión, debe suponerse que generalmente habrá dos o más organismos jurisdiccionales del mismo grado y orden jurisdiccional que pueden intervenir por tener atribuida competencia para conocer de uno o más de los hechos conexos. Excluye los casos del fuero de atracción (art. 16) y de la competencia en razón de la especie delictiva (art. 6.5 LOPJ).

El artículo, por su redacción y funcionalidad, parece estructurado con el objeto de determinar la competencia de los Jueces de Instrucción, por ser éstos quienes inician la actividad jurisdiccional en el proceso penal, y atendida la circunstancia de que en el ap. 3.º son los Tribunales de sentencia los que en última instancia determinan la competencia cuando las reglas de los dos anteriores resultan ser insuficientes para hacerlo. Es claro que, determinada la competencia territorial del Juez de Instrucción, automáticamente queda determinada la del Tribunal de sentencia conforme las normas reguladoras de las atribuciones, organización y competencia de los distintos organismos jurisdiccionales que desarrolla la Ley Orgánica del Poder Judicial. Pero si la cuestión se planteara entre dos Audiencias, la resolvería el Tribunal Supremo.

Apartado 1.°

Trata este apartado del supuesto de delitos de distinta gravedad punitiva, y tiene por objeto afirmar más aún la competencia que genéricamente se determina en orden a la materia y funcionalidad en el art. 14. Aquí, la mayor determinación se produce a causa de versar sobre la competencia territorial; es decir, se desciende aún más en la concreción del hecho. Si no constara con fehaciencia el lugar donde el hecho ha sido cometido, es de aplicación el art. 15 con sus reglas subsidiarias o complementarias.

Para determinar la penalidad más grave hay que acudir a las normas del derecho sustantivo: arts. 27, 73 a 76 y la tabla demostrativa del art. 78. La expresión pena mayor debe ser conjugada con la de delito más grave, y así, un conjunto de penas no privativas de libertad siempre será menos grave que una sola privativa de libertad. Entre dos penas de esta misma especie, la cuestión es sencilla. Las penas restrictivas son cualitativamente menos graves que las privativas. En caso de penas compuestas ha de tenerse en cuenta siempre la calidad aflictiva de la pena antes que su duración, siendo aplicable esta última circunstancia cuando se está en presencia de penas de igual naturaleza o especie. Con lo dicho resulta que: si se trata de penas de hasta seis años de duración, el orden cualitativo de mayor a menor gravedad será el de prisión menor y luego destierro; si de penas hasta doce años de duración, será la de prisión mayor, confinamiento, inhabilitación absoluta e inhabilitación especial, y así sucesivamente. Habiendo identidad en el límite máximo de la pena y no en el mínimo, se tendrá en cuenta el primero, por ser el que acusa más claramente la gravedad de la pena en relación a su posible aplicación. La pena a tener en cuenta no es la que pudiera corresponder en la sentencia, sino la abstracta del tipo.

Apartado 2.°

Cuando sea imposible determinar la competencia territorial aplicando el apartado anterior, será competente el Juzgado que primeramente haya comenzado a conocer; es decir, el que primeramente ha practicado las diligencias de prevención de la causa.

Este concepto es muy amplio, ya que no se refiere exclusivamente a los actos judiciales a cargo del Juez de Instrucción, sino que debe ser ampliado a los que realizan otros funcionarios judiciales, como las llevadas a cabo por los Jueces de Paz en casos excepcionales y de conformidad a lo dispuesto por el art. 100.2.° LOPJ, y los funcionarios policiales conforme los arts. 282 y ss., bien entendido que el director del proceso es el Juez de Instrucción competente, lo que no resta eficacia a la actividad preventora del Juez de Paz y de la Policía judicial.

Por comenzar la causa se debe entender cualquier acto de autoridad encaminada a descubrir la verdad real del hecho considerado como delictivo y que, técnicamente, se denominan como prevención de la causa. No es necesario que la actividad se haya dirigido contra persona física determinada, ya que el responsable puede no estar aún individualizado y, por ende, no es preciso que se hayan practicado detenciones ni que se haya dado una calificación meramente provisional en el auto de procesamiento. Basta, en todo caso, que el hecho se considere como infracción penal y se resuelva investigar su realidad. Cualquier acto de autoridad encaminada a este fin debe ser reputado como comienzo de la causa a fin de aplicar este artículo.

Apartado 3.°

Cuando sea imposible determinar cuál de los Juzgados competentes en razón de la materia y territorio ha prevenido antes, o habiéndose probado que todos han comenzado la causa simultáneamente sin posibilidad de otorgar un orden sucesivo, la Audiencia Provincial es la encargada de determinar la competencia territorial para que el efecto de la conexión se cumpla. La ley no otorga reglas, y no puede hacerlo, ya que habiendo identidad de todos los extremos que tienden a establecer las diferencias necesarias para la determinación, la cuestión no puede ser resuelta sino mediante el arbitrio absoluto, bien entendido que se tendrá en cuenta lo más conveniente para la práctica eficaz de las diligencias sumariales.

Reforma

El ap. 2 introducido por la reforma de la LO 15/2003, 25 nov, que modifica la LO 10/1995, 23 nov, de reforma del Código Penal, establece una nueva regla de conexión bajo las siguientes condiciones: 1) que se trate de un delito concertado por dos o más personas, 2) que se hayan cometido en distintos lugares, 3) que todos estos lugares estén situados dentro del territorio de una misma Provincia, y 4) que al menos uno de ellos se hubiera cometido dentro del partido judicial donde tenga su sede la Audiencia Provincial.






De las cuestiones de competencia entre los jueces y tribunales ordinarios 



Artículo 19.

Podrán promover y sostener competencia:

1.º Los Jueces municipales en cualquier estado del juicio, y las partes desde la citación hasta el acto de la comparecencia.

2.º Los Jueces de instrucción durante el sumario.

3.º Las Audiencias de lo criminal durante la sustanciación del juicio.

4.º El Ministerio Fiscal en cualquier estado de la causa.

5.º El acusador particular, antes de formular su primera petición después de personado en la causa.

6.º El procesado y la parte civil, ya figure como actora, ya aparezca como responsable, dentro de los tres días siguientes al en que se les comunique la causa para calificación.

Noción de jurisdicción

Entendida la jurisdicción como la facultad o atribución para decir el Derecho, todos los Jueces de la Carrera Judicial la tienen en tanto que Jueces de la Nación que aplican el ordenamiento jurídico positivo y vigente en los conflictos sometidos a su conocimiento.

Puesto que las distintas ramas del Derecho han ido paulatinamente requiriendo su autonomía, simultáneamente fue produciéndose una suerte de especialización que concluyó en distintas épocas con la creación de organismos jurisdiccionales encargados específicamente para la tramitación y resolución de asuntos relativos a una sola y exclusiva rama del complejo mundo del fenómeno del Derecho. Esta especialización, llamada objetiva o material, distribuye organizadamente el trabajo judicial mediante el mecanismo de la competencia, que no es otra cosa que el resultado de esa especialización. Así, la competencia se distribuye en orden a la materia, otras veces a la cuantía, otras veces en razón del territorio y también en razón de las diversas instancias por las que va atravesando un proceso judicial. Esta diversidad de trabajo conduce a su vez y en determinados casos a una diferencia de jerarquías que, actuando dentro de la misma rama, sin embargo, intervienen en instancias superiores con mayor grado de jerarquía y especialización que viene a producir escalones dentro de la Carrera Judicial. Todo esto, no obstante, es el efecto de la división del trabajo organizado, pero en orden a lo que es concretamente la jurisdicción, todos los Jueces la ostentan con la misma categoría en cuanto que son los funcionarios encargados de administrar justicia.

Multiplicidad de organismos

La circunstancia de existir tantos organismos jurisdiccionales con el mismo encargo de administrar justicia, y tantas leyes de organización del trabajo que lo dividen, como ya se ha dicho: en razón del territorio, de la materia, de la cuantía o de la jerarquía, puede conducir, y de hecho conduce, en algunas ocasiones, a conflictos promovidos a veces por los propios funcionarios judiciales y otras veces a instancia de parte interesada, que deben ser resueltos con el objeto de que cada asunto deba ser conocido y decidido por el órgano jurisdiccional apropiado conforme las reglas que establecen la competencia, que no es otra cosa que la atribución o facultad concreta de la jurisdicción en cada sometido a conocimiento de un organismo jurisdiccional.

A partir de este art. 19 LECrim. se desarrollan las reglas relativas a los conflictos de competencia suscitados entre Jueces y Tribunales ordinarios, lo que claramente excluye a lo que técnicamente se conoce como conflicto de jurisdicción, dado que en estos casos los conflictos se refieren todos a la materia penal.

En este artículo la LECrim. se limita a enumerar a todos los que tienen legitimación para promover y sostener una cuestión de competencia, añadiendo la oportunidad propicia, que a veces se otorga a través de toda una etapa procesal y otras o dentro de un plazo o hasta un término.

Apartado 1.º

En el ap. 1.° se menciona a los Jueces Municipales, institución que fue sustituida por la de Jueces de Distrito hasta que éstos desaparecieron a su vez para dar sitio a la nueva organización y composición de los organismos jurisdiccionales de la Justicia ordinaria, absorbiendo las atribuciones de los Jueces de Distrito los actuales Jueces de Instrucción y los Jueces de Paz entre quienes se distribuye la competencia para enjuiciar en los procesos por faltas conforme al art. 14. Como ya es costumbre que acontezca, las reformas se materializan a toda prisa, dando como resultado normas que quedan olvidadas como ésta o la del art. 307 en orden a las diligencias de prevención, por citar sólo dos ejemplos.

El MF es el único sujeto de la relación jurídico-procesal que puede promover y sostener una cuestión de competencia en cualquier estado de la causa, y ello obedece al hecho de que como funcionario judicial actúa desde el inicio hasta la conclusión del proceso penal a través de todas sus instancias, y también porque actúa regido por el principio de legalidad. Todos los otros funcionarios y partes del proceso tienen establecida una oportunidad para hacerlo, fuera de la cual la formulación carece de eficacia.

La LOPJ

La Ley Orgánica del Poder Judicial crea tres denominaciones para subtemas específicos. Así, denomina conflictos de jurisdicción a los que se plantean entre los Juzgados y Tribunales de la jurisdicción ordinaria y la Administración; conflictos de jurisdicción a los que se plantean entre Juzgados y Tribunales ordinarios y otro de distinta jurisdicción (sólo hay dos, el ordinario y el castrense); conflictos de competencia a los que se plantean entre Juzgados y Tribunales de distinto orden jurisdiccional (civil y penal, por ejemplo), y se denominan cuestiones de competencia a las que se plantean entre Juzgados y Tribunales de un mismo orden jurisdiccional (dos Jueces de Instrucción, dos Audiencias Provinciales, etc.).

Artículo 20.

Son superiores jerárquicos para resolver sobre las cuestiones de competencia, en la forma que determinarán los artículos siguientes:

1.º De los Jueces municipales del mismo partido, el de instrucción.

2.º De los Jueces de instrucción de una misma circunscripción, la Audiencia de lo criminal.

3.º De las Audiencias de lo criminal del mismo territorio, la Audiencia Territorial en pleno.

4.º De las Audiencias Territoriales, o cuando la competencia sea entre una Audiencia de lo criminal y la Sala de lo criminal de una Territorial, el Tribunal Supremo.

Cuando cualquiera de los Jueces o Tribunales mencionados en los números 1, 2 y 3 no tengan superior inmediato común, decidirá la competencia el que lo sea en el orden jerárquico y, a falta de éste, el Tribunal Supremo.

Si en el artículo anterior se enumeraba a todos los que tienen derecho a promover y sostener una cuestión de competencia, en éste se indica cuáles son los organismos jurisdiccionales competentes para resolverla.

Como se observa, la decisión siempre corresponde al organismo inmediatamente jerárquico, y esta norma se mantiene en vigencia por no estar derogada, sino confirmada por el art. 51 LOPJ, que en su pfo. 2.° agrega que en la resolución en que se declare la falta de competencia se expresará el órgano que se considere competente.

El art. 52 LOPJ establece el principio de que no podrán suscitarse cuestiones de competencia entre Jueces y Tribunales subordinados entre sí. El Juez o Tribunal superior fijará en todo caso, y sin ulterior recurso, su propia competencia oídas las partes y el Ministerio Fiscal por plazo común de diez días. Acordado lo procedente recabarán las actuaciones del Juez o Tribunal inferior o le remitirán las que se hallare conociendo. Como se observa, no es posible entablar una cuestión de competencia de un Tribunal inferior a otro superior al que se encuentre subordinado, porque rige el principio de que el Tribunal superior determina su propia competencia y la de los organismos subordinados a él aplicando la regla de quien puede lo más puede lo menos.

Los Jueces Municipales pasaron luego a ser los de Distrito, para desaparecer con la introducción en la composición de la justicia ordinaria de la figura del Juez de lo Penal, distribuyéndose la competencia los Jueces de Distrito en el conocimiento de las faltas entre los Jueces de Instrucción y los de Paz.

Artículo 21.

El Tribunal Supremo no podrá formar ni promover competencias, y ningún Juez, Tribunal o parte podrá promoverlas contra él.

Cuando algún Juez o Tribunal viniere entendiendo en asunto cuyo conocimiento estuviere reservado al Tribunal Supremo, ordenará éste a aquél, de oficio, a citación del Ministerio Fiscal o a solicitud de parte, que se abstenga de todo procedimiento y remita los antecedentes en el término de segundo día para, en su vista, resolver.

El Tribunal Supremo podrá, sin embargo, autorizar, en la misma orden y entre tanto que resuelve la competencia, la continuación de aquellas diligencias cuya urgencia o necesidad fueren manifiestas.

Contra la decisión del Tribunal Supremo no se da recurso alguno.

Queda establecido en este artículo el principio jerárquico de que ningún organismo jurisdiccional puede plantear una cuestión de competencia al Tribunal Supremo, principio que se extiende a todo organismo jurisdiccional jerarquizado respecto de otro que esté a él subordinado (art. 52 LOPJ).

El artículo da a entender que es el Tribunal Supremo el que está enterado de la incompetencia de un Tribunal inferior a él, lo que en la práctica ocurre por el instamiento de parte, haciendo conocer esta circunstancia al Tribunal Supremo. La autorización para proseguir entendiendo que puede ser dada, se fundamenta en la urgencia de algunas medidas que deben ser practicadas sin dilación, de toda necesidad. Como es obvio, contra la decisión del Tribunal Supremo no cabe recurso alguno simplemente por no existir un Tribunal de jerarquía superior ante el cual se pueda recurrir.

Artículo 22.

Cuando dos o más Jueces de instrucción se reputen competentes para actuar en un asunto, si a la primera comunicación no se pusieren de acuerdo sobre la competencia, darán cuenta con remisión de testimonio al superior competente; y éste, en su vista, decidirá de plano y sin ulterior recurso cuál de los Jueces instructores debe actuar.

Mientras no recaiga decisión, cada uno de los Jueces instructores seguirá practicando las diligencias necesarias para comprobar el delito y aquellas otras que considere de reconocida urgencia.

Dirimido el conflicto por el superior a quien competa, el Secretario judicial del Juzgado de Instrucción que deje de actuar remitirá las diligencias practicadas y los objetos recogidos al declarado competente, dentro del segundo día, a contar desde aquel en que reciba la orden del superior para que deje de conocer.

En caso de conflicto positivo o de competencia entre dos o más Jueces de Instrucción la remisión ha de hacerse al organismo jurisdiccional inmediatamente superior conforme lo dispone el párrafo 1.°, con la salvedad establecida en el párrafo 2.° en orden a las actuaciones preventivas o preparatorias que revistan urgencia y necesidad impostergable.

La actuación simultánea de los Jueces vinculada por una cuestión de competencia positiva que está prevista en el mencionado pfo. 2.º del art. 22 LECrim. es una norma que sigue vigente porque no contraría el texto y el espíritu de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 23.

Si durante el sumario o en cualquier fase de instrucción de un proceso penal el Ministerio Fiscal o cualquiera de las partes entendieran que el Juez instructor no tiene competencia para actuar en la causa, podrán reclamar ante el Tribunal superior a quien corresponda, el cual, previos los informes que estime necesarios, resolverá de plano y sin ulterior recurso.

En todo caso, se cumplirá lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior.

La supuesta incompetencia del Juez instructor puede ser promovida por el Ministerio Fiscal o por cualquiera de las partes, el primero en cualquier estado de la causa y las partes en las oportunidades establecidas en los apartados 5.º y 6.º del art. 19, salvo, respecto de estas últimas, que la incompetencia proviniere en razón de la calificación provisional o el tipo penal que se esté investigando y que no se identifique con claridad en las diligencias previas. Siempre es posible que el instructor lleve a efecto medidas urgentes cuya dilación pudiera producir perjuicios irreparables para la investigación de la verdad real de los hechos.

Reforma

Texto conforme a la L 53/1978, 4 dic, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 24.

Terminado el sumario, toda cuestión de competencia que se promueva suspenderá los procedimientos hasta la decisión de ella.

Una vez concluido el sumario, lo que significa que la investigación ha terminado a juicio del instructor, toda cuestión de competencia que se promueva produce el efecto de suspender el procedimiento hasta que ella sea resuelta. Esto quiere decir que en vista del estado de la causa ya no es preciso que el instructor lleve a efecto diligencias cautelares o urgentes, porque todo lo que había que instruir está ya instruido, todo lo que había que investigar está ya investigado y sólo resta cumplimentar aspectos de burocracia procedimental que conduzcan a elevar el sumario a la instancia subsiguiente.

Artículo 25.

El Juez o Tribunal que se considere competente deberá promover la competencia.

También acordará la inhibición a favor del Juez o Tribunal competente cuando considere que el conocimiento de la causa no le corresponde, aunque sobre ello no haya precedido reclamación de los interesados ni del Ministerio Fiscal.

Entretanto no recaiga decisión judicial firme resolviendo definitivamente la cuestión promovida o aceptando la competencia, el Juez de instrucción que acuerde la inhibición a favor de otro de la misma clase seguirá practicando todas las diligencias necesarias para comprobar el delito, averiguar e identificar a los posibles culpables y proteger a los ofendidos o perjudicados por el mismo. A tal efecto, la resolución que inicialmente acuerde la inhibición expresará esta circunstancia, y a ella se acompañará únicamente testimonio de las actuaciones. Dirimida la cuestión o aceptada la competencia por resolución firme, el Secretario judicial remitirá los autos originales y las piezas de convicción al Juez que resulte competente.

Los autos que los Jueces municipales o de instrucción dicten inhibiéndose a favor de otro Juez o jurisdicción, serán apelables, observándose en este caso lo dispuesto en el último párrafo del artículo 12. Contra los de las Audiencias podrá interponerse el recurso de casación.

Deber legal

Los dos primeros párrafos de este artículo establecen el deber legal de los Jueces de promover la cuestión de competencia positiva o negativa, según sea el caso, sin necesidad de esperar instamiento del Fiscal o de las otras partes. Es claro que la inhibición o cuestión de competencia negativa puede hacerlo el Juez sin necesidad de instamiento, porque está conociendo de los hechos que son objeto del proceso. No ocurre lo mismo en la cuestión de competencia positiva. Porque en este caso lo lógico es que el Juez ignore que en otro órgano jurisdiccional se está tramitando un proceso que en razón de su competencia le corresponde conocer a él. En este caso, el Juez procederá por instamiento de parte interesada o del Ministerio Fiscal como guardián de la legalidad.

Los autos inhibitorios son recurribles por apelación y casación, según sea el caso.

Reforma

Texto conforme la LO 15/2003, 25 nov, que modifica la LO 10/1995, 23 nov, de reforma del Código Penal, que ha introducido un extenso párrafo por el que se autoriza al Juez que esté conociendo y haya decidido acerca de la inhibición a favor de otro, deberá seguir conociendo y dictando las medidas urgentes y las cautelares que correspondan hasta tanto se decida la cuestión definitivamente por el órgano superior.

Artículo 26.

El Ministerio Fiscal y las partes promoverán las competencias por inhibitoria o por declinatoria.

El uso de uno de estos medios excluye absolutamente el del otro, así durante la sustanciación de la competencia como una vez que ésta se halle terminada.

La inhibitoria se propondrá ante el Juez o Tribunal que se repute competente.

La declinatoria, ante el Juez o Tribunal que se repute incompetente.

Las partes del proceso tienen atribución para plantear la cuestión de competencia, utilizando cualquiera de los medios que la ley procesal autoriza, mas, teniendo en cuenta que el proceso es del Juez y no de las partes en razón del sistema inquisitivo sobre el que se asienta la actividad jurisdiccional española en materia penal, y que la competencia es una cuestión de orden público, pues como se dijo en el comentario del artículo anterior, el Juez puede de oficio apartarse del conocimiento de una causa si estima que es la decisión más ajustada a derecho haciendo uso del instituto procesal de la declinatoria.

Si se repara que en el proceso penal, a diferencia del civil, las etapas y actos jurisdiccionales no tienen carácter preclusivo, nada obsta para que la cuestión sea planteada de nuevo, siempre que hayan variado los hechos sobre la que se apoya, o dicho de otro modo, siempre que nuevas circunstancias autoricen a estimar que la cuestión es jurídicamente viable. Quiere esto decir que la decisión acerca de la cuestión de competencia tiene el carácter de cosa juzgada formal y, por tanto, no se puede repetir alegando las mismas circunstancias; pero sí sobre la base de otras nuevas excluidas o introducidas a la causa con posterioridad a la primera resolución recaída sobre la cuestión. Este es el sentido que se debe dar al período final del 2.º párr. de este artículo. La prohibición legal afecta no sólo al planteamiento de la misma cuestión utilizando el otro medio, luego de estar ya resuelta, sino también, por aplicación de la regla de lo más a lo menos, es inadmisible promover la misma pretensión por otra vía, luego de quedar resuelta por la primeramente elegida.

Los dos párrafos finales del artículo tienen por objeto docente explicar el sentido de las dos vías o medios, denominando inhibitoria a la cuestión de competencia que se plantea ante el Juez que se considera competente (y que no está conociendo), y declinatoria, la que se plantea ante el Juez que se considera incompetente (y que está conociendo).

Artículo 27.

El Juez municipal ante quien se proponga la inhibitoria, oyendo al Fiscal cuando éste no la hubiera propuesto, resolverá en término de segundo día, si procede o no el requerimiento de inhibición.

El auto denegatorio de requerimiento es apelable en ambos efectos para ante el Juez de instrucción respectivo.

El Juez Municipal ha desaparecido, siendo sustituida su denominación por el de Juez de Distrito, quien también ha causado baja en la organización y composición de los organismos de la jurisdicción ordinaria. La última reforma procesal ha distribuido la competencia de los Jueces que integraban la que se conocía como Justicia Municipal entre los Jueces de Instrucción y los de Paz, para el conocimiento de los juicios de faltas. El comentario se hará teniendo en cuenta que este artículo es aplicable a los Jueces de Paz.

El deber legal del Juez es determinar su propia competencia, pero si no lo hace, la parte interesada en el proceso puede proponer la cuestión, incluso antes que lo haga o sin que lo haya hecho el Ministerio Fiscal. En este caso, el Juez debe oír al Ministerio Fiscal por ser parte obligada en las cuestiones de competencia en su carácter de vigilante de la legalidad, dado que es sabido que la competencia es asunto de orden público sobre el que las partes carecen de disponibilidad y en las que el Ministerio Fiscal es parte obligada (TS, A 15 mar 1985). Naturalmente que si es el propio Fiscal quien plantea la cuestión, queda oído.

La resolución no debe hacerse esperar, como que la ley propone un plazo de dos días para dictar resolución, mas, tratándose de un plazo ordenatorio, su incumplimiento (que es la regla) no produce nulidad de las actuaciones, sino sólo la posibilidad de una sanción administrativa (que nunca se impone).

El organismo superior de los Jueces de Paz es el Juzgado de Instrucción y, por tanto, receptor del trámite y decisión del recurso de apelación (art. 51.1.° LOPJ), debiendo declarar y expresar en la resolución el organismo que resulta competente (art. 51.2.° LOPJ). Si la decisión fuera la de incompetencia, seguirá entendiendo el organismo cuestionado; si el recurso de apelación fuere estimado y si se declara competente al Juzgado requerido, su competencia queda determinada sin necesidad de mencionar a otro organismo.

Artículo 28.

Si el Juez municipal estimare que procede el requerimiento de inhibición lo mandará practicar por medio de oficio, en el cual consignará los fundamentos de su auto.

El oficio se remitirá dentro de veinticuatro horas precisamente.

Admitido el requerimiento de inhibición (caso inverso al que prevé el artículo anterior), fundamentará en auto su decisión de asumir la competencia y en oficio que remitirá al Juez que se considere incompetente, incluirá los fundamentos de su resolución a fin de que el titular del otro organismo tenga a mano los elementos de juicio necesarios para a su vez decidir la cuestión. El oficio debe ser cursado dentro de un plazo de veinticuatro horas.

Artículo 29.

El Juez municipal requerido de inhibición, oyendo al Fiscal, resolverá en término de segundo día si desiste de conocer o mantiene su competencia.

En el primer caso remitirá, dentro de las veinticuatro horas siguientes, las diligencias practicadas al Juez requirente.

Si mantiene su competencia, se lo comunicará, dentro del mismo plazo, exponiendo los fundamentos de su resolución.

Recibido el oficio, el Juez al que se considera incompetente y que está conociendo, debe resolver en dos días, previo a oír al MF. La resolución sólo puede tener uno de estos dos sentidos: mantener la competencia que se le cuestiona o declarar su incompetencia.

Si declina su competencia, remitirá al Juez requirente las actuaciones practicadas en la causa en el estado en que estuvieren. Si mantiene su competencia, comunica los términos de su decisión al Juez requirente.

Artículo 30.

Recibidos los autos por el Juez requirente, declarará, sin más trámites, y dentro de veinticuatro horas, si insiste en la competencia o se aparta de ella.

En el primer caso, lo participará en el mismo día al Juez requerido para que remita las diligencias al Juez o Tribunal que deba resolver la competencia, a tenor de lo dispuesto en el artículo 20, haciendo él la remisión de las suyas dentro de las veinticuatro horas siguientes.

En el segundo caso, lo participará en el mismo plazo al Juez requerido para que éste pueda continuar conociendo.

Los autos que los Jueces requeridos dicten accediendo a la inhibición serán apelables para ante el respectivo Juez de instrucción. También lo serán los que dicten los requerimientos desistiendo de la inhibición.

Recibidos los autos por el Juez requirente, es la oportunidad que tiene para conocer el criterio del requerido y tener así la posibilidad de rectificar o ratificar su primera decisión. Tiene el deber de dictar dos resoluciones que pueden ser coincidentes o no serlo.

Si en esta ocasión el Juez requirente decide mantener su competencia, debe hacerlo saber al requerido a fin de que ambos remitan sus respectivas actuaciones al superior jerárquico que tiene atribuciones para resolver el conflicto conforme lo disponen el art. 20 LECrim. y 51.1.° LOPJ.

Si lo que decide es desistir renunciando a su competencia debe igualmente comunicarlo al Juez requerido, que estará en todo caso, aguardando la comunicación para saber lo que tendrá que hacer: si remitir sus actuaciones del incidente al superior o si continuar en el conocimiento de la causa manteniendo su competencia. El plazo para estas comunicaciones siempre es el mismo: veinticuatro horas.

Los autos que por su contenido constituyan renuncia de la competencia, son apelables ante el superior jerárquico. Estos autos son: del Juez requerido, el que accede a la inhibición: del Juez requirente, el que desiste de la inhibición. Este último auto no es la primera resolución por la que estima improcedente la pretensión de la parte, sino la segunda, luego de conocer el criterio del Juez requerido que ha contestado a su pedido de inhibición.

Conforme el art. 222, debe interponerse primeramente el recurso de reforma, o para decirlo mejor, debe primeramente tramitarse ese recurso, ya que la apelación puede ser interpuesta luego de resuelta la reforma o simultáneamente con la impugnación directa. El plazo para interponer la reforma es de tres días (art. 211), y para interponer la apelación de cinco días (art. 212) para el caso de no haber sido interpuesta simultáneamente con la reforma.

Artículo 31.

Recibidas las diligencias en el Juzgado o Tribunal llamado a resolver la competencia y oído el Fiscal por término de segundo día, la decidirá dentro de los tres siguientes al en que el Ministerio Fiscal evacue el traslado.

Contra lo resuelto por el Juzgado o Audiencia procederá el recurso de casación.

Contra la resolución del Supremo no se da recurso alguno.

Intervención del Ministerio Fiscal

Antes de resolver este conflicto de competencia, el superior jerárquico debe oír al Ministerio Fiscal que es parte obligada en los incidentes referidos a la competencia. La ley señala como posibles superiores jerárquicos al Juzgado o Tribunal, porque existe la posibilidad de que el conflicto se haya planteado entre Jueces de Paz, siendo su superior jerárquico el Juzgado de Instrucción correspondiente.

Los plazos para resolver y, antes, para evacuar dictamen son muy breves, pero en la práctica no se cumplen. El atasco judicial ha creado el pretexto inatacable para que los plazos ordenatorios de las leyes procesales hayan perdido toda vigencia legal. Se ha producido una derogación por desuso.

Recurso y sobreseimiento

Contra este auto resolutorio de la cuestión de competencia cabe el recurso de casación, muy criticado por la doctrina si se tiene en cuenta que decisiones definitivas mucho más graves para el derecho legítimo de los judiciables no tienen acceso a la casación, como, por ejemplo, el auto de sobreseimiento libre, siempre que alguien se encontrare procesado (arts. 636 y 848), lo que significa a sensu contrario que los sobreseimientos libres sin que se haya procesado a nadie en la causa, no tienen acceso a la casación.

Es más grave desde el punto de vista de los intereses de los judiciables esta norma prohibitiva porque cercena de modo permanente la pretensión penal basada en las circunstancias básicas de la alegación, y se queda sin proceso. Se puede decir que prácticamente el auto de sobreseimiento nunca accede a la casación porque son contados los casos en la historia judicial de España en que se haya dictado un sobreseimiento libre que cierre el proceso, desbordando los indicios de un auto de procesamiento. Habiendo procesamiento, la costumbre es llegar hasta el juicio oral y allí determinar la inocencia o culpabilidad penal del procesado porque ningún Juez o Tribunal está dispuesto a cometer el insalvable error de cerrar definitivamente las puertas a la persecución penal con un «siempre precipitado» sobreseimiento, habida cuenta que antes se ha estimado que existían suficientes indicios de criminalidad como para haber encontrado méritos para procesar y que tal procesamiento pasó, indudablemente, por la fase de la reforma y la apelación, quedando confirmado.

Decimos que esta decisión del sobreseimiento libre sin procesado que no tiene acceso a la casación es una denegatoria legal más grave porque, en definitiva, por mucho que el interés público esté afectado en una cuestión de competencia, tampoco tiene efectos prácticos calamitosos, porque siempre será un Juez o Tribunal con jurisdicción quien conozca en la causa, sin que sea preciso sacralizar en demasía los principios básicos del sistema que, enunciados aisladamente, ostentan como monumentos inexpresivos. En todo caso, tales principios se enuncian para favorecer los intereses y derechos de los hombres, y sería un absurdo que, convertidos en un fin en sí mismos, terminaran por ahogar a sus beneficiarios.

La casación como cuestión de competencia

Otorgar la casación a una cuestión de competencia como la que resulta de un incidente de inhibitoria, es una exageración que conduce a una espera enorme hasta que la cuestión queda resuelta, con grave perjuicio de las partes y de la sociedad toda, que, indirectamente, reclama la actuación judicial para reponer la paz perturbada por el hecho ilícito; de suerte que suponer que se consagra una mayor atención a los intereses de la parte y de la sociedad demorando sensiblemente la resolución de fondo de la causa para dar tratamiento cuidadoso a una cuestión de competencia de estas características, es confundir lo acertado con el error, nada más que para dar cabida formal a un principio de orden público abstracto, renunciando a la concreta petición de justicia que pasa a ocupar un segundo plano a fin de que la competencia sea resuelta con dignidad. Otro tanto ha de decirse del trámite con apelación y comunicaciones de ida y vuelta entre los Jueces requerido y requirente. Tales procedimientos son propios de una época en que la justicia se paseaba en landó y sobraba el tiempo en una sociedad más sosegada que la actual. La sociedad actual, atiborrada de gente y problemas, requiere mayor celeridad y un talante legal y judicial totalmente distintos.

El incidente de inhibitoria

En este orden de ideas, el incidente de inhibitoria debiera comenzar y terminar con la decisión del Juez requerido; es decir, aquel que recibe la pretensión por la que se le pide que afirme su competencia, y su decisión, previa vista Fiscal, debiera ser dictada en tres sentidos: que se carece de información suficiente como para resolver sobre el fondo de la cuestión, que, con suficiente información, se resuelve asumir la competencia, o no asumirla. Tras esa decisión, comunicarla al órgano que esté conociendo y cumplimentarla sin más. Si hubiere error, no se produciría un perjuicio mayor que si se hubiera acertado, porque, como he dicho en líneas anteriores, siempre será un Juez de lo penal quien esté conociendo. Pero, en realidad, soy de la opinión que el incidente de competencia por el medio inhibitorio debiera desaparecer, dejando subsistente sólo el de la declinatoria, con un procedimiento igualmente simple.

Artículo 32.

Cuando se proponga declinatoria ante un Juez municipal, resolverá éste en término de segundo día, oyendo previamente al Fiscal, sobre si procede o no acordar la inhibición.

El auto en que se deniegue la inhibición es apelable en ambos efectos para ante el Juzgado a quien corresponda resolver la competencia, el cual sustanciará el recurso en la forma prevenida en el párrafo 1 del artículo anterior.

Contra la resolución del Juzgado procederá el recurso de casación.

La norma es aplicable al Juez de Paz y el superior jerárquico es el Juez de Instrucción, art. 87.1 d) LOPJ. No se establece aquí un verdadero procedimiento ya que se omite la actividad del Juez requerido que podrá ser la de art. 29.1.°. En cualquier caso, el pfo. 2.° presupone precipitadamente que ya está planteada la cuestión de competencia cuando en verdad no se sabe lo que puede haber decidido el Juez requerido. Es necesario que ambos Jueces se declaren competentes o incompetentes para dar lugar a una contienda de competencia. Tampoco parece claro por qué no ha de ser apelable el auto que sea estimatorio del pedido de inhibición, dándole así a la parte contraria de la que ejerció la pretensión, la posibilidad de discutir sus derechos y ser oída.

La impugnación extraordinaria de casación suspende el procedimiento de la causa principal. En todo caso, la casación, siguiendo el texto del artículo, parece ser admisible cuando se deniegue el recurso de apelación, pero no en el caso inverso porque sostiene la doctrina que si se diera también cuando se otorga, se estaría dando acceso a un supuesto idéntico al de la inhibición del Juez de Paz, que no tiene acceso a la casación, por no haberse promovido de modo real la contienda (ver art. 30, último párr.).

Artículo 33.

La inhibición ante los Tribunales de lo criminal se propondrá en escrito con firma de Letrado.

En el escrito expresará el que la proponga que no ha empleado la declinatoria. Si resultase lo contrario, será condenado en costas, aunque se decida en su favor la competencia o aunque la abandone en lo sucesivo.

El procedimiento de la inhibitoria ante un Tribunal de instancia de lo criminal comienza a ser desarrollado en este artículo. La exigencia de la firma se extiende al Procurador por ser el titular del poder de postulación.

Es requisito que resguarda la buena fe procesal la aseveración de no estar utilizando ambas vías o medios, o que no se haya utilizado con anterioridad el otro. La sanción es la imposición de las costas procesales, cualquiera que sea el resultado final del incidente de competencia.

Artículo 34.

El Secretario del Tribunal ante quien se proponga la inhibitoria dará traslado por término de uno o dos días, según el volumen de la causa, al Ministerio Fiscal, cuando éste no lo haya propuesto, así como a las demás partes que figuren en la causa de que pudiera a la vez estar conociendo el Tribunal a quien se haya instado para que haga el requerimiento y, en su vista, el Tribunal mandará, dentro de los dos días siguientes, librar oficio inhibitorio, o declarará no haber lugar a ello.

El artículo contiene dos supuestos: que haya un solo proceso y sea ante el Tribunal al que se considera incompetente, o que haya dos (duplicidad de procedimientos o causa de conexión) ante el Tribunal a quien se considere competente. La intervención del Ministerio Fiscal es siempre preceptiva y debe ser oído en todo caso; en cuanto a las partes, deben igualmente ser oídas a excepción de la que propuso la cuestión de competencia (si la hubiere propuesto) porque en tal caso su pretensión contiene todos los elementos para considerar que ha sido oída a través de sus alegaciones.

Las partes que deben ser oídas son todas las de una o las dos causas pendientes, según sea el caso, tal como se explican ambas posibilidades al comienzo de este comentario. El plazo para oír a las partes y al Ministerio Fiscal es común.

La decisión sólo puede ser en dos sentidos: declarándose incompetente, o declarándose competente; en este último caso deberá librar oficio inhibitorio al organismo que esté conociendo y que considera incompetente. El trámite de la cuestión de competencia suspende el proceso.

Artículo 35.

Contra el auto en que se deniegue el requerimiento de inhibición, sólo habrá lugar al recurso de casación.

En un alarde de exageración, contra el auto denegatorio del requerimiento de inhibición del organismo receptor de la pretensión se concede el recurso de casación, durante cuya tramitación se suspende el procedimiento penal con grave perjuicio para el descubrimiento y posterior juzgamiento del hecho delictivo.

Artículo 36.

Con el oficio de inhibición se acompañará testimonio: del escrito en que se haya pedido, de lo expuesto por el Ministerio Fiscal y por las partes en su caso, del auto que se haya dictado y de lo demás que el Tribunal estime conducente para fundar su competencia.

El testimonio se extenderá y remitirá en el plazo improrrogable de uno a tres días, según el volumen de la causa.

El artículo se limita a enumerar las piezas esenciales o particulares que deben acompañar, en testimonio, al oficio inhibitorio, y aunque deja al arbitrio del Tribunal la facultad de añadir otros particulares, todo parece indicar que son las únicas piezas necesarias para la resolución del recurso salvo. claro está, que la cuestión de competencia venga afirmada por una regla de conexión, en cuyo caso será menester dar conocimiento al Tribunal requerido de las piezas pertinentes que afianzan la competencia por conexión.

Artículo 37.

El Secretario del Tribunal requerido acusará inmediatamente recibo y dará traslado al Ministerio Fiscal, al acusador particular, si lo hubiere, a los referidos en los artículos 118 y 520 que se hubieren personado y a los que figuren como parte civil, por un plazo que no podrá exceder de veinticuatro horas a cada uno, tras lo cual el Tribunal dictará auto inhibiéndose o declarando que no ha lugar a hacerlo.

Contra el auto en que el Tribunal se inhibiere no se dará otro recurso que el de casación.

El Secretario judicial del Tribunal requerido debe acusar recibo del oficio y los testimonios de que habla el artículo anterior, y la finalidad de este acuse de recibo no es otra que la de fijar la certeza de que se suspende el procedimiento del que pende la causa principal. Oirá a todas las partes personadas y de no hacerlo, se provoca una nulidad de las actuaciones por afectar tal omisión al derecho de defensa. El plazo no es común, aunque igual para todas las partes, y muy breve.

El auto del requerido denegando su inhibición, es inimpugnable; el que acuerda la inhibición es recurrible en casación, y si como consecuencia de este incidente ambos Tribunales se declararen competentes, queda planteada la cuestión ante el superior jerárquico.

Texto conforme a la L 53/1978, 4 dic, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil y a la L 13/2009, 3 nov

Artículo 38.

Consentido o ejecutoriado el auto en que el Tribunal se hubiese inhibido, el Secretario judicial remitirá la causa, dentro del plazo de tres días, al Tribunal que hubiera propuesto la inhibitoria, con emplazamiento de las partes y poniendo a disposición de aquél los procesados, las pruebas materiales del delito y los bienes embargados.

La decisión de no inhibirse posibilita la impugnación, según se vio en el comentario del artículo anterior. Esta decisión puede ser aceptada por las partes, que al no recurrir, agotado el plazo para hacerlo, dejan consentir la resolución. Si hubieren impugnado y el auto resolutorio fuera confirmatorio, la resolución queda ejecutoriada; en ambos casos, firme.

Habiéndose inhibido el Tribunal requerido y encontrándose firme la resolución (consentida o ejecutoriada), las actuaciones deben ser remitidas al Tribunal competente para que siga entendiendo en la causa, levantándose la suspensión del procedimiento. A disposición del Tribunal competente se pondrán, además. al detenido, las pruebas recogidas, los bienes embargados y se emplazará a las partes para que ocurran ante el competente.

Artículo 39.

Si se denegare la inhibición se comunicará el auto al Tribunal requirente, con testimonio de lo expuesto por el Ministerio Fiscal y por las partes y de todo lo demás que se crea conducente.

El testimonio se expedirá y remitirá dentro de tres días.

En el oficio de remisión se exigirá que el Tribunal requirente conteste inmediatamente para continuar actuando si no insiste en la inhibición, o que en otro caso remita la causa a quien corresponda para que decida la competencia.

En este artículo se legisla el caso contrario al del anterior. Contiene el supuesto de que el Tribunal requerido mantiene su competencia, denegando su inhibición. Debe remitir en tal caso el auto correspondiente con testimonio de la opinión del Fiscal (que puede ser consecuente con la resolución o contraria a ella, porque tal dictamen no vincula al órgano decisor), testimonio también de los escritos de alegaciones de las partes y de todo otro particular que estime conducente para un mejor examen de la cuestión, dado que puede no concluir con esta actividad procesal el incidente.

En el oficio de remisión se pedirá al Juzgado o Tribunal requirente que conteste de modo inmediato (al no haber plazo. significa sin dilación), a fin de saber si se aviene al contenido del auto denegatorio de inhibición o si, por el contrario, decide plantear la cuestión de competencia remitiendo la causa a quien corresponda resolver.

Si el Tribunal requirente se aviene, el requerido levanta la suspensión del procedimiento y continúa actuando; caso contrario queda planteada la cuestión de competencia ante el organismo superior en jerarquía.

Artículo 40.

Recibido el oficio que expresa el artículo anterior, el Tribunal que hubiere propuesto la inhibitoria dictará, sin más trámites, auto en término de segundo día.

Contra el auto desistiendo de la inhibición sólo procederá el recurso de casación.

Un trámite más a cargo del Tribunal que recibió la propuesta de inhibitoria: deberá dictar un auto que, si fuera desistiendo de la inhibitoria, esto es, desestimando la pretensión de parte, es impugnable en casación.

Artículo 41.

Consentido o ejecutoriado el auto en que el Tribunal desista de la inhibitoria, lo comunicará en el término de veinticuatro horas al requerido de inhibición, remitiéndole al propio tiempo todo lo actuado para su unión a la causa.

Puesto que el auto de que habla el artículo anterior es impugnable en casación si desestimara la pretensión, una vez consentido o ejecutoriado (no impugnado, y si impugnado, confirmado), remitirá todo lo actuado al que está entendiendo para que levante la suspensión del procedimiento y prosiga la causa.

Artículo 42.

Si el Tribunal requirente mantiene su competencia, lo comunicará en el término de veinticuatro horas al requerido de inhibición para que remita la causa al Tribunal a quien corresponda la resolución, haciéndolo él de lo actuado ante el mismo.

Si ambos organismos jurisdiccionales deciden mantener su competencia, queda planteado lo que se llama una cuestión de competencia positiva o afirmativa, que debe ser resuelta por el órgano superior jerárquico.

La remisión de la causa del requirente debe ser hecha luego que haya comunicado la decisión al requerido, y ambos de modo inmediato, ya que el plazo de veinticuatro horas está fijado para la remisión al Tribunal requerido de la comunicación de su decisión de afirmar su competencia. No es preciso que se fundamenten las notas u oficios de envío o elevación de la causa al superior, por cuanto en el incidente constan ya todos los elementos de juicio necesarios para resolver. Las partes no son citadas para el procedimiento en la alzada, pero sí que es preceptiva la intervención del Ministerio Fiscal.

Artículo 43.

Las competencias se decidirán por el Tribunal dentro de los tres días siguientes al en que el Ministerio Fiscal hubiese emitido dictamen, que evacuará en el término de segundo día.

Contra estos autos, cuando procedan de las Audiencias territoriales, habrá lugar al recurso de casación.

Contra los pronunciados por el Tribunal Supremo no se da recurso alguno.

Se fijan plazos breves que no siempre se cumplimentan. Como es de rigor, al auto resolutorio debe preceder el dictamen Fiscal que, obviamente, no vincula al resolvente.

Toda decisión, y no sólo la de las Audiencias Territoriales, son susceptibles de casación, a excepción, claro está, de las decisiones del Tribunal Supremo, por ser el más alto organismo del Poder Judicial. En este sentido, ver art. 31.

Las Audiencias Territoriales han cambiado su denominación por la de Tribunales Superiores de Justicia, al que se añade el nombre de la Comunidad Autónoma a la que pertenecen (arts. 70 y 71 LOPJ), y están llamadas a resolver las cuestiones de competencia que se planteen entre las diversas Audiencias Provinciales de la Comunidad Autónoma a la que pertenecen, como también la resolución de estas mismas cuestiones planteadas entre los Juzgados de Menores de las distintas Provincias de la Comunidad Autónoma [arts. 73.3.° c), y 4.° LOPJ].

Artículo 44.

El Tribunal que resuelva la competencia podrá condenar al pago de las costas causadas en la inhibitoria a las partes que la hubieren sostenido o impugnado con notoria temeridad, determinando en su caso la proporción en que deban pagarlas.

Cuando no hiciere especial condenación de costas, se entenderán de oficio las causadas en la competencia.

Este artículo cierra el desarrollo de las normas referentes a las cuestiones de competencia positivas, con lo que queda totalmente regulado el trámite de la inhibitoria, dejando fuera las competencias negativas y la declinatoria, sobre las que se hace un remisión legal en el artículo siguiente.

La doctrina ha planteado el problema de saber si este principio, relativo a las costas en la inhibitoria planteada por las partes, resulta aplicable a otros procedimientos sobre el mismo tema, como ser la inhibitoria de oficio planteada por el propio órgano jurisdiccional, o a las contiendas negativas planteadas por vía declinatoria, o a las promovidas indistintamente durante el sumario y durante el plenario, o a las promovidas en el juicio de faltas.

La cuestión se reduce a saber si la norma, por su ubicación, es sólo aplicable a las contiendas positivas durante el plenario y por el procedimiento de la inhibitoria, o si contiene una norma generalizador y, por tanto, aplicable por analogía a todo otro supuesto de contienda de competencia y extensiva a todas las etapas del proceso penal. En principio, parece ser que nada autoriza a prohibir la interpretación analógica de la norma, habida cuenta la regulación pobre y deficiente que sobre la imposición de costas contiene la LECrim, a la que debe añadirse que inexplicablemente se ha omitido legislar paralelamente a la LEC que, aunque con vacilaciones y tímidamente porque mantiene para casos excepcionales los principios de la mala fe y la temeridad, al menos ha iniciado la saludable reforma del sistema en orden a las costas, imponiéndolas al vencido (art. 523 LEC).

Texto conforme a la L 16/1994, 8 nov, por la que se reforma la LO 6/1985, 1 jul, del Poder Judicial.

Artículo 45.

Las declinatorias se sustanciarán como artículos de previo pronunciamiento.

La declinatoria en el juicio de faltas se regula en el art. 32; por tanto, este artículo sólo es aplicable a los delitos. Lo mismo que acontece en materia de procedimiento civil (arts. 79 y 533.1.° LEC), donde el procedimiento de la declinatoria es el regulado para las excepciones dilatorias. En la LECrim., el art. 666.1.°. Esta remisión no es feliz y ha recibido críticas de la doctrina. Para Gómez Orbaneja, sólo son aplicables enteramente el último párrafo del art. 674 y el 1.° del 676 de la remisión genérica a las cuestiones previas. Ninguno de los procedimientos de declinatoria tienen normas propias y prolijas.






De las competencias negativas y de las que se promueven con jueces o tribunales especiales, y de los recursos de queja contra las autoridades administrativas 



Artículo 46.

Cuando la cuestión de competencia empeñada entre dos o más Jueces o Tribunales fuere negativa por rehusar todos entender en la causa, la decidirá el Juez o Tribunal superior y, en su caso, el Supremo, siguiendo para ello los mismos trámites descritos para las demás competencias.

Competencia negativa

Lo que debe entenderse por cuestión de competencia negativa viene explicado en el texto del artículo: dos Jueces o Tribunales rehúsan entender en una causa de la que aparentemente uno de ellos debe ser competente. En estos casos la ley debía dar una solución para que la infracción penal no quede impune.

La ley habla de dos o más Jueces o Tribunales, lo que supone que la cuestión puede ser planteada tanto durante la instrucción cuanto en la fase del plenario. Es posible que más de dos Jueces se consideren competentes (cuestión de competencia positiva), pero es menos imaginable que más de dos Jueces o Tribunales se consideren incompetentes, porque al declararse incompetente un órgano jurisdiccional, lo hace atribuyendo la competencia solamente a otro órgano, y no a dos o tres. En las cuestiones positivas es distinto, porque los interesados pueden acudir a plantear inhibitorias en distintos lugares (más de dos), sobre todo en aquellas infracciones que por su peculiar modo de ejecución han dejado huellas de su actividad en más de un lugar de la geografía española.

Órgano decisor

El órgano encargado de decidir la contienda es el superior jerárquico: de los Jueces de Paz, el Juez de Instrucción. De los Jueces de Instrucción de la misma provincia, la Audiencia Provincial. De los Jueces de Instrucción de diversas provincias de una misma Comunidad Autónoma, el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma. De los Jueces de Instrucción de provincias de diferentes Comunidades Autónomas, el Tribunal Supremo. De las Audiencias Provinciales de una misma Comunidad, el Tribunal Superior de esa Comunidad Autónoma; si fueren de distintas Comunidades, el TS.

Trámites

La posibilidad de seguir los mismos trámites previstos en el capítulo II no es fácil, a no ser que se practique con la conocida salvedad de «en todo aquello que tales normas resulten aplicables». El mayor problema se presenta en orden a la procedibilidad de los recursos (apelación y casación), ya de por sí tratados deficientemente en el capítulo anterior, según ha podido verse.

Jurisdicción ordinaria

Esta contienda de competencia negativa se refiere exclusivamente a la empeñada entre Jueces y Tribunales de la jurisdicción ordinaria, quedando, por tanto, fuera: 1) los conflictos de jurisdicción en que se empeñan Juzgados y Tribunales ordinarios y la Administración (art. 38 LOPJ) o Juzgados y Tribunales de la jurisdicción ordinaria con los de la jurisdicción militar (art. 39 LOPJ); 2) tampoco se refiere a los conflictos de competencia entre los organismos jurisdiccionales de distinta jurisdicción, integrados en el Poder Judicial (arts. 42 y ss. LOPJ). Se refiere sólo a las «cuestiones de competencia» previstas en los arts. 51 y 52 LOPJ.

Artículo 47.

En el caso de competencia negativa entre la jurisdicción ordinaria y otra privilegiada, la ordinaria empezará o continuará la causa.

La jurisdicción privilegiada

En virtud del carácter preferente del orden penal (art. 44 LOPJ), era preciso resolver el problema cuando la cuestión es penal y viene empeñada por un organismo de la jurisdicción ordinaria y otro de la especial. Lo que el artículo denomina como «jurisdicción privilegiada» no es otra que la militar, única jurisdicción que atiende asuntos penales y que está separada de la jurisdicción ordinaria, conformando, por tanto, una jurisdicción especial.

Dicho esto, queda claro que el conflicto no es, pues, de competencia, como dice el artículo, sino de jurisdicción.

Normas de la LOPJ

El tema viene legislado en los arts. 39 a 41 LOPJ. El art. 39 dispone: los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados o Tribunales y la jurisdicción militar serán resueltos por una Sala compuesta por el Presidente del Tribunal Supremo, que la presidirá, dos Magistrados de la Sala de lo Penal de dicho Alto Tribunal, designados por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial, y dos Consejeros Togados del Consejo Supremo de Justicia Militar, designados por dicho Consejo. Actuará como Secretario de esta Sala el de Gobierno del Tribunal Supremo. Este artículo engloba a todas las cuestiones jurisdiccionales: las negativas y las positivas, habida cuenta que el art. 47 LECrim. no ha sido derogado ni expresa ni tácticamente por ninguna de las numerosas reformas introducidas al sistema procesal español, debe ser considerado como vigente en lo que dispone de modo esencial; esto es, que hasta tanto la cuestión quede definitivamente decidida, la justicia ordinaria es la encargada de iniciar o de continuar en el conocimiento de la causa.

Autorización para iniciar la causa

Resulta un tanto desconcertante la autorización a empezar la causa, dado que, hasta que no esté comenzada se entiende que resulta casi imposible que pueda suscitarse una cuestión de competencia o de jurisdicción, máxime si se recuerda la disposición del art. 12. En cuanto al deber de continuar la causa, no se aclara debidamente en la ley si tal deber se limita a tal continuación o a empezar a conocer en el supuesto que la jurisdicción militar haya prevenido antes y deba inhibirse.

Artículos 48, 49 y 50.(Derogados por la LO 2/1987, 18 may, de Conflictos Jurisdiccionales).

Artículo 51 (Derogado por L 17 jul 1948).

(LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL)

(Para el comentario del tema «Abstención y recusación»)

LIBRO III

TÍTULO II

CAPÍTULO V

De la abstención y recusación

Información acerca de este tema

La LO 19/2003, 23 dic, ha modificado a la Ley Orgánica del Poder Judicial en numerosos artículos y entre ellos, los relativos a la abstención y recusación de Magistrados, Jueces, Secretarios, auxiliares y médicos forenses de los Juzgados y Tribunales.

La Disposición Derogatoria de esta Ley Orgánica del 2003 establece imperativamente que la derogación debe operar respecto de Cuantas otras Leyes y disposiciones se opongan a lo establecido por esta Ley Orgánica.

Si se tiene en cuenta que la Ley Orgánica de 2003 viene a modificar el texto de la LO 1/2000, 7 ene, que a su vez modificaba a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, y habiendo textos superpuestos de contenidos similares, la lógica jurídica impone que se debe estar a los términos de la Ley más actual, desechando a la o las anteriores, a fin de obviar las contradicciones y dificultades de interpretación que se pueden, presentar a causa de tal duplicidad.

Por ello, nos limitaremos a comentar los artículos que sobre el tema desarrolla la LO 19/2003, 23 dic, que es la más reciente y que trata de un modo completo el tema de la abstención y recusación.

Terminado este comentario de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a continuación transcribiremos para conocimiento y mayor información, los artículos de la LECrim. que a nuestro juicio han sido derogados por la ya mencionada LO 19/2003, 23 dic, sin que la L 13/2009, 3 nov, haya modificado la situación.

Artículo 217 (LOPJ).

Los Jueces y Magistrados deberán abstenerse y, en su defecto, podrán ser recusados cuando concurra legal.

Política de prevención

Discrepamos con la idea bastante generalizada en la doctrina clásica española que afirma una ciertas semejanzas entre las causas de apartamiento de los funcionarios judiciales con las causas de incapacidad para el desempeño de las funciones judiciales. Nada más erróneo que esta afirmación, ya que las causas que inhabilitan o imposibilitan a una persona para el ejercicio de una función judicial constituyen signos de prevención para el mantenimiento de la salud funcionarial, mientras que las causas de apartamiento tienden a sostener el convencimiento social de la imparcialidad de la justicia. Y decimos que tienden, independientemente de que lo logren, ya que, en verdad, se puede lograr el apartamiento de un Juez por estar incurso en una causa objetiva de abstención sin saber (porque nunca puede saberse) que este Juez estaba dispuesto a ser parcial; e, inversamente, puede un Juez conocer de una causa criminal sin estar incurso en motivo de apartamiento y producir resoluciones parciales que obedecen a malignos designios de simpatía, odios ocultos o pasiones diversas a las que están sujetos los hombres y mujeres, aun sin quererlo. Así, pues, la doctrina y práctica de la recusación y de la abstención no pasa de ser una prevención que a veces da resultados y otras veces no.

Apartamiento voluntario

En cuanto a las dos modalidades de manifestación de este apartamiento, ha de decirse que una de ellas es el voluntario del propio funcionario que, advirtiendo que se encuentra incurso en una de las causas objetivas, sea cierta o no, y en aras de esa apariencia de imparcialidad que debe revestir todo acto judicial, decide apartarse voluntariamente. Y decimos que sea o no cierto, porque por mucho que se jure acerca de estas cuestiones, son todas de tal índole personalísimas e íntimas que resulta en determinados casos imposible la prueba tangible.





OEBPS/images/im0000546707.jpg
COMENTARIO A LA

LEY DE ({
ENJUICIAMIEN T

CRIM'INI;E;

. LA LEY
grupo Wolters Kluwer |







OEBPS/content/NcxToHtml.html


    

      

        

          		

            Consejo de redacción

          



          		

            Páginas de crédito

          



          		

            Dedicatoria

          



          		

            Prólogo

          



          		

            Abreviaturas

          



          		

            Exposición de motivos

          



          		

            Libro I. Disposiciones generales

            

              		

                Título I. Preliminares

                

                  		

                    Capítulo I. Reglas generales (Arts. 1 y 2)

                  



                  		

                    Capítulo II. Cuestiones prejudiciales (Arts. 3 a 7)

                  



                



              



              		

                Título II. De la competencia de los jueces y tribunales en lo criminal

                

                  		

                    Capítulo I. De las reglas por donde se determina la competencia (Arts. 8 a 18)

                  



                  		

                    Capítulo II. De las cuestiones de competencia entre los jueces y tribunales ordinarios (Arts. 19 a 45)

                  



                  		

                    Capítulo III. De las competencias negativas y de las que se promueven con jueces o tribunales especiales, y de los recursos de queja contra las autoridades administrativas (Arts. 46 a 51)

                  



                



              



              		

                Título III. De las recusaciones y excusas de los magistrados, jueces, asesores y auxiliares de los juzgados y tribunales y de la absabstención del ministerio fiscal

                

                  		

                    Capítulo I. Disposiciones generales (Arts. 52 a 56)

                  



                  		

                    Capítulo II. De la sustanciación de las recusaciones de los jueces de instrucción y de los magistrados (Arts. 57 a 71)

                  



                  		

                    Capítulo III. De la sustanciación de las recusaciones de los jueces municipales (Arts. 72 a 83)

                  



                  		

                    Capítulo IV. De la recusación de los auxiliares de los juzgados y tribunales (Arts. 84 a 93)

                  



                  		

                    Capítulo V. De las excusas y recusaciones de los asesores (Arts. 94 y 95)

                  



                  		

                    Capítulo VI. De la abstención del ministerio fiscal (Arts. 96 a 99)

                  



                



              



              		

                Título IV. De las personas a quienes corresponde el ejercicio de las acciones que nacen de los delitos y faltas (Arts. 100 a 117)

              



              		

                Título V. Del derecho de defensa y de la asistencia jurídica gragratuita en los juicios criminales (Arts. 118 a 140)

              



              		

                Título VI. De la forma de dictar resoluciones y del modo de dirimir las discordias

                

                  		

                    Capítulo I. De las resoluciones procesales (Arts. 141 a 162) 

                  



                  		

                    Capítulo II. Del modo de dirimir las discordias (Arts. 163 a 165)

                  



                



              



              		

                Título VII. De las notificaciones, citaciones y emplazamientos (Arts. 166 a 182)

              



              		

                Título VIII. De los suplicatorios, exhortos y mandamientos (Arts.183 a 196)

              



              		

                Título IX. De los términos judiciales (Arts. 197 a 215)

              



              		

                Título X. De los recursos contra las resoluciones procesales

                

                  		

                    Capítulo I. De los recursos contra las resoluciones de los jueces y tribunales (Arts. 216 a 238)

                  



                  		

                    Capítulo II. Del recurso de revisión contra las resoluciones de los secretarios judiciales (Arts. 238 bis y 238 ter)

                  



                



              



              		

                Título XI. De las costas procesales (Arts. 239 a 246)

              



              		

                Título XII. De las obligaciones de los jueces y tribunales relativas a la estadística judicial (Arts. 247 a 257)

              



              		

                Título XIII. De las correcciones disciplinarias (Art. 258)

              



            



          



          		

            Libro II. Del sumario

            

              		

                Título I. De la denuncia (Arts. 259 a 269)

              



              		

                Título II. De la querella (Arts. 270 a 281)

              



              		

                Título III. De la policía judicial (Arts. 282 a 298)

              



              		

                Título IV. De la instrucción

                

                  		

                    Capítulo I. Del sumario y de las autoridades competentes para instruirlo (Arts. 299 a 305)

                  



                  		

                    Capítulo II. De la formación del sumario (Arts. 306 a 325)

                  



                



              



              		

                Título V. De la comprobación del delito y averiguación del delincuente

                

                  		

                    Capítulo I. De la inspección ocular (Arts. 326 a 333)

                  



                  		

                    Capítulo II. Del cuerpo del delito (Arts. 334 a 367)

                  



                  		

                    Capítulo II BIS. De la destrucción y la realización anticipada de los efectos judiciales (Arts. 367 bis a 367 sexies)

                  



                  		

                    Capítulo III. De la identidad del delincuente y de sus circunstancias personales (Arts. 368 a 384 bis)

                  



                  		

                    Capítulo IV. De las declaraciones de los procesados (Arts. 385 a 409)

                  



                  		

                    Capítulo V. De las declaraciones de los testigos (Arts. 410 a 450)

                  



                  		

                    Capítulo VI. Del careo de los testigos y procesados (Arts. 451 a 455)

                  



                  		

                    Capítulo VII. Del informe pericial (Arts. 456 a 485)

                  



                



              



              		

                Título VI. De la citación, de la detención y de la prisión provisional

                

                  		

                    Capítulo I. De la citación (Arts. 486 a 488)

                  



                  		

                    Capítulo II. De la detención (Arts. 489 a 501)

                  



                  		

                    Capítulo III. De la prisión provisional (Arts. 502 a 519)

                  



                  		

                    Capítulo IV. Del ejercicio del derecho de defensa, de la asistencia de abogado y del tratamiento de los detenidos y presos (Arts. 520 a 527)

                  



                



              



              		

                Título VII. De la libertad provisional del procesado (Arts. 528 a 544 ter)

              



              		

                Título VIII. De la entrada y registro en lugar cerrado, del de libros y papeles y de la detención y apertura de la correspondencia escrita y telegráfica (Arts. 545 a 588)

              



              		

                Título IX. De las fianzas y embargos (Arts. 589 a 614)

              



              		

                Título X. De la responsabilidad civil de terceras personas (Arts.615 a 621)

              



              		

                Título XI. De la conclusión del sumario y del sobreseimiento

                

                  		

                    Capítulo I. De la conclusión del sumario (Arts. 622 a 633)

                  



                  		

                    Capítulo II. Del sobreseimiento (Arts. 634 a 645)

                  



                



              



              		

                Título XII. Disposiciones generales referentes a los anteriores títulos (Arts. 646 a 648)

              



            



          



          		

            Libro III. Del juicio oral

            

              		

                Título I. De la calificación del delito (Arts. 649 a 665)

              



              		

                Título II. De los artículos de previo pronunciamiento (Arts. 666 a 679)

              



              		

                Título III. De la celebración del juicio oral

                

                  		

                    Capítulo I. De la publicidad de los debates (Arts. 680 a 682)

                  



                  		

                    Capítulo II. De las facultades del presidente del tribunal (Arts.683 a 687)

                  



                  		

                    Capítulo III. Del modo de practicar las pruebas durante el juicio oral

                    

                      		

                        Sección I. De la confesión de los procesados y personas civilmente responsables (Arts. 688 a 700)

                      



                      		

                        Sección II. Del examen de los testigos (Arts. 701 a 722)

                      



                      		

                        Sección III. Del informe pericial (Arts. 723 a 725)

                      



                      		

                        Sección IV. De la prueba documental y de la inspección ocular (Arts. 726 y 727)

                      



                      		

                        Sección V. Disposiciones comunes a las cuatro secciones anteriores (Arts. 728 a 731 bis)

                      



                    



                  



                  		

                    Capítulo IV. De la acusación, de la defensa y de la sentencia (Arts. 732 a 743)

                  



                  		

                    Capítulo V. De la suspensión del juicio oral (Arts. 744 a 749)

                  



                



              



            



          



          		

            Libro IV. De los procedimientos especiales

            

              		

                Título I. Del modo de proceder cuando fuere procesado un senador o diputado a Cortes (Arts. 750 a 756)

              



              		

                Título II. Del procedimiento abreviado

                

                  		

                    Capítulo I. Disposiciones generales (Arts. 757 a 768)

                  



                  		

                    Capítulo II. De las actuaciones de la policía judicial y del ministerio fiscal (Arts. 769 a 773)

                  



                  		

                    Capítulo III. De las diligencias previas (Arts. 774 a 779)

                  



                  		

                    Capítulo IV. De la preparación del juicio oral (Arts. 780 a 784)

                  



                  		

                    Capítulo V. Del juicio oral y de la sentencia (Arts. 785 a 789)

                  



                  		

                    Capítulo VI. De la impugnación de la sentencia (Arts. 790 a 793)

                  



                  		

                    Capítulo VII. De la ejecución de sentencias (Art. 794)

                  



                



              



              		

                Título III. Del procedimiento para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos

                

                  		

                    Capítulo I. Ámbito de aplicación (Art. 795)

                  



                  		

                    Capítulo II. De las actuaciones de la policía judicial (Art. 796)

                  



                  		

                    Capítulo III. De las diligencias urgentes ante el juzgado de guardia (Arts. 797 a 799)

                  



                  		

                    Capítulo IV. De la preparación del juicio oral (Arts. 800 y 801)

                  



                  		

                    Capítulo V. Del juicio oral y de la sentencia (Art. 802)

                  



                  		

                    Capítulo VI. De la impugnación de la sentencia (Art. 803)

                  



                



              



              		

                Título IV. Del procedimiento por delitos de injuria y calumnia contra particulares (Arts. 804 a 815)

              



              		

                Título V. Del procedimiento por delitos cometidos por medio de la imprenta, el grabado u otro medio mecánico de publicación (Arts. 816 a 823 bis)

              



              		

                Título VI. Del procedimiento para la extradición (Arts. 824 a 833)

              



              		

                Título VII. Del procedimiento contra reos ausentes (Arts. 834 a 846)

              



            



          



          		

            Libro V. De los recursos de apelación, casación y revisión

            

              		

                Título I. Del recurso de apelación contra las sentencias y determinados autos (Arts. 846 bis A a 846 bis F)

              



              		

                Título II. Del recurso de casación

                

                  		

                    Capítulo I. De los recursos de casación por infracción de ley y por quebrantamiento de forma

                    

                      		

                        Sección I. De la procedencia del recurso (Arts. 847 a 854)

                      



                      		

                        Sección II. De la preparación del recurso (Arts. 855 a 861 bis C)

                      



                      		

                        Sección III. Del recurso de queja por denegación del testimonio pedido para interponer el de casación (Arts. 862 a 872)

                      



                      		

                        Sección IV. De la interposición del recurso (Arts. 873 a 879)

                      



                      		

                        Sección V. De la sustanciación del recurso (Arts. 880 a 893)

                      



                      		

                        Sección VI. De la decisión del recurso (Arts. 893 bis A a 909)

                      



                    



                  



                  		

                    Capítulo II. De los recursos de casación por quebrantamiento de forma (Derogado por L 16 jul 1949) (Arts. 910 a 933)

                  



                  		

                    Capítulo III. De la interposición, sustanciación y resolución del recurso de casación por infracción de ley y por quebrantamiento de forma (Derogado por L 16 jul 1949) (Arts. 934 a 946)

                  



                  		

                    Capítulo IV. Del recurso de casación en las causas de muerte (Derogado por L 13/2009, 3 nov) (Arts. 947 a 953)

                  



                



              



              		

                Título III. Del recurso de revisión (Arts. 954 a 961)

              



            



          



          		

            Libro VI. Del procedimiento para el juicio sobre faltas (Arts. 962 a 982)

          



          		

            Libro VII. De la ejecución de las sentencias (Arts. 983 a 998)

          



          		

            Disposiciones adicionales

          



          		

            Disposición final

          



          		

            Apéndice

            

              		

                1. Preámbulo de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva oficina judicial

              



              		

                2. Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo, Reguladora del Procedimiento Habeas Corpus

              



              		

                3. Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado

              



              		

                4. Real Decreto 1849/2009, de 4 de diciembre, por el que se modifica el Real Decreto 515/2005, de 6 de mayo, que establece las circunstancias de ejecución de las penas de trabajos en beneficio de la comunidad y de localización permanente, de determinadas medidas de seguridad, así como de la suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad

              



              		

                5. Ley 4/1985, de 21 de marzo, de Extradición Pasiva

              



              		

                6. Ley 4/2010, de 10 de marzo, para la ejecución en la Unión Europea de resoluciones judiciales de decomiso. ANEXO. Certificado para la ejecución de resoluciones de decomiso en otro Estado miembro de la Unión Europea

              



              		

                7. Acuerdo de 25 de febrero de 2010, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba el Reglamento 2/2010, sobre criterios generales de homogeneización de las actuaciones de los servicios comunes procesales

              



              		

                8. Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo

              



            



          



        



      


    


  



